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Universidad Carlos III de Madrid
La obra que aborda el lector persigue ofrecer una aproximación jurídica, psi-
cológica y práctica a la problemática de la violencia de género. Para ello, he 
procurado reunir aportaciones complementarias de autores que abordan el 
fenómeno desde sus ámbitos de experiencia y estudio. 
Así, las visiones jurídicas distinguen la prevención y el abordaje en justi-
cia, la regulación general sobre la cuestión, las especialidades en el marco de 
la denuncia y la nueva situación normativa a partir de la ley de estatuto de la 
víctima de 2015.
En segundo lugar, las aportaciones desde el abordaje psicológico acercan 
al mundo jurídico la comprensión del fenómeno, los sistemas en los que la 
violencia de género se produce, las características del ciclo del confl icto, de 
la víctima y las consecuencias de la violencia para ella, el agresor y las pautas 
básicas en su abordaje. 
En varios momentos de la obra se estudia la cuestión de la resolución de 
confl ictos en relación con esta lacra, cuestionándose el uso de la mediación u 
otros mecanismos en relación con el tratamiento.
Por último se ofrece un trabajo divulgativo sobre prevención de la vio-
lencia de género, para los que los materiales para educación en prevención 
de violencia de género de Andalucía han proporcionado un marco teórico de 
calidad en el que desarrollar el trabajo.
En los últimos años se ha trabajado enormemente para prevenir y perse-
guir la violencia de género, observándose la difi cultad de romper el ciclo de 
la violencia. 
En este marco surgió la idea del cómic, propiciada al conocer las iniciati-
vas de la pastoral penitenciaria en España para procurar información a los 
presos sobre la mediación penitenciaria pacifi cadora, germen de la justicia 
restaurativa en nuestro país. 
El medio elegido –el cómic– se justifi ca en la fi nalidad de que pueda ser 
asimilado por todas y todos, y sea de utilidad a niñas y niños pero también a 
jóvenes y personas adultas de diversa cultura y formación. 
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Se aporta el cómic con la idea de que sea difundido y utilizado libremente 
en ámbitos como los educativos, penitenciarios y profesionales, con el fi n de 
favorecer el desarrollo de habilidades y estrategias para las mujeres aunque 
también para hombres, niños y niñas, como mejorar su autoestima, autocon-
trol, asertividad y empatía entre otras para que se puedan situar en una po-
sición más ventajosa en la evitación y lucha contra la violencia de género, la 
violencia y el abuso en el ámbito familiar y en general.
Esperamos que este esfuerzo pueda ayudar a las personas y colaborar a 
una sociedad más justa, pacífi ca e igualitaria.
SITUACIÓN GENERAL DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN ESPAÑA
Rocío Zafra Espinosa de los Monteros
Universidad Carlos III de Madrid
A mi padre, que hasta el fi nal demostró su integridad
y un profundo amor por su familia.
Gracias por todo
1. Introducción
Estamos ante un escenario difícil: la violencia de género. Personas que 
fallecen a manos de la persona con la que compartes, has compartido o desea-
ban compartir su vida. Los casos de mujeres víctimas de violencia machista, 
aumentan y lamentablemente, encontramos nuevos casos espeluznantes de 
mujeres que dejan huérfanos a sus hijos menores que también, son víctimas 
de dicha violencia. 
En el último fi n de semana de octubre de 2015, son tres los episodios de 
víctimas mortales a manos de sus emparejas. Una de ellas, deja a tres hijos 
menores que nunca entenderán porque su padre, les deja sin la protección de 
su madre. 
Es evidente, que el sistema falla. Que los mecanismos de protección de las 
víctimas de violencia de género no dan los frutos esperados. Pero también es 
cierto, que todavía se comparte un gran miedo y dependencia de estas perso-
nas por denunciar a sus agresores. 
El problema de la violencia de género es un problema estructural intrín-
seco de la sociedad, proveniente las sociedades y educaciones patriarcales, 
dónde el hombre por el hecho se serlo, se consideraba superior a la mujer, y 
por ende, ésta debía respetarlo, cuidarlo y permitir cualquier situación que 
proviniera de él, incluso la dominación. 
Esta situación, mejoró en un momento determinado, cuando las institu-
ciones trataron de forma igualitaria a ambos géneros. No obstante, parece 
que ha habido una marcha atrás en esta lucha y cada vez chicas más jóvenes 
son sometidas por sus parejas, que las obligan a realizar determinados actos 
que ellas asumen con normalidad. Esto nos lleva a pensar que el proble-
ma, además de falta de protección a las potenciales víctimas de violencia 
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de género, es educacional. Volvemos en la sociedad actual, a la estructura 
patriarcal. 
Puede pensarse que depende de la esfera social ante la que nos encon-
tremos, existirán más o menos casos de violencia de género. Sin embargo, 
esta idea es equivocada, este tipo de violencia no responde a un patrón social 
sino a un tema educacional que nada tiene que ver con el nivel social de los 
individuos. Es más, en ocasiones, el problema radica en que cuanto más nivel 
social, más necesitas callar este tipo de situaciones para evitar la frustración 
y la vergüenza del qué dirán. 
Actualmente, la condena por parte de la sociedad de estas conductas crimina-
les, la sensibilización de intolerancia de estas conductas, se traduce en un aumen-
to de las denuncias que aunque en algunas ocasiones no son sufi cientes, pueden 
sacar de la espiral de maltrato a numerosas víctimas directas e indirectas. 
2. Contextualización de la violencia de género
En primer lugar, debemos abordar el tema de qué debe ser considerado 
como violencia de género. En este sentido, debemos remitirnos a lo dispuesto 
en el artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de 
protección integral contra la violencia de género: 
Violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las 
relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de 
quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas 
por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.
El análisis de este precepto nos demuestra que para que un acto de vio-
lencia sea considerado de género, es necesario que concurran varias circuns-
tancias: en primer lugar, que el acto sea de hombre hacia mujer; en segundo 
lugar, un necesario vínculo de afectividad, existente o que haya existido y sin 
necesidad de convivencia y por último, que exista una relación de poder del 
hombre hacia la mujer. 
Es evidente, que esta ley no recoge todas las unidades familiares existen-
tes en nuestro entorno, como parejas homosexuales que también pueden ser 
víctimas de violencia en el seno de la familia o bien aquellos hombres, que son 
dominados por “sus” mujeres y que también necesitaría de una protección y 
consideración reforzada por el entorno. 
VIOLENCIA DE GÉNERO
15
No voy a tachar a la ley de injusta porque como anteriormente he expresa-
do, el problema coyuntural que supone la violencia ejercida de hombres fren-
te a mujeres, necesita una respuesta rápida y efi caz, pero sí que esta ley debe 
considerarse como un acto de discriminación positiva que trata de asegurar 
mecanismos de protección para garantizar determinados derechos1. 
Contrariamente a lo que se pudiera pensar, la violencia de género no pue-
de clasifi carse como una violencia relacionada de los núcleos de población 
que se sitúan en un nivel bajo de formación. En este sentido, nada tiene que 
ver el nivel de estudios o el status social. Esto se contrasta por las estadísticas 
presentadas en el informe El delincuente de género en prisión. Estudio de 
las características personales y criminológicas y la intervención en el medio 
penitenciario, en el que se refl eja que sólo el 38% de la población internada 
por violencia de género no ha fi nalizado la enseñanza obligatoria y de este 
porcentaje, sólo el 7% no tiene estudios. Por tanto, menos de la mitad de los 
internos por violencia de género, no cuenta con formación obligatoria. De 
este modo, no podemos situar el punto de la formación como un factor clave 
para determinar la existencia o no de violencia de género. 
Por otro lado, debemos considerar los tipos de violencia que pueden ser 
ejercidas en este ámbito de la violencia de género: en primer lugar, encontra-
mos la violencia física, que son las conductas en las que se usa la fuerza para 
producir heridas o lesiones corporales en las víctimas. En segundo lugar, la 
violencia psicológica defi nida como toda agresión en forma de insulto, hu-
millaciones, desprecios, descalifi caciones, amenazas o aislamiento social que 
se efectúen tanto en público como en privado. En tercer lugar, la violencia 
sexual, entendida como cualquier actividad no deseada impuesta a la mujer 
a través de intimidación o coacción. En cuarto lugar, la violencia económica, 
que puede resultar una de las más peligrosas ya que con este tipo de margina-
ción la mujer puede crear un sentimiento de inseguridad y dependencia en la 
víctima que le suponga mantener la relación a pesar de estar sometida. Esta 
1  No obstante, será necesario refl exionar sobre el contenido del voto particular de la 
Sentencia del Tribunal Constitucional 59/2008, de 14 de mayo, en el que expresamente 
se aboga por un concepto de violencia de género donde cuando en el acto de violencia 
exista la situación de dominación del hombre hacia la mujer, puesto que en caso contrario: 
el autor del referido delito debe ser sancionado con arreglo al plus de culpa derivado 
de la situación discriminatoria creada por las generaciones de varones que le prece-
dieron, como si portara consigo un “pecado original” del que no pudiera desprenderse, 
aun cuando la agresión que cometió obedezca a motivos distintos o aunque su concreta 
relación de pareja no se ajuste al patrón sexista que se trata de erradicar.
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forma de violencia se da cuando el agresor, intenta controlar de forma estricta 
el manejo del dinero que realiza la mujer. Es independiente de la situación 
laboral de la mujer. Además, en ocasiones el agresor puede impedir a la mu-
jer tener un trabajo asalariado, precisamente, para mantener esa relación de 
subordinación y dependencia hacia él. Por último, la violencia ambiental que 
suponer la realización ce cualquier acto no accidental que provoque un daño 
capaz de intimidar a la mujer2.
El problema de esta violencia de género es que la víctima entra en una es-
piral que es difícil afrontar y más todavía salir de ella. Esta situación expuesta 
se podrá deber a lo que se establece como la Teoría del Ciclo de la Violencia, 
propuesta por Leonor Walker3. Esta se compone de tres fases: acumulación 
de tensión, explosión de la violencia y el arrepentimiento. Este ciclo que se 
repite a lo largo de la convivencia, es lo que permite que la víctima se sienta 
más fuertemente unida a su agresor4. En la siguiente tabla se explica la teoría 
del ciclo de la violencia5. 
Fase I: 
Acumulación de tensión 
La tensión es el resultado del aumento de los problemas de 
la parejas, coyunturales o no, la víctima intenta evitar reali-
zar aquellas actuaciones que disgustan al “maltratador” 
Fase II: 
Explosión de la violencia 
Se pierde por completo toda forma de comunicación y en-
tendimiento y el maltratador ejerce la violencia en su sen-




Durante esta etapa la tensión y la violencia desaparecen y 
el hombre se muestra arrepentido por lo que ha hecho, col-
mando a la víctima de promesas de cambio. Esta fase se ha 
venido a llamar también de “luna de miel”, porque el hom-
bre se muestra amable y cariñoso, emulando la idea de la 
vuelta al comienzo de la relación de afectividad. A menudo 
la víctima concede al agresor otra oportunidad, creyendo 
fi rmemente en sus promesas.
2  Defi niciones elaboradas a partir de VPM.
3  WALKER, L., The Battered Women, 1979. 
4  ALONSO SALGADO, C; TORADO TARRÍO, C., «Violencia de género, justicia restau-
rativa y mediación: ¿Una combinación posible?», en CASTILLEJO MANZANARES, R (Dir.) 
Violencia de género, justicia restaurativa y mediación, La Ley, Madrid, 2011, pág. 576.




Igualmente, debemos considerar la relación patriarcal en la que se basa 
las relaciones de pareja, la causante de que las víctimas se sientan unidas a 
sus victimarios hasta el punto de causarles la muerte sin que ni siquiera ellas 
hayan sido capaces de denunciar los episodios violentos, que habitualmente, 
acontecen con anterioridad del feminicidio. 
Para fi nalizar, debemos hacer una distinción última: la violencia doméstica 
o familiar. Esta es la que se ejerce entre parientes pertenecientes a una misma 
familia. No es necesario que se ejerza de hombre hacia mujer sino que se cata-
loga como tal, cualquier acto violento de un miembro de la familia contra otro. 
Evidentemente, el plus de protección que ostenta la violencia de género no es 
asimilable con estos casos de violencia doméstica o familiar salvo que existan 
menores de edad o discapacitados, en cuyo caso, el tipo penal se agrava. 
3. Abordaje de la violencia de género
La gran diferencia que existe con la violencia machista actual con respeto a 
la tradicional, es su tratamiento. Es decir, aunque se fundamenten en la rela-
ción patriarcal donde el hombre tiene que demostrar la supremacía frente a la 
mujer y donde tiene que ejercer la mal entendida desigualdad de poder entre 
hombres y mujeres, el tratamiento de ésta resulta completamente diferente. 
En la actualidad, y una vez que las autoridades tienen conocimiento de esta 
violencia, deja de ser un problema interno al seno familiar para convertirse en 
un problema dónde se necesita la actuación coordinada de todas las áreas de 
la administración. Es por ello, por lo que debemos estudiar el abordaje que se 
hará en justicia, el sanitario y el abordaje social como principales ejes en los que 
se debe centrar el empoderamiento de la mujer víctima de violencia machista. 
a. Abordaje en justica
Antes de la aprobación de la Ley de Protección integral de la mujer, se creó 
en 2002, el Observatorio de violencia doméstica y de género, con la fi nalidad 
de abordar el tratamiento de esta violencia desde la Administración de Jus-
ticia. Ostenta la presidencia el Consejo General del Poder Judicial aunque 
están representados todas las instituciones necesarias para el tratamiento 
global de la violencia doméstica y de género como son el Ministerio de sani-
dad, Asuntos sociales e igualdad, Ministerio del Interior, Fiscalía General del 
Estado, las Comunidades Autónomas con competencia de justicia transferi-
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das, el Consejo General de la Abogacía y el Consejo General de Procuradores. 
Su cometido principal es Aumentar la efi cacia de las actuaciones en el ámbito 
de la Administración de Justicia, para la erradicación de estas violencias. Me-
jorar la coordinación entre las instituciones, participando en la elaboración 
de protocolos de actuación; Realizar estudios y análisis de las resoluciones 
judiciales así como propuestas de mejoras y reformas legislativas; Seguimien-
to estadístico del fenómeno en el ámbito judicial, Diseñar e impulsar un plan 
de formación especializada de los miembros de la carrera judicial y fi scal y 
demás personal al servicio de la Administración de Justicia.6 
En 2004, mediante la Ley orgánica de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género, se adoptan determinadas 
medidas de carácter penal y procesal para ayudar a combatir este mal que 
asola a la sociedad femenina en España. Se crea un órgano judicial especiali-
zado el Juzgado de violencia sobre la mujer que conocerá de forma exclusiva y 
excluyente aquellos casos de violencia de género puestos de manifi esto tanto 
en el ámbito penal como en el civil. 
Acorde con esto se crean la Fiscalía de Sala especializada, Fiscalía de vio-
lencia sobre la mujer para intervenir en los procesos penales y civiles que se 
incoen por estas causas. 
En cuanto al ámbito de seguridad, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado tienen que estar preparados y concienciados para el procedimien-
to a seguir ante episodios de violencia de género cuando son llamados para 
su actuación. De este modo, en 2008 se aprobó la Instrucción 5/2008, se la 
Secretaría de Estado de Seguridad, por la que se aprueba la modifi cación del 
Protocolo para la valoración policial del nivel de riesgo de violencia sobre la 
mujer en los supuestos de la Ley Orgánica 1/20045, de 28 de diciembre. La 
valoración del riesgo se realizará mediante el cumplimiento de formularios 
normalizados aprobados por la Secretaría de Estado de Seguridad. 
A la par, existe un Protocolo de actuación y coordinación entre las Fuerzas 
y Cuerpo de Seguridad y de Abogados y Abogadas para la mejor asistencia 
jurídica e información facilitadas a las víctimas de violencia de género. En 
este sentido, se pretende una prestación judicial inmediata y especializada 
por los Colegios de Abogados a las víctimas de violencia de género. Víctimas 
que serán benefi ciarias del derecho a la asistencia jurídica gratuita conforme 
la Ley 1/1996, de asistencia jurídica gratuita así como el Proyecto de reforma 
publicado actualmente en el Ministerio de Justicia.
6  Vid. http://www.poderjudicial.es 
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En 2005, se elaboró un Protocolo de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado con los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal para la 
protección de las víctimas de violencia de género con la fi nalidad de optimizar 
todos los recursos para la protección de las víctimas. 
No podemos fi nalizar sin mencionar el teléfono gratuito del que dispone la 
mujer víctima de violencia de género en el que se le asistirá para su mejor pro-
tección integral. Este teléfono es el 016, depende del Ministerio de Sanidad, 
Igualdad y Asuntos Sociales y presta asesoramiento y asistencia las 24 horas 
del día a las víctimas de violencia de género. 
b. Abordaje sanitario
Ante la dramática situación que padecen las víctimas de violencia de gé-
nero, sobre todo, aquellas mujeres que se encuentran en verdadera situación 
de vulnerabilidad porque además son fruto de una dependencia social y eco-
nómica, se elaboró en 2012, un Protocolo común para la actuación sanitaria 
ante la violencia de género7. 
En este protocolo se especifi can los indicadores de sospecha y situación de 
vulnerabilidad que hacen que el personal sanitario esté en actitud de alerta. 
La confi rmación de una sospecha de malos tratos a una mujer no pone fi n 
a la actuación del personal sanitario, sino que a partir de ese momento se 
debe desarrollar una importante labor de información a la mujer, de aten-
ción y trabajo en la consulta así como derivación cuando las características 
del caso lo requieran.
c. Abordaje social
En nuestra opinión existen dos tipos de víctimas en la violencia de género. 
La víctima directa, el ofendido por la comisión del hecho delictivo, es decir, el 
que lo sufre en primera persona. Y las víctimas indirectas que son las que pue-
den tener una mayor secuela para el futuro: los hijos que presencias los epi-
sodios de violencia de género. De este modo, se puede considerar a la mujer 
víctima de violencia de género y siempre que salga viva de la situación como 
una superviviente y a los hijos como las verdaderas víctimas de la violencia 
de género. 
Es por ello, que el abordaje social de las víctimas de violencia de género 
no sólo puede quedarse en amparar a la víctima directa sino que también se 
tiene que dirigir la intervención a las víctimas indirectas. Los servicios socia-
7  http://www.violenciagenero.msssi.gob.es 
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les deben proporcionar el mejor empoderamiento posible a la mujer víctima 
de violencia de género para que pueda ser capaz de salir de esa situación que 
está viviendo. 
Igualmente, sería necesario alejar a la mujer víctima del ciclo de violencia 
en el que se ve inmersa y alejarla de su agresor. Para ello, es prudente que las 
mujeres sean derivadas a centros de acogida y protección de las víctimas de 
violencia de género. Por desgracia, estos centros también han sufrido la crisis 
económica y este tipo de prestación, en algunas ocasiones básicas para las 
víctimas y sus familias, se puede otorgar en pocas ocasiones. 
No obstante, hay que advertir que la descentralización de competencias 
reconocidas en la Constitución Española, requiere la labor encomiable que 
hacen los Servicios sociales dependientes de los Ayuntamientos así como las 
Comunidades Autónomas.
Los servicios sociales debe orientarse a garantizar la revictimización de la 
mujer maltratada, un espacio de seguridad y acompañamiento cualitativo, 
promover la autonomía, la independencia y la responsabilidad para que cada 
mujer sea la auténtica “agente del cambio”, incidiendo especialmente en la 
inserción y formación laboral así como la plena integración en la vida social, 
como medio adecuado para ello8.
Para fi nalizar, es necesario hacer una precisión importante que está acon-
teciendo en nuestro país .cada vez son más las víctimas de violencia de géne-
ro entre la sociedad adolescente. En este sentido, se han publicado noticias 
sobre la cuestión revelando que La violencia de género se extiende entre la 
población menor. Más del 80% de los adolescentes y jóvenes españoles de 14 
a 19 años afi rma conocer o haber conocido algún acto de violencia de género 
en parejas de su edad. De hecho, son capaces de identifi car una media de 
cinco actos por persona de violencia ejercida por chicos y una media de 3,7 de 
violencia ejercida por chicas9
Es por ello, por lo que se están haciendo campañas de prevención y educa-





10  http://www.guiaviolenciadegenero.com/jovenes.php 
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4. Tratamiento del victimario
Como toda norma penal, las medidas que se integran en esta Ley tienen 
una doble fi nalidad de prevención: general y especial. Dentro de la preven-
ción especial, nos encontramos con que la imposición de la pena reforzada 
que supone la comisión de un hecho delictivo, comprende el castigo del vic-
timario mediante la aplicación de la pena. En cuanto a la prevención espe-
cial, supone la evitación de que la víctima y sociedad tengan que sufrir un 
nuevo ataque del agresor, así como, la necesidad de educar y resocializar al 
victimario. 
Sin embargo, se sabe que los fi nes de la pena que marcan las normas jurí-
dicas por mandato dispuesto en el artículo 25.2 de la Constitución Española: 
la reeducación y resocialización, en numerosas ocasiones no se cumplen y 
muchos de los agresores reinciden en las conductas delictivas tras haber cum-
plido condena, incluso agravando sus actuaciones. 
En el ámbito de la violencia de género, creo que por la sensibilización de 
las relaciones que entrañan: la familia. Porque en algunas ocasiones las re-
laciones entre agresor/víctima tienen que perdurar en el tiempo- piénsese 
en el caso en que haya hijos comunes- es necesario que se traten de manera 
especializada para que la condena sirva para solucionar este mal. 
Como regla general, el tratamiento penitenciario, orienta su intervención 
y tratamiento hacia la promoción y crecimiento personal, la mejora de las 
capacidades y habilidades sociales y laborales y la superación de los factores 
conductuales o de exclusión que motivaron las conductas criminales de cada 
persona condenada11. 
De este modo, siguiendo estos postulados, el artículo 42 de la Ley Orgáni-
ca 1/2004, de medidas de protección integral contra la violencia de género, 
establece que las Administraciones Penitenciarias realizarán programas es-
pecífi cos para los condenados por delitos relacionados con violencia de géne-
ro taranto, sobre todo, el comportamiento de conductas que han provocado 
que se llegue a esta situación: “La Administración penitenciaria realizará pro-
gramas específi cos para internos condenados por delitos relacionados con la 
violencia de género”.
En concreto, el programa específi co de intervención a personas condena-
das por delitos relacionados con la violencia de género, tiene como objetivos 
principales: por un lado, modifi car las conductas sexistas desarrollar pautas 
11  Vid. http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/Reeducacion 
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de comportamiento que respeten la igualdad de género; y por el otro, dismi-
nuir la probabilidad de reincidencia12.
5. Sería posible la mediación penal en el ámbito de la violencia de género
La mediación, siempre ha estado encuadrada en los métodos autocompo-
sitivos de resolución de confl ictos. Ha sido entendida como una vía alternati-
va a la jurisdicción que puede ayudar a resolver los confl ictos. La mediación 
debe ser considerada como un complemento a la vía judicial, como mecanis-
mo desconfl ictivizador13. 
En este sentido, ya he adelantado que en mi opinión, y sobre todo, en el 
ámbito penal o cuando la cuestión suscitada tiene que ver con el entorno fa-
miliar, la mediación debe ser entendida como el instrumento necesario para 
la creación de un ambiente pacífi co dónde se genera y fortalece el espacio de 
comunicación, es decir, además en estos ámbitos la mediación cumple una 
función preventiva.
Dentro del ámbito familiar es destacable la función evitadora que cumple 
la mediación. Es decir, la mediación no sólo debe entenderse como mecanis-
mo de solución sino de prevención de posibles y futuros confl ictos. 
Es evidente que la mediación, no puede considerarse una terapia, indivi-
dual o conjunta, sino que debe entenderse como un espacio donde se genera 
el diálogo y se restablece, en su caso, la comunicación entre las partes en con-
fl icto. 
Tradicionalmente, la mediación se ha confi gurado como una fórmula de 
resolución de confl ictos alternativa al proceso judicial. Las partes, ayudadas 
por un tercero y de manera extrajudicial, intentaban buscar una solución al 
confl icto que se les planteaba en su vida. Actualmente, la mediación, además 
de cómo fórmula alternativa, se debe entender como mecanismo de resolu-
ción de controversias complementario a la vía judicial14.
12 http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/Reeducacion/ProgramasEs-
pecifi cos/maltratadores.html 
13  BARONA VILAR, S «El movimiento de las ADR en el Derecho Comparado», en 
CASTILLEJO MANZANARES, R (Dir.) Violencia de género, justicia restaurativa y me-
diación, La Ley, Madrid, 2011, Pág. 458.
14  CASTILLEJO MANZANARES., «El nuevo proceso penal. La mediación», en Revis-
ta de Derecho y proceso penal, nº 23, 2010, pág. 80-81. Establece la profesora CASTILLE-
JO, que la mediación penal debe considerarse un mecanismo que opere en el contexto de 
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Confi gurarlo cómo fórmula alternativa tiene su sentido cuando las ma-
terias de que se trate son de libre disposición por las partes. Es decir, que la 
mediación es una posibilidad a solucionar el confl icto independiente de la vía 
judicial y cuya solución puede ser “absoluta” en tanto que, desde la entrada en 
vigor de la Ley 5/2012, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, permite 
la elevación de los acuerdos de mediación a escritura pública para dotarlos de 
ejecutividad en caso de incumplimiento. Por ello, en las materias de derecho 
disponible que sean solucionadas por mediación, no será necesaria acudir a 
los tribunales para solicitar la homologación del acuerdo.
No obstante, cuando de lo que se trata es de materia no disponible, como 
es el caso en el que nos encontramos por tratarse en la mayoría de las ocasio-
nes, del ámbito penal15, es decir, materias no disponibles, la mediación tan 
sólo puede servir de ayuda o complemento a la vía judicial. Es decir, creando 
el escenario idóneo dónde las partes sean oídas, dónde se les dé el protagonis-
mo que tanto víctima como victimario necesitan. Además, con esta vía com-
plementaria se podrán llegar a compromisos de reparación de la víctima que, 
en su caso puedan servir para lograr una mejor condena penal. Pero también 
se llegarán a acuerdos simbólicos que no son más que los compromisos que 
las partes adquieren en cuanto a sus comportamientos entre ellas, llegando a 
satisfacer las emociones que se han generado con la comisión de la infracción. 
En estos acuerdos, el derecho no tiene cabida pero que a las partes les ayuda-
rá a conseguir la pacifi cación y satisfacción. 
Entre las fi nalidades que persigue la mediación, además de resolver los 
confl ictos, es crear un entorno donde las partes tengan la oportunidad de es-
cucharse y de ser oídas. Es decir, se le da la coyuntura adecuada para que 
tanto víctima como agresor, encuentren el lugar oportuno para decir, por un 
lado, todo lo que sintieron con la agresión- en el caso de la víctima- y la otra 
parte lo escucha y lo entienda y por el otro, que exprese qué le llevó a llegar a 
esa situación de confl icto. 
un proceso penal abierto, regido por el principio de oportunidad. En este marco, se están 
realizando en algunos juzgados penales, experiencias de mediación intrajudicial, contan-
do con la colaboración de los órganos judiciales que derivan aquellos supuestos en los 
que cree oportuna la utilización de este mecanismo. Por ejemplo, los juzgados de Leganés 
(Madrid), la Audiencia Provincial de Alicante, entre otros.
15  En este sentido, debemos recordar que, por un lado, la violencia de género está 
expresamente prohibida por la Ley. No obstante, cabe preguntarse, qué ocurre con los 
casos de divorcio que se den en el seno de la violencia de género … podemos ir a mediación
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En principio, los derechos indisponibles16, están excluidos del ámbito de 
aplicación de la mediación. Y ello, por las razones ya expuestas en cuanto a la 
titularidad exclusiva del ius puniendi. No obstante, la protección y reparación 
total de la víctima hacen aconsejable, en algunos supuestos, su utilización. 
En la mediación, no podemos hablar de ámbito objetivo de aplicación, sino 
más bien, del ámbito más idóneo para que pueda conseguirse su fi nalidad de 
reparación del daño al menor coste emocional de las partes. 
Se debe partir de la idea de que el derecho penal, no defi ende intereses 
personales, salvo los que subyacen de la responsabilidad civil derivada de la 
acción delictiva. Conforme a esta premisa, pueden excluirse los comporta-
mientos delictuales violentos o considerados como delitos graves. Igualmen-
te, quedan excluidos los delitos relacionados con la violencia de género, ya 
que así lo establece, expresamente, la Ley 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género -exclusión que 
se debe fundamentalmente a la incapacidad de la víctima para situarse frente 
al agresor17-. 
Por otro lado, en relación con la indisponibilidad del objeto procesal, hay 
que tener en cuenta la clasifi cación clásica de los tipos de acción penal que 
distingue: los delitos públicos, semi-públicos y privados. En los delitos públi-
cos, no existe la disponibilidad por la víctima; en los semi-públicos, la dispo-
nibilidad es relativa, en tanto que sólo es predicable del ejercicio de la acción 
penal pero iniciado el proceso el ofendido no goza de la disponibilidad de la 
pretensión penal18. Y los delitos privados, en los que el ofendido tiene plena 
disposición de la acción y del curso del procedimiento penal en tanto que 
puede fi nalizar cuando estime oportuno. 
Sin embargo, no podemos circunscribir el ámbito de aplicación de la me-
diación penal, a un listado cerrado de delitos, ni siquiera a una enumeración 
16 Los derechos indisponibles, son aquellos que se excluyen del principio de dispo-
sición de las pates y por consecuencia requieren para su constitución, modifi cación o di-
solución seguir los trámites de un determinado proceso por afectar a intereses públicos o 
generales. 
17  No obstante, puede ser que la víctima de violencia de género, una vez que haya 
recibido ayuda necesaria para situarse frente a su agresor, pueda o quiera someterse a este 
sistema para solucionar el confl icto. CASTILLEJO MANZANARES., «Mediación en vio-
lencia de género, una solución o un problema», en Mediación: un método de ? confl ictos : 
estudio interdisciplinar, Colex, Madrid, 2010, pág. 203-204.
18  GIMENO SENDRA; CORTÉS DOMÍNGUEZ; MORENO CATENA., Derecho pro-
cesal penal, Colex, Madrid, 1999, pág. 118-119.
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abierta pues dependerá de las circunstancias del caso concreto y, sobre todo, 
de las características de las personas que se ven involucrada en el confl icto 
penal, para poder descartar o aceptar la mediación. 
Es decir, en primer lugar, con independencia de la naturaleza del delito, 
y teniendo en cuenta el carácter voluntario del proceso, la utilización de la 
mediación dependerá de la voluntad de todos los intervinientes en el confl ic-
to. De este modo, por mucho que el delito sea idóneo para ser resuelto por 
mediación, si la voluntad de las partes es contraria al procedimiento, no será 
posible su aplicación por infructuosa. 
En segundo lugar, es evidente que hay que atender a las circunstancias 
objetivas del caso, para poder someterlo a la consideración de la mediación 
para su resolución, excluyendo en particular a los supuestos que la ley refi ere 
y en general a todos los casos en que una de las partes se vea en situación de 
desigualdad frente a la otra.
Por ello, hay que tener en cuenta las circunstancias de cada caso concre-
tamente y en especial, los referidos a la existencia de la víctima, naturaleza y 
circunstancias de los hechos, a la signifi cación de la conducta y la considera-
ción subjetiva de las partes19. Sólo atendiendo a estas circunstancias, puede 
determinarse, si una concreta conducta delictiva, pertenece al ámbito objeti-
vo de la mediación penal. 
Por ejemplo, en principio, la mediación podrá aplicarse a las faltas, a todas, 
sin excepción. Igualmente, la mediación penal podrá asumir los delitos patri-
moniales de poca gravedad (hurto, apropiación,…)20 pero siempre habrá que 
estar a la voluntad de las partes y a otras circunstancias como la reincidencia 
del imputado como factores determinantes del sometimiento a la mediación.
En cuanto a la la efi cacia del acuerdo de mediación al que se ha llegado 
de forma privada entre las partes21. Correspondiéndose con la titularidad del 
19  GONZÁLEZ CANO., «La mediación penal en España»… op. cit., pág. 40.
20  A este respecto señala RUIZ VADILLO, que en los delitos contra la vida o en los 
delitos violentos, en general, parece una utopía la posibilidad de celebrar la mediación. En 
«La mediación penal», Eguzkilore, núm. Extraordinario 13, marzo 1999, pág. 320. 
21  Para ESQUINAS VALVERDE, los efectos de la conciliación –reparación pueden 
centrarse en: la renuncia a la persecución penal y el archivo de las actuaciones; emisión 
de un pronunciamiento ofi cial de culpabilidad del imputado con renuncia a la aplicación 
de la penal; un sustitutivo de la pena; y que ni siquiera se incoe el proceso. En «La media-
ción entre la víctima y el agresor como forma alternativa de resolución del confl icto en el 
sistema judicial penal de adultos: ¿una posibilidad también viable en España?, en Revista 
Penal, nº 18, 2006. 
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derecho a castigar, no podemos pensar en la negociación de una condena ni 
en la virtualidad práctica y efi cacia jurídica plena de todo lo que el acuerdo 
contenga. 
En cualquier ámbito jurídico, para que un acuerdo de mediación extraju-
dicial pueda oponerse frente a terceros y tenga efi cacia práctica, es necesaria 
su homologación judicial. En la mediación penal, debido a la titularidad del 
ius puniendi no hay que hablar tanto de homologación o reconocimiento por 
el órgano judicial, sino que más bien, es necesaria la existencia de una sen-
tencia de condena dictada por un órgano judicial y más concretamente, por el 
órgano judicial competente en la causa concreta. La homologación, en el ám-
bito penal, tan sólo opera sobre la responsabilidad civil causada por el delito o 
sobre los aspectos accesorios de la condena privativa de libertad que permita 
la solución del confl icto. 
En la mayor parte de las ocasiones, dependerá del momento en el que se 
desarrolle la mediación22, el resultado o modo de “homologación” del acuer-
do. Es decir, en aquellos delitos donde la parte ofendida goza de la dispo-
nibilidad sobre el inicio de la acción penal- delitos semi-públicos y delitos 
privados-, la mediación puede resultar ser un mecanismo previo al proceso 
penal- es decir, una mediación extraporcesal- y que puede derivar en la no 
iniciación del procedimientos23 (en caso de llegar a acuerdo restaurativo y 
siempre que las pretensiones de la parte ofendida se hayan satisfecho). 
En el caso de que la mediación se realice durante el desarrollo de un pro-
ceso penal ya iniciado, el acuerdo derivado de este procedimiento se intro-
ducirá por algunas instituciones procesales existentes24: la conformidad25, la 
22  A este respecto, SAN MARTÍN., «La mediación como fórmula de tratamiento de 
confl ictos penales y sociales», en Eguzkilore. Cuadernos del Instituto Vasco de Criminolo-
gía, núm. Extraordinario 11, diciembre 1997, pág. 80-81, establece que la mediación puede 
ser utilizada, como por ejemplo, en el ordenamiento jurídico francés, en fase policial. Ade-
más, señala que dado que la mediación es una auténtica vía alternativa del proceso penal, 
puede realizarse en fase de instrucción; en fase de juicio oral (generalmente de forma ex-
terna al mismo); y durante la ejecución de sentencias. 
23 MAGRO SERVET, CUÉLLAR OTÓN; HERNÁNDEZ RAMOS., «La experiencia en 
la mediación penal en la Audiencia Provincial de Alicante» en Mediación: un método de ? 
confl ictos : estudio interdisciplinar, Colex, Madrid, 2010, pág. 119.
24 Puesto que sólo en el caso en que estemos ante un delito semi-público o privado se 
podrá retirar la denuncia produciendo, en algunas ocasiones, la terminación del proceso. 
25  Conforme a la Instrucción 2/2009, de 22 de junio de 2009, sobre aplicación del 
Protocolo de conformidad suscrito por la Fiscalía General del Estado y el Consejo General 
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apreciación de atenuantes- conforme al artículo 21.5 del Código Penal-26 o 
mediante la suspensión o sustitución de la condena, dependiendo de la fase 
en la que se intente el examen judicial del acuerdo.
También se plantea la posibilidad de que el acuerdo reparador, se apre-
cie en el momento de la ejecución de la pena. En estos casos, el artículo 88 
del Código Penal, prevé la posibilidad de que la pena privativa de libertad se 
sustituya por una multa o trabajos a la comunidad atendiendo, entre otras, al 
esfuerzo del condenado para reparar el daño causado.
Como establece GONZÁLEZ CANO, en la mediación en el proceso penal 
se ampara el principio de oportunidad reglada y no puede ser considerada 
una forma de autotutela ya que este método autocompositivo (intraproce-
sal) desembocará en una resolución judicial motivada, que dependiendo de 
la fase del procedimiento en que se desarrolle será: auto de sobreseimiento o 
sentencia27. 
Con respecto al contenido del acuerdo de mediación, se ha dicho en reite-
radas ocasiones que, el acuerdo no puede suponer una negociación de la pena 
a imponer, ya que esta facultad la tiene asumida el Estado en exclusiva. Sin 
embargo, como hemos podido comprobar a lo largo de la exposición, el acuer-
del Poder Judicial, la conformidad persigue la evitación de la celebración del juicio oral, 
generalmente, con la contrapartida de una modifi cación a la baja de la pretensión punitiva. 
El instituto de la conformidad, permite a las partes negociar y llegar a un acuerdo vincu-
lante dentro del proceso penal sobre la pena. VECINA CIFUENTES., «Estrategias ante el 
confl icto: ¿Negociar o litigar?, en Me dilación: un método de ? confl ictos : estudio inter-
disciplinar, Colex, Madrid, 2010, pág. 295. No obstante, esta posibilidad de negociación 
que manifi esta el Prof. Vecina Cifuentes, deben entenderse limitadas en tanto que sólo es 
posible cuando el marco punitivo del delito en cuestión no exceda de 6 años de privación 
de libertad. 
26  En este sentido, HEREDIA PUENTE, señala la posibilidad de contemplar como 
atenuante específi ca la participación comprometida del inculpado en un proceso de me-
diación, aunque no se llegara a acuerdo restaurativo. En este sentido, creemos que el ór-
gano judicial no puede tener conocimiento de las actitudes de las partes durante el pro-
cedimiento, sobre todo en caso de no llegarse a acuerdo, pues en caso contrario el órgano 
judicial se vería contaminado por la información. En «perspectivas de futuro en la media-
ción penal de adultos. Una visión desde el Ministerio Fiscal»… op. cit. MAGRO SERVET; 
CUÉLLAR OTÓN; HERNÁNDEZ RAMOS, establecen que el acuerdo reparador alcanzado 
antes de celebrarse el juicio oral, servirá de fundamento para la apreciación de una cir-
cunstancia atenuante e igualmente, podrá incidir en la petición de pena por la acusación y 
en el momento en que el juzgador deba dictar sentencia. 
27  GONZÁLEZ CANO., «La mediación penal en España»… op. cit, pág. 26.
ROCÍO ZAFRA ESPINOSA DE LOS MONTEROS
28
do puede introducirse en el procedimiento penal a través de una atenuante o 
de la institución de la conformidad. Las partes, en sus escritos de acusación 
y defensa tendrán que alegar dichas causas para que el órgano judicial pueda 
atender a ellas.
No obstante, el acuerdo de mediación también puede contener otros pac-
tos de reparación “no jurídicos” en los que el órgano judicial no tenga que 
entrar y que por ende, no se les dé a su conocimiento. Es decir, el acuerdo de 
mediación puede convenir algunas pautas de conducta del victimario frente a 
la víctima y que repercutan en su benefi cio pero que son ajenos al pronuncia-
miento judicial e incluso ajeno al Derecho28.
La mediación, como cualquier otra fórmula de justicia restaurativa, se 
inspira en los principios de voluntariedad, confi dencialidad e igualdad. La 
voluntariedad, se concibe de las partes y suponen que libremente, prestarán 
su consentimiento, para someter el confl icto al procedimiento de mediación. 
Esta nota es de fundamental observancia por varios motivos: en primer lugar, 
para la satisfacción de la mediación y la efectividad del acuerdo adoptado; y 
en segundo lugar, el sometimiento a la mediación penal, no puede ser con-
dición sine qua non para acceder al procedo penal ya que ello supondría la 
limitación del derecho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de acceso a 
los tribunales.
En cuanto a la confi dencialidad, es predicable de las partes y, sobre todo, 
del mediador, que tienen el deber de guardar en secreto toda la información 
que haya podido obtener durante el desarrollo de distintas fases del procedi-
miento. Con respecto a la neutralidad, también es considerada una caracte-
rística propia del mediador que debe ser imparcial con las partes y el objeto 
del confl icto para poder desempeñar una función de mediación digna y acor-
de con el sistema judicial. 
La igualdad, es el tema más complicado sobre todo, cuando se trata de 
medicación penal en el que existe una víctima o victimario. Especialmente, 
cuando tratamos un tema tan delicado como es la violencia de género en la 
que entre víctima y victimario existe una relación personal basada en las rela-
ción patriarcal en la que el hombre se ha situado en una posición superior a la 
28  Señala GORDILLO SANTANA, que en un proceso de mediación no sólo se atiende 
al daño sino que tiene una visión reparadora que admite otras prestaciones de carácter in-
material a favor de la víctima. En «Los principios constitucionales y las garantías penales 
en el marco del proceso de mediación penal», en Revista electrónica del Departamento de 
derecho de la Universidad de La Rioja, nº 4, 2006. 
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víctima y simplemente por el mero hecho de su condición de hombre. Es por 
esta relación de superioridad por lo que en principio la Ley 1/2004 prohíbe 
expresamente la mediación penal. En principio, es necesario empoderar a la 
mujer víctima, para que pueda sentarse con su agresor y establecer un pro-
ceso de comunicación tal que permita llegar a una solución al confl icto, sino 
penal, sí emocional, en condiciones de igualdad. 
a. La mediación en el ámbito de la violencia de género
Es necesario comenzar partiendo de la siguiente premisa: la posibilidad 
de que la víctima, en la mayoría de los casos ni quiere ni desea el juicio y las 
consecuencias penales29. Por desgracia, en la mayoría de los casos es así dado 
que la víctima se encuentra sumergida en el ciclo de la violencia, lo que le im-
pide denunciar y evitar situaciones que pueda perjudicar o alterar su entorno. 
Para determinar en qué supuestos de la violencia de género es posible apli-
car la mediación, en primer lugar, es necesario que se establezcan algunos 
puntos a tratar. El primero, cuándo existe un episodio de violencia machista 
podemos encontramos varias situaciones: la primera, que la víctima quiera 
romper de una forma defi nitiva con el victimario, es decir, la violencia de gé-
nero desemboca en una separación o divorcio.
La segunda, se refi ere a aquellas situaciones en las que la víctima, quiere 
continuar con la relación de pareja. 
El acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial dónde se de-
terminan la Guía práctica de actuación contra la violencia de género, estable-
ce que sería deseable la potenciación de mecanismos alternativos de reso-
lución de confl ictos, como la mediación, en aquellos supuestos en los que la 
escasa gravedad de la agresión y las circunstancias personales, familiares y 
sociales concurrentes aconsejen y permitan el mantenimiento de la relación 
familiar o de pareja.
Es decir, que la mediación, en aquellos supuestos en los que las relacio-
nes familiares tienen que continuar, bien porque los miembros de la pareja 
reanudan la convivencia, bien por la existencia de hijos menores, y siempre 
que los episodios de violencia no hayan sido graves, la mediación sería acon-
sejable. 
El efecto más benefi cioso de la mediación en estos casos, es además de 
29  GALDEANO SANTAMARÍA., «El maltratados de violencia de género inimputable 
versus esposa-cuidadora víctima de violencia de género», en La Ley, núm. 7967, de 19 de 
noviembre de 2012.
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poder generar ese espacio de diálogo que permita evitar posibles y futuros 
confl ictos que puedan derivar en episodios violentos, desde el plano judicial 
o procedimental, se pretende evitar el juicio. En esto casos, la víctima evitaría 
la denominada revictimización o victimización secundaria. Es este sentido, la 
descuidada fi nalidad de protección a la víctima se incrementa en los supues-
tos de violencia de género, donde las partes no se encuentran en la misma 
posición. En esos casos, la víctima se sentirá en una situación de inferioridad 
frente al agresor. De este modo, evitar el juicio equivale a evitar el miedo y 
“vergüenza” frente al victimario, la familia y la sociedad.
Ahora bien, existen otros supuestos en los que los episodios violentos 
acaecidos, revisten mayor gravedad. En estos casos, el tema es más compli-
cado y controvertido en tanto que víctima y victimario pueden no encontrase 
en ese plano de igualdad que se requiere para poder comenzar las sesiones 
de mediación. Es decir, existe un desequilibrio entre las partes tal que pueda 
conllevar a que se adopten acuerdo tendencialmente perjudicial para una de 
las partes, en estos casos, la mujer víctima de violencia. Si a ello, le unimos 
que la víctima puede estar bajo el amparo de una orden de alejamiento, las 
posibilidades 
En mi opinión, practicar la mediación en estos casos de violencia de géne-
ro, puede conllevar dos problemas: uno de orden moral y otro de orden legal. 
El problema moral, se refi ere a lo que hemos apuntado ya: la igualdad-equili-
brio entre las partes. La víctima, que lleva años bajo la sumisión del agresor, 
se puede ver incapaz de sentarse frente a él sin miedo, de comunicarse con su 
agresor y por supuesto, de llegar a un acuerdo que satisfaga sus pretensiones. 
Es decir, existe un desequilibrio de poderes entre las partes que conlleva la 
imposibilidad de practicar la mediación. 
El otro problema, se refi ere a la legalidad vigente. Es habitual en el mo-
mento que en que la víctima se empodera para denunciar, el órgano judicial, 
dicte una orden de protección contra el agresor que puede contener, entre 
otros, la orden de alejamiento. Lo que signifi ca que el agresor no podrá acer-
carse a la víctima “protegida” por la orden de alejamiento. Esto podría no ser 
un problema porque, si bien es cierto que la mediación puede celebrarse en 
sesiones individuales, en algún momento del procedimiento, los implicados 
en el confl icto tienen que encontrarse para poder llegar a un acuerdo sobre 
el mismo consensuado por ambas partes, ya que ésta facultad sólo la tienen 
atribuida ellos y de manera personal. 
Es este el momento en que debemos preguntarnos como encajan esta si-
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tuación. Es decir, por un lado nos encontramos con la prohibición legal, pero 
por el otro, hay que tener en cuenta que la mediación se confi gura como una 
herramienta complementaria de la jurisdicción, y muy efi caz en estos casos 
de familias problemáticas como pueden ser las situaciones de violencia de 
género donde se requiere un esfuerzo mayor para la protección integral de la 
víctima30 y la reinserción del agresor en la sociedad.
Pues bien, en mi opinión, esta protección integral puede ser dispensada 
por la mediación pero, la solución debe pasa por descartar, en primer lugar, 
la prohibición que el legislador formuló en la Ley Orgánica de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género lo que implicará un cambio 
legislativo para permitir la mediación en el ámbito penal. Pero antes de que 
esto ocurra, debemos encontrar una solución coherente para poder aplicar 
esta herramienta a estas situaciones tan peliagudas. 
Así, el primero de los problemas planteados, En aquellos supuestos en que 
esta desigualdad entre partes sea patente la solución puede encontrarse, tal y 
como establece la profesora CASTILLEJO MANZANARES, en que la víctima 
reciba la ayuda psicológica necesaria hasta situarse en ese plano de igualdad 
frente al agresor31. 
EL segundo de ellos, se puede solucionar mediante la aplicación de las 
nuevas tecnologías para evitar que víctima y victimario se encuentren impi-
diendo así que se pueda quebrantarla orden de alejamiento. Así, estas sesio-
nes conjuntas cuando las partes no pueden encontrarse en el mismo lugar, 
pueden celebrarse a través de nuevas tecnologías como la videoconferencia, 
desarrollándose a través de una mediación on line que permita introducir 
elementos de justicia restaurativa en la gestión de confl ictos de violencia de 
género32. 
En defi nitiva, hay que resaltar la necesidad de examinar cada uno de los 
supuestos de violencia de género para determinar, atendiendo a las circuns-
30  TRUCHERO, J; ARNAIZ, A., «Aproximación al Convenio Europeo de violencia 
contra las mujeres y violencia doméstica», en Revista Europea de Derechos Humanos, 
nº 19, 2012.
31  CASTILLEJO MANZANARES, R., «Mediación en violencia de género, una solu-
ción o un problema»… op. cit.
32  CARRETERO MORALES., «Mediación on line: una posible vía para introducir la 
justicia restaurativa en los asuntos de violencia de género» en la mediación Penal (posibi-
lidades y límites en un entorno de reforma del proceso penal español), Thomson- Aran-
zadi, Navarra, 2012.
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tancias del caso concreto33, la viabilidad de la mediación. Es decir, en aquellos 
casos en que agresor y víctima puedan sentirse en un plano de igualdad, la me-
diación puede resultar satisfactoria para ambas partes puesto que podrán abrir 
las vías de diálogo y poder consensuar el acuerdo que solucione la situación. 
Por último, cabe plantear un escenario más: cuando en supuestos en los 
que la pareja no quiere continuar con la convivencia, la agresión ha sido gra-
ve y en el ámbito penal, no es aconsejable la mediación. En estos casos, qué 
ocurre con la parte civil, es decir, podrían someterse a una mediación para 
solucionar los temas derivados de la separación o el divorcio.
Parece que salvando los problemas que pueden derivarse del desequilibrio 
entre las partes y evitando el eventual quebrantamiento de la orden de aleja-
miento, no sólo no supone un problema, sino que puede reportar innumera-
bles ventajas para la nueva relación futura que se comienza tras el divorcio. 
Es más, en el caso de que existan hijos menores de edad, la mediación puede 
ayudarlos a mantener la relación continua con los dos progenitores; mini-
mizar los cambios que provoca el divorcio; trasmitir la importancia del otro 
progenitor, etc. En defi nitiva, supone la construcción conjunta de un espacio 
donde el menor tenga el mínimo coste emocional posible. Por ello, considero 
que en este contexto sería posible la utilización de la mediación sin ningún 
tipo de condicionante ya que tan sólo generaría un clima más positivo para el 
desarrollo de la relación futura. 
Siendo así, parece que la opción del legislador por vetar la mediación en 
el caso de la violencia de género, no triunfa entre la doctrina que estima que 
es un campo idóneo para que la mediación, como técnica que ayuda a me-
jorar las relaciones, opere. Por tanto, habría que salvar la idea de que en la 
violencia de género las partes no pueden negociar libremente por la falta de 
equilibrio entre las partes puesto que tan sólo habría que empoderar a la par-
te más débil. 
En otro orden de cosas, la puede considerarse la opción de utilizar la me-
dición como técnica preventiva. Esto es, en aquellas situaciones potenciales 
donde se estime puedan ocurrir episodios violentos en el seno de la pareja, se 
utilice la mediación como herramienta preventiva para lograr que no se pro-
duzcan estas situaciones problemáticas de violencia. En estos casos, la me-
33  OUBIÑA BARBOLLA, S., «La distancia que les separa, la distancia que nos separa: 
mediación en casos de violencia doméstica en España y en otros sistemas», en la media-
ción Penal (posibilidades y límites en un entorno de reforma del proceso penal español), 
Thomson- Aranzadi, Navarra, 2012.
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diación puede proporcionar una adecuada atención a las víctimas que se ven 
amenazadas pero sin que las situaciones que viven puedan ser constitutivas 
de tipo penal. 
En conclusión, parece que el sistema penal no responde a las expectativas en 
los casos de violencia de género ni de las partes implicadas, ni para los opera-
dores jurídicos. Por ello, es necesario que se brinde la oportunidad de utilizar la 
mediación para conseguir una solución integral de las partes en el confl icto que 
los proteja, los disuada, los rehabilite y sobre todo, no los intimide34.
6. Consideraciones fi nales
La violencia de género es una gran lacra para la sociedad. Las relaciones 
de superioridad, del hombre hacia la mujer, creadas desde antaño, siguen 
imperando en el siglo XXI. Es más, aumentan cada día. Pero el dato más 
preocupante proviene de la sociedad adolescente donde crece de manera des-
mesurada los episodios de violencia de género. 
La violencia de género puede ser ejercida de muchas formas, no siempre 
visible para la sociedad restante. Puede ser física, psíquica, económica, se-
xual… y por ello, es imprescindible que los profesionales estén concienciados 
y especializados en la materia de forma que, detecten los episodios de forma 
rápida y realicen un diagnóstico y pronta intervención para conseguir sacar a 
la mujer víctima del ciclo de la violencia. 
Y lo que está claro es que se hace necesaria una concienciación y educación 
de todos los sectores de la población y fundamentalmente, del sector más 
vulnerable. 
He querido refl exionar sobre la posibilidad de introducir la mediación pe-
nal como fórmula complementaria para solucionar el confl icto generado en 
una pareja víctima de la violencia de género. Evidentemente, es necesario 
que el victimario se someta a un tratamiento para erradicar la violencia que 
vienen ejerciendo en la relación de pareja, pero es necesario que la víctima se 
sienta resarcida de todo el daño sufrido. Resarcimiento que sólo puede en-
tenderse en el contexto del diálogo y la comunicación. Y en este escenario es 
donde puede situarse la mediación que podrá ser llevada a cabo siempre que 
la víctima y victimario estén en una situación de igualdad. 
34  DE URBANO CASTRILLO, E., «La justicia restaurativa penal», en La Ley Penal, 
núm. 73, 2010.
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VIOLENCIA DE GÉNERO:
PREVENCIÓN Y ABORDAJE EN JUSTICIA
María Ángeles Carmona
Consejo General del Poder Judicial
El Observatorio contr a la Violencia doméstica y de género ha intervenido 
recientemente en la Conferencia Internacional organizada en Roma por el 
Consejo de Europa para celebrar la entrada en vigor del Convenio sobre pre-
vención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica 
(Convenio de Estambul), y que ha entrado en vigor para España tras su publi-
cación en el BOE el 1 de agosto de 2014.
La importancia del Convenio estriba en que supone el primer instrumento 
de carácter vinculante en el ámbito europeo en materia de violencia contra la 
mujer. Constituye el tratado internacional de mayor alcance para hacer frente 
a esta grave violación de los derechos humanos, considerada como una forma 
de discriminación, estableciendo la necesidad de rechazar de modo contun-
dente toda forma de violencia contra las mujeres y niñas, haciendo responsa-
bles a los Estados fi rmantes si no responden de manera adecuada. 
El capítulo 3 del convenio trata de la prevención en materia de violencia 
sobre la mujer y establece en su artículo 12 las siguientes obligaciones gene-
rales para los estados fi rmantes:
1. Las Partes tomarán las medidas necesarias para promover los cambios en los modos 
de comportamiento socioculturales de las mujeres y los hombres con vistas a erradicar los 
prejuicios, costumbres, tradiciones y cualquier otra práctica basada en la idea de la inferio-
ridad de la mujer o en un papel estereotipado de las mujeres y los hombres.
2. Las Partes adoptarán las medidas legislativas y de otro tipo necesarias para prevenir 
todas las formas de violencia incluidas en el ámbito de aplicación del presente Convenio 
por toda persona física o jurídica.
3. Todas las medidas tomadas conforme al presente capítulo tendrán en cuenta y tra-
tarán las necesidades específi cas de las personas que sean vulnerables debido a circuns-
tancias particulares, y pondrán en su centro los derechos humanos de todas las víctimas.
4. Las Partes tomarán las medidas necesarias para animar a todos los miembros de la 
sociedad, en particular los hombres y los niños, a contribuir activamente a la prevención de 




5. Las Partes velarán por que no se considere que la cultura, las costumbres, la religión, 
la tradición o el supuesto «honor» justifi can actos de violencia incluidos en el ámbito de 
aplicación del presente Convenio.
6. Las Partes tomarán las medidas necesarias para promover programas y actividades 
para el empoderamiento de las mujeres.
La publicación de este Instrumento signifi ca el reconocimiento internacio-
nal de que la violencia de género es consecuencia de las relaciones histórica-
mente desiguales entre hombres y mujeres en las que, mediante mecanismos 
que han desvalorizado lo femenino frente a lo masculino, se ha perpetuado y 
normalizado el ejercicio del dominio de los hombres sobre las mujeres. Las 
causas de la violencia de género hay que identifi carlas en la propia estructura 
de la sociedad, existiendo factores sociales y culturales que favorecen e invisi-
bilizan la violencia que se ejerce sobre las mujeres y niñas. 
En España, las políticas que desde hace años se han aplicado en esta mate-
ria se han dirigido hacia la prevención y erradicación de esta lacra social, y no 
sólo a la sanción de las conductas violentas o discriminatorias. La violencia 
sobre la mujer es producto de la conciencia machista que existe en nuestra 
sociedad y por tanto, tiene que ser abordada desde todos los puntos de vista 
posibles. De ahí la novedad de la LO 1/2004 que trata estructuralmente la 
desigualdad y la violencia con todo tipo de medidas educativas, sanitarias, ju-
diciales, penales, de seguridad y de medios de comunicación, con un enfoque 
preventivo, transversal y multidisciplinar.
El 14 de octubre de este año la mencionada ley española LO 1/04 de Medi-
das de Protección Integral contra Violencia de Género, ha sido reconocida in-
ternacionalmente al recibir en Ginebra la mención de honor del premio de Polí-
ticas de Futuro (Future Policy Award 2014) que las instituciones ONU Mujeres, 
World Future Council y la Unión Interparlamentaria conceden a las mejores 
leyes y políticas del mundo que persigan poner fi n a la violencia ejercida contra 
las mujeres y las niñas. Estas organizaciones internacionales consideran que 
la legislación española es una de las más importantes y efi caces normas a nivel 
mundial para combatir y erradicar la violencia machista a la que califi ca como 
una de las más generalizadas formas de abuso contra los derechos humanos. El 
jurado de Future Policy Award destaca que la ley española, aprobada por una-
nimidad en el parlamento, tipifi ca como delito la violencia de pareja ejercida 
contra la mujer e incluye un catálogo de medidas encaminadas a la protección 
de la víctima, así como a cambiar la actitud social, la conciencia sexista domi-
nante en el conjunto de la ciudadanía y a prevenir este tipo de violencia.
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La gran novedad de este tratamiento consiste en que las decisiones políti-
cas y legislativas que se han tomado en torno a la violencia de género tienen 
como fi n la erradicación total de estas conductas delictivas, lo que no ocurre 
con otros hechos penalmente reprochables. 
Para acercarnos a la verdadera realidad de este problema es signifi cativo 
el estudio que acaba de publicar la Agencia de Derechos Fundamentales del 
Consejo de Europa (FRA). Se trata de una encuesta elaborada basándose en 
entrevistas personales realizadas a 42.000 mujeres en los 28 Estados miem-
bros de la Unión Europea, con una media de 1.500 entrevistas por país. La 
selección de las encuestadas se hizo por muestreo aleatorio. Los resultados 
son representativos de las experiencias y las opiniones de mujeres con edades 
entre los 18 y los 74 años residentes en la UE. Entre las principales conclusio-
nes se encuentran las siguientes:
Se calcula que 13 millones de mujeres en la UE experimentaron violencia física durante 
los 12 meses previos a la entrevista de la encuesta (7%) y que 3,7 millones de mujeres ex-
perimentaron violencia sexual (2%).
Una de cada 20 mujeres (5%) ha sido violada desde los 15 años de edad. Esta cifra está 
basada en las respuestas ofrecidas a la siguiente pregunta de la entrevista: «Desde los 
15 años de edad hasta ahora, ¿con qué frecuencia le han obligado a mantener relaciones 
sexuales mientras la sujetaban o le hacían daño de alguna manera?» 
Las pruebas que proporciona el estudio de la FRA sobre la violencia contra 
las mujeres a nivel de la Unión Europea, indican que la mayoría de las muje-
res víctimas de violencia no denuncian sus experiencias ni a la policía ni a una 
organización de apoyo a las víctimas de este tipo de delitos. En consecuencia, 
la mayoría de las mujeres víctimas de la violencia no recurren al sistema ju-
dicial ni a otros servicios, lo que pone de manifi esto que las necesidades y los 
derechos de muchas mujeres en la UE no se abordan en la práctica actual-
mente.
El Observatorio de violencia doméstica y de género fue creado en el año 
2002, con esa intención de avanzar en la toma de conciencia sobre el alcance 
de este fenómeno que ataca las entrañas de nuestra sociedad. 
El convenio de creación del Observatorio expone: “La violencia doméstica 
constituye uno de los problemas más acuciantes de la sociedad actual. En este 
sentido, las cifras demuestran que la violencia doméstica sigue muy arraigada 
y el número de víctimas mortales como consecuencia de la misma no se redu-
ce, aunque las denuncias por malos tratos aumenten.
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El grave problema de la violencia doméstica motivó que el Pleno del Con-
sejo General del Poder Judicial, en su reunión del día 21 de marzo de 2001, 
aprobase la “Guía práctica de actuación contra la violencia doméstica”, en 
la que se recogían de manera sistematizada los criterios de actuación juris-
diccional previstos en la legislación vigente, a fi n de potenciar la efi cacia de 
los órganos jurisdiccionales en esta materia, partiendo del respeto a la plena 
independencia de dichos órganos para ejercer su función dentro del marco 
previsto en la Constitución y en las leyes.”
Actualmente el Observatorio está constituido por el Consejo General del 
Poder Judicial, que lo preside, la Fiscalía General del Estado, el Ministerio de 
Justicia, el Ministerio del Interior, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales 
e Igualdad, el Consejo General de la Abogacía Española y todas las Comunida-
des Autónomas con competencia transferida en materia de justicia. La última 
incorporación, la del Ministerio del Interior, se ha producido en 2014, lo que 
evidencia la actualidad de la vigencia del convenio a lo largo de estos 12 años.
Entre los diferentes objetivos que justifi caron la constitución del Observa-
torio destacan los siguientes: 
- Aumentar la efi cacia de las actuaciones en el ámbito de la Administración 
de Justicia, para la erradicación de estas violencias, mejorando la coordina-
ción entre las instituciones y participando en la elaboración de protocolos de 
actuación. Aborda las diferentes iniciativas que se propongan para erradicar, 
desde la Administración de Justicia, la violencia doméstica y de género.
- Hacer un seguimiento estadístico del fenómeno en el ámbito judicial. 
Recopila y analiza trimestral y anualmente los datos obtenidos de las esta-
dísticas judiciales, tales como número de denuncias, órdenes de protección, 
renuncias al procedimiento, sentencias, condenas, víctimas, etc. y elabora in-
formes específi cos sobre la evolución de estos datos con el fi n de que sirvan 
para la adopción de medidas para la mejora de la protección de las mujeres.
- Diseñar e impulsar un plan de formación especializada de los miembros 
de la carrera judicial y fi scal y demás personal al servicio de la Administra-
ción de Justicia. Se trata de Jueces/zas y Magistrados/as que conocen per-
fectamente el ejercicio de la función jurisdiccional, de tal manera que se les 
debe suministrar sólo los conocimientos precisos para el desempeño efi caz 
de su tarea en los órganos especializados en Violencia de Género, sin que 
sea necesario insistir en contenidos formativos ya adquiridos en el proceso 
selectivo en unos casos, y en el ejercicio de la función jurisdiccional en otro. 
Sin embargo dadas las características específi cas de la Violencia de Género, 
VIOLENCIA DE GÉNERO
41
distintas de cualquier otro tipo de violencia interpersonal, la formación con-
tiene un amplio marco conceptual y práctico que facilite la comprensión de 
este fenómeno social.
En el seno del Observatorio se organizan congresos sobre materias rela-
cionadas con sus objetivos donde intervienen instituciones que abordan esta 
problemática desde un punto de vista multidisciplinar.
- Concede premios anuales de reconocimiento a la persona, institución 
o asociación que más haya destacado en la erradicación de la violencia do-
méstica y de género. Entre los premiados en estos últimos años, destacan La 
Agencia Europea de Derechos Fundamentales, La Fiscal General del Estado 
de Guatemala, el Consejo de Europa, la Fundación Ana Bella, el Comité de 
la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Contra las Mujeres, Elisabeth Odio Benito y la presidenta de la Comisión de 
Igualdad del Congreso, Carmen Quintanilla.
El Observatorio ha desarrollado un gran número de actividades de sensi-
bilización y divulgación de sus objetivos así como de la aplicación de la Ley 
Integral en los órganos jurisdiccionales.
Participa en actividades de sensibilización sobre la violencia de género 
asistiendo a cursos, jornadas y presentaciones relacionadas con la materia, 
y apoyando proyectos de otras instituciones como Universidades y asociacio-
nes. También realiza actividades en colaboración con el Servicio de Relacio-
nes Internacionales, coopera con cuantas iniciativas internacionales le son 
propuestas, tanto en la modalidad de recibir a delegaciones extranjeras que 
se desplazan para conocer las actividades y funcionamiento del Observatorio, 
como participando en actividades en el exterior. 
Entre las delegaciones extranjeras interesadas en el modelo de respuesta 
judicial a la violencia de género seguido por el CGPJ, destacamos Uruguay, 
Chile, Turquía, Croacia, Georgia, etc. Asimismo Magistradas expertas han co-
laborado con países iberoamericanos (como Guatemala) para la implantación 
de un Observatorio Judicial sobre Violencia de Género, siguiendo nuestro 
modelo.
Se colabora para atender la participación del Consejo interesada en pro-
yectos internacionales de la Agencia Española de Cooperación Internacional 
y Desarrollo (AECID) y de la FIIAPP, atendiendo invitaciones de diversas 
instituciones para participar en diversos foros en los que ofrecer refl exiones 
sobre la experiencia del Observatorio u otras actuaciones vinculadas con la 
respuesta y actuación jurisdiccional frente a esta violencia criminal.
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El Parlamento Europeo reconoció en el “Informe sobre las prioridades y 
líneas generales del nuevo marco político de la UE para combatir la violencia 
contra las mujeres 2010/2209 INI”, en el 2011, el sistema, creado en España, 
de recopilación de información del sistema jurídico en relación con las inves-
tigaciones jurídicas y los procedimientos judiciales.
El Observatorio mantiene un diálogo abierto con las organizaciones invo-
lucradas en la lucha contra la violencia sobre las mujeres y los niños y niñas, 
así como sobre personas especialmente vulnerables como aquellas que sufren 
algún tipo de discapacidad colaborando activamente con el Foro de Justicia y 
Discapacidad incardinado en el Consejo General del Poder Judicial.
Asimismo, trabaja estrechamente con un grupo de expertos formado por 
especialistas en la materia. Realiza estudios y análisis de las resoluciones ju-
diciales así como propuestas de mejoras y reformas legislativas, promueve 
investigaciones acerca de la respuesta judicial y elabora conclusiones y reco-
mendaciones sobre la evolución de la violencia de género.
Ha propuesto guías de criterios de actuación judicial en violencia de gé-
nero y realiza anualmente análisis de sentencias dictadas por las Audiencias 
Provinciales y Tribunales del jurado sobre homicidios y asesinatos perpetra-
dos en el seno de la pareja. Asimismo, también examina la aplicación de la 
LO 1/04 a través de las sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales. 
Estos estudios son muy importantes para poder proponer medidas que hagan 
avanzar en la lucha contra este tipo de violencia (www.poderjudicial.es).
Cabe plantearnos transcurridos 10 años desde la publicación de la ley in-
tegral, qué retos tenemos por delante las Instituciones en relación a este pro-
blema social. Es indudable que hemos avanzado y que nuestra legislación se 
encuentra entre las más modernas por su tratamiento integral y preventivo, 
pero queda mucho por hacer mientras siga sufriendo una sola mujer o un solo 
niño o niña por las terribles consecuencias de la violencia. 
La Delegación del Gobierno contra la Violencia de género empezó a conta-
bilizar en el año 2013 los menores fallecidos por violencia de género a manos 
de las parejas o exparejas de sus madres con independencia de si la madre re-
sultaba también fallecida o no. En aquel año se contabilizaron 6 niños y niñas 
asesinados, según las estadísticas publicadas en la página web del Ministerio 
de Sanidad Servicios Sociales e Igualdad (www.msssi.es).
Visibilizar este fenómeno ha supuesto que en los anteproyectos de ley de 
protección a la infancia y del Estatuto de la víctima, informados por el CGPJ 
se haya incluido por primera vez la modifi cación del articulado de la LO 1/04. 
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En concreto el texto propone la modifi cación del art. 1 de dicha ley, el que 
defi ne el concepto de violencia de género, con el fi n de considerar al menor 
como víctima directa.
Pretende la visibilización de los menores cuando son instrumentalizados 
por el maltratador para ejercitar la violencia de género sobre la víctima. De 
esta forma y siempre que queden acreditadas consecuencias lesivas a los mis-
mos en su salud psíquica o física podrán ser considerados víctimas directas 
de la violencia de género. Ello propiciara además la asunción de los Juzgados 
de Violencia a la Mujer competencias directas en actos independientes a los 
menores, siempre que estos se den en un entorno de violencia de género.
La mayoría de los menores expuestos a la violencia de género la sufren en 
primera persona y desarrollan secuelas sólo con estar presentes. Cuando no 
reciben directamente agresiones físicas o psíquicas, el ser testigo y sufrir vio-
lencia ambiental los convierten en las otras víctimas directas de violencia de 
género proyectada a su madre. El maltratador accede a los menores cuando 
ya no puede acceder a la madre o para prolongar e incrementar su dolor, y es-
pecialmente en los momentos de tramitación de los procedimientos de sepa-
ración o divorcio o simplemente en la fase de ruptura de la pareja, momento 
en el que suelen quedar en situación de mayor vulnerabilidad.
Los menores son las víctimas más invisibles y más vulnerables de la vio-
lencia de género y hasta ahora la legislación y la práctica forense los ha tenido 
bastante olvidados.
La Academia Americana de Pediatría (AAP) dice que “ser testigo de vio-
lencia doméstica puede ser tan traumático para el niño como ser víctima de 
abusos físicos o sexuales” pues los patrones de las alteraciones en los niños/
as expuestos a violencia son superponibles al patrón descrito en los niños y 
niñas víctimas directas de abusos. 
Desgraciadamente vemos en los juzgados demasiadas situaciones en las 
que los menores son utilizados como instrumentos de venganza, de presión y 
de armas arrojadizas a la madre para seguir dominándola en los procesos de 
separación y divorcio, cuando se están decidiendo las medidas civiles sobre la 
patria potestad, regímenes de estancia, pensiones de alimentos y atribución 
de la vivienda familiar.
El informe aprobado por el pleno del CGPJ dice sobre tal extremo:
la consideración de los niños y las niñas como víctimas de la situación de violencia de géne-
ro que viven en el hogar, va más allá de admitir que sufren al presenciar la agresión física 
del padre sobre la madre. Implica aceptar las graves consecuencias que esta exposición a la 
MARÍA ÁNGELES CARMONA
44
violencia tiene en sobre su desarrollo…De manera que es esencial el reconocimiento de los 
menores como víctimas directas de la violencia de género ejercida sobre sus madres, y no 
meros testigos; necesitados de una atención especializada, que evite su re-victimización, 
considerándoles titulares de derechos propios, que han de ser respetados, teniéndose en 
cuenta su interés superior en la adopción de las medidas y resoluciones judiciales, penales 
y civiles, que les afecten.
En consecuencia, el reconocimiento de estos menores hijos o pupilos de mujeres víc-
timas de violencia de género, como víctimas directas de esta violencia no puede sino que 
celebrarse.
En estrecha relación con este principio de protección de los menores contra la violen-
cia, en el artículo 12.4 del anteproyecto de LO de protección jurídica del menor se garan-
tiza el apoyo necesario para que los menores que queden bajo la patria potestad, tutela, 
guarda o acogimiento de una víctima de violencia de género o doméstica, puedan perma-
necer con la misma, así como su protección, atención especializada y recuperación. En este 
punto debe insistirse en la necesidad de reconocer como víctima directa a los hijos e hijas 
menores de edad en los supuestos de violencia de género y doméstica, considerándoles 
titulares de derechos propios, que han de ser respetados, teniendo en cuenta su interés 
superior en la adopción de las medidas y resoluciones judiciales, penales y civiles, que les 
afecten. Ello constituye una novedad de incuestionable importancia, viniendo a reconocer 
la situación de vulnerabilidad de los menores que conviven con una víctima de violencia 
de género o doméstica, precisada de una especial protección.
Es por ello que en estos casos sería conveniente regular de manera más clara en el 
anteproyecto de Ley Orgánica de Protección de la infancia, desde la protección del interés 
superior del menor, las consecuencias y medidas de protección de los menores, contem-
pladas en los artículos 64, 65 y 66 de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de 
protección integral contra la violencia de género, en relación con la suspensión para el 
imputado de violencia de género del ejercicio de la patria potestad o de la guarda y custo-
dia el régimen de visitas, comunicación y estancias respecto de los hijos e hijas o pupilos 
de la víctima, reforzándose la adopción de medidas específi cas respecto del régimen de 
custodia, visitas, cuidado y educación de los mismos, en interés del menor, fortaleciendo 
el marco de protección, tanto cautelarmente, con especial consideración a los casos en los 
que se haya dictado una orden de protección, como defi nitivamente.”
Según el informe realizado por el CGPJ al Anteproyecto de la Ley Orgánica 
del Estatuto de la Víctima, merece especial mención el artículo 26 del mismo, 
que versa sobre las medidas de protección para menores y personas con dis-
capacidad necesitadas especial protección, previstas en el artículo 24 de la 
Directiva 2012/29. 
Se establece la posibilidad de que las declaraciones del menor o del disca-
pacitado se hagan mediante la intervención de expertos y que sean grabadas 
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para su reproducción en el juicio en los casos y con las condiciones determi-
nadas en la LECrim. Este precepto se completa con el artículo 433 LECrim, 
que asimismo es modifi cado por el Anteproyecto, en el que se dispone que, a 
la vista de la falta de madurez de la víctima, para evitar causarle graves per-
juicios, su declaración podrá hacerse mediante la intervención de expertos 
que, podrán dirigirle las preguntas, pudiendo, incluso, limitarse o excluirse la 
presencia de las partes en la exploración de la víctima, cuya grabación podrá 
ser ordenada por el Juez.
El tema de la declaración de los menores víctimas de un delito en el pro-
ceso penal ha ocasionado una controversia doctrinal y jurisprudencial. En 
los últimos tiempos ha habido diversas modifi caciones en la protección de 
los intereses de los menores y la evitación de su victimización secundaria, 
aunque no se había abordado la cuestión de la posibilidad de acudir a la pre-
constitución probatoria durante la fase de investigación o instrucción, en los 
términos previstos en los arts. 433.2 y 448.3 y 4 LECrim, que exime al menor 
de prestar declaración como testigo en el acto del juicio oral. 
Razones victimológicas y epistemológicas aconsejan que la declaración 
prestada durante la fase de investigación judicial se realice en un contexto 
de preconstitución probatoria, con intervención de expertos, bajo la directa 
dirección y supervisión judicial, con la presencia de todas las partes, aunque 
sin confrontación visual con el menor y que pueda utilizarse para evitar una 
nueva declaración del menor en el acto del juicio oral aunque sea en condi-
ciones de no confrontación visual con el acusado. En estas condiciones, no 
sería necesaria una declaración del menor en el acto del juicio, pues la misma 
sería sustituida por el visionado de la grabación de la declaración realizada en 
fase de instrucción que sería entonces introducida en la fase del juicio oral y 
complementada en su caso, con otras pruebas.
De esta manera se daría respuesta adecuada al problema, sin merma de los 
derechos de defensa y contradicción y con arreglo a las exigencias de instru-
mentos internacionales y de la doctrina del TEDH (caso S.N. contra Suecia, 
de 2 de julio de 2002 y la Sentencia del Tribunal de Luxemburgo de 16 de 
junio de 2005, caso Pupino, que avala esta postura).
Esta posibilidad ha sido reconocida por varias sentencias del TS, entre las 
que cabe citar la Sentencia 96/2009, de 10 de marzo o la 290/2012, de 23 de 
marzo.
Preocupa especialmente en el ámbito judicial la actitud de una parte de las 
denunciantes a desistir del procedimiento judicial o de acogerse a su derecho 
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a no declarar contra su agresor. La mujer víctima que consigue salir del cír-
culo de la violencia al reconocer que ha sido maltratada y víctima de un delito 
realiza un acto de auténtica valentía decidiéndose a denunciar. La denuncia 
pone a la mujer en una situación verdaderamente vulnerable y de riesgo para 
su integridad física o psíquica.
Si la denunciante no encuentra apoyo externo, si no se siente protegida y si 
no confía en las instituciones que tienen la competencia para velar por su inte-
gridad física o psíquica, inútil será la decisión de denunciar, si percibe que no 
hay solución para empezar de nuevo su vida y la de sus hijos con normalidad.
Lo cierto es que se ha determinado que tan sólo llega a denunciarse un 
20% de los hechos delictivos relativos a la violencia de género. Cabe plantear-
se las razones de esta ausencia de denuncias teniendo en cuenta que existen 
bastantes estudios que nos alertan sobre la errónea percepción que existe en 
España sobre la violencia de género, especialmente sobre la violencia psíqui-
ca (ver el estudio sobre la percepción social de la violencia de género realiza-
do por la Delegación del Gobierno de Violencia de género y publicado en la 
página del ministerio de sanidad servicios sociales e igualdad www.msssi.es).
Las cifras sobre denuncias son bajas, por ello entendemos que el aumento 
de las mismas es considerado una buena noticia, que permite visibilizar y 
estudiar su evolución. Sin embargo otro problema preocupante es el de las 
víctimas que reanudan la convivencia con el agresor y vuelven a ser agredidas 
incluso asesinadas. La reanudación de la convivencia pone a la víctima en 
una grave situación de riesgo. Hemos detectado que hay un alto porcentaje de 
mujeres que son asesinadas o gravemente agredidas en el momento de crisis 
de pareja o de ruptura. 
El artículo 416.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal dispone que “están 
dispensados de la obligación de declarar: los parientes del procesado en línea 
directa ascendente y descendente, su cónyuge, o persona unida por relación 
de hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos consanguíneos o uterinos 
y los laterales consanguíneos hasta el segundo grado civil, así como los pa-
rientes naturales a que se refi ere el número 3 del artículo 261”. Tal previsión 
es reproducida por el artículo 707 del mismo texto procesal, respecto de los 
testigos en la fase de juicio oral.
La razón inicial de ser de dicho precepto radica en que no puede someterse 
a personas tan cercanas al acusado a la tesitura de tener que declarar la ver-
dad de lo que conocen y que pudiera incriminarle o verse en la situación de 
tener que mentir para protegerle e incurrir en un delito de falso testimonio.
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La ya consolidada interpretación jurisprudencial de esta dispensa, en re-
lación con las víctimas de la violencia de género, que no establece ninguna 
limitación en su aplicación a ellas en cualquier momento de la causa, y que 
impide tener en consideración cualquiera de sus declaraciones anteriores, si 
en el momento del juicio decide acogerse a ella, ha otorgado, de hecho, a la 
víctima la disposición del propio proceso: aun no otorgándole la posibilidad 
de poner fi n al mismo mediante el perdón al agresor, se trata de un testigo de 
especial trascendencia ya que, a menudo, los hechos se desarrollan en la inti-
midad del domicilio familiar y sin otros testigos directos que puedan relatar 
lo acontecido que no sean los propios implicados (presunto agresor y vícti-
ma). Por ello, en no pocas ocasiones, no disponer del testimonio de la víctima, 
única prueba directa de cargo del delito que se persigue, llevará aparejada la 
impunidad del mismo.
Tampoco puede obviarse el ámbito en que opera la violencia de género, en 
que impera dominante el agresor frente a una víctima especialmente vulnera-
ble. En ningún otro tipo de delitos aparece la circunstancia de que la víctima 
no se limita a perdonar a su agresor. Más allá de esto, se culpa de su propia 
agresión, e, inmersa en lo que se conoce como “el ciclo de la violencia”, se 
mueve en una situación permanente de agresión-denuncia-arrepentimiento-
agresión, que supone, en muchos casos, que la misma, aún después de haber 
formulado denuncia, y una vez puesto en marcha el proceso penal, utilice la 
dispensa de declarar contra su agresor como forma de huir del proceso y evi-
tar que aquél pueda ser castigado por su ilegítima acción. Esta situación, de 
hecho, termina convirtiendo este recurso procesal en un nuevo instrumento 
de dominación al servicio del violento cuando la testigo es la víctima de los 
hechos.
Debería contemplarse, expresamente, en la legislación procesal la posibi-
lidad de introducir, mediante su lectura, la declaración que prestase, durante 
la instrucción de la causa, la víctima o perjudicado de un delito que, cuando 
es llamado como testigo al juicio oral, decide acogerse, en este momento, a la 
dispensa de prestar declaración del referido artículo 416.1, también prevista 
en el artículo 707 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Esta alternativa per-
mitiría valorar la declaración inicial como medio de prueba, con el alcance y 
virtualidad que resulte procedente en cada caso, en función de su contenido y 
el resto de las pruebas practicadas.
El acompañamiento y apoyo de la víctima a lo largo del procedimiento ju-
dicial es clave para evitar desistimientos que pongan en peligro su seguridad. 
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La información completa realizada por personal especializado en cada fase 
del procedimiento es esencial. Explicar las consecuencias de la declaración, 
preparar a la mujer antes de acceder a las instalaciones judiciales y advertir 
sobre la importancia de la exposición de los hechos y sobre la aportación de 
las pruebas hará que el proceso, arduo y durísimo para la víctima sea más 
cercano e inspire confi anza.
La experiencia de las víctimas que se enfrentan a una entrevista policial 
o judicial, por regla general, es fuente de nerviosismo, ansiedad y preocu-
pación. Es normal que por las secuelas traumáticas ocasionadas por los epi-
sodios de violencia, tengan difi cultades comunicativas, evidenciadas por la 
falta de precisión a la hora de declarar o una mayor difi cultad para recordar 
episodios o fechas concretas. El lenguaje jurídico y la solemnidad o formali-
dad de los procedimientos, puede situar a las víctimas con en una posición 
estresante y confusa ya que, además, los interrogatorios pueden ser realiza-
dos con preguntas artifi ciosas, o con dobles sentidos, que pueden no alcanzar 
a comprender de manera clara.
Tener que revivir un suceso que ha podido ser traumático, narrarlo a per-
sonas desconocidas y con los imperativos del procedimiento policial resulta 
enormemente difi cultoso. Una preparación de la víctima en este sentido faci-
litará una entrevista con garantías. Por ello, los operadores que van acompa-
ñar a la declarante al momento de su deposición deben tener una preparación 
especializada que les permita el abordaje de la misma para tranquilizarla, in-
formarle de todo lo que se va a encontrar, de la importancia de su relato, de 
los derechos que le asisten con el fi n de que llegue en las mejores condiciones 
para la declaración. Ello incluye no sólo al juez o al policía sino a los letrados y 
procuradores, secretarios judiciales, fi scales, médicos forenses, trabajadores 
sociales, psicólogos y funcionarios de justicia.
En este sentido el reciente Estatuto de la Víctima establece “toda víctima 
tiene el derecho a entender y ser entendida en cualquier actuación que deba 
llevarse a cabo desde la interposición de una denuncia y durante el procedi-
miento penal, incluida la información previa a la interposición de una de-
nuncia. A tal fi n, todas las comunicaciones con las víctimas, orales o escritas, 
se harán en un lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en 
cuenta sus características personales y, especialmente, las necesidades de las 
personas con discapacidad sensorial, intelectual o mental o su minoría de 
edad.”
Hay muchos comportamientos que la mujer identifi ca como muestras de 
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amor y que en realidad son señales de lo que puede convertirse en una rela-
ción violenta, como el intrusismo constante en la vida diaria, el control exce-
sivo, el hostigamiento, los gritos, la celopatía, las llamadas de teléfono conti-
nuas y la exigencia de compartir las claves de redes sociales o smartphones . 
El aislamiento del círculo de amigos o de la familia, la necesidad de posesión 
imponiendo una determinada forma de vestir o de pensar y actuar, ridiculizar 
y hacer sentir culpable a la mujer de todo son actitudes muy determinantes de 
posibles actos futuros constitutivos de maltrato físico o psíquico.
Hay que sensibilizar a la sociedad para que estas formas de maltrato psi-
cológico sean rechazadas de modo contundente por medio de la prevención 
educativa. Hay que evitar que la comunidad masculina perciba como un ata-
que los avances que se están produciendo en aras de la igualdad de géneros 
y que se convenzan de que el cambio de paradigma es bueno para toda la 
sociedad incluida la masculina con el fi n de evitar resistencias.
Debemos tener en cuenta que salvo en el caso de homicidios o asesina-
tos, las cifras que manejamos sólo son indicativas de los hechos denunciados, 
pero sabemos que la gran mayoría de los incidentes por violencia de género 
no se denuncian. Se ha avanzado mucho en legislación y en coordinación ins-
titucional hasta el punto de que nuestro país es considerado modélico en lo 
que se refi ere al abordaje integral de este problema social. Sin embargo, se 
debe continuar trabajando y no bajar la guardia, ya que cambiar una concien-
cia social machista muy arraigada históricamente no es cuestión baladí, sino 
que exige una persistencia a lo largo de los años. Las medidas son necesarias 
en todos los ámbitos pero sobretodo en educación y en la concienciación a 
través de los medios de comunicación.
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1.1. La violencia que no cesa
En lo que llevamos de año 2015, son cuarenta y cinco las mujeres víctimas 
de violencia de género. Tan solo ocho de ellas habían presentado denuncia; 
dos contaban con órdenes de protección en vigor. Según datos publicados en 
prensa, los meses de junio y julio de 2015 han registrado el mayor número de 
casos de violencia de género desde 2010, coincidiendo además con la supre-
sión de la campaña de prevención estival. A pesar de estos datos, la partida 
para igualdad y contra la violencia representa el 0,01% del total de los Presu-
puestos Generales del Estado para el próximo 20161. Si bien la partida para 
el capítulo contra la violencia aumenta un 6% respecto a los presupuestos de 
2015, lo cierto es que si comparamos la evolución en este punto desde el año 
2009, observamos un recorte superior al 10% respecto a los Presupuestos 
Generales de aquel año. Paralelamente, y tomando datos solo para la presen-
te legislatura, ha tenido lugar un recorte del 20.9% en políticas de igualdad. 
Desde la aprobación hace ya más de 10 años de la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Genero (LO 1/2004 en adelante) han sido muchas las investigaciones y 
estudios cuyo objetivo ha sido estudiar el germen, las particularidades y des-
encadenantes de la violencia machista, sin embargo, y pese al tiempo de vi-
gencia de la norma citada, aún hoy la violencia de género continúa siendo una 
auténtica lacra social.





1.2. Novedades legislativas: Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la 
víctima
En el plano europeo es indudable que la aprobación de la Directiva 
2012/29/UE del Parlamento europeo y del Consejo ha supuesto un impor-
tante avance en el estudio y reconocimiento de los derechos de las víctimas, 
elevando incluso los estándares de protección defi nidos previamente en la 
Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo a la que sustituye. A través de la 
Ley 4/2015 del Estatuto de la víctima de delito el legislador español se pro-
pone transponer al plano interno las disposiciones de ésta y otras normas eu-
ropeas, confi gurando un nuevo escenario procesal en lo relativo a la víctima2. 
Quizá una de las difi cultades enfrentadas a la hora de transponer las pre-
visiones de la Directiva haya sido la multiplicidad y heterogeneidad de estatu-
tos de la víctima característicos de la regulación española. En este sentido, lo 
cierto es que la actividad legislativa ha sido hasta ahora especialmente intensa 
en torno a dos grupos de víctimas muy concretos: las víctimas del terrorismo 
y las víctimas de violencia de género. Con vocación de uniformidad y aten-
diendo a la literalidad de la Exposición de motivos de la norma, la Ley 4/2015 
nace con la fi nalidad de reunir el catálogo de derechos de la víctima del de-
lito, para lo que transpone las Directivas de la UE sobre la materia, a la vez 
que incorpora algunas previsiones no contempladas en la normativa europea 
pero que, en palabras del legislador, recogerían «la particular demanda de la 
sociedad española». No obstante y pese a esta aptitud homogeneizadora, lo 
cierto es que la norma continúa haciendo ciertas distinciones, consecuencia 
tal vez de la politización del término y el rédito electoral que puede suponer 
legislar en materia de víctimas3.
2  En este sentido, la Ley 4/2015 del Estatuto de la víctima del delito transpone (a) la 
Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012 
por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de 
las víctimas de delitos, derogatoria de la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo; (b) la 
Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011 
relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la 
pornografía infantil, derogatoria de la Decisión marco 2004/68/JAI del Consejo y, (c) por 
último, la Directiva 2011/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 abril de 2011, 
relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la protección de las 
víctimas y por la que se sustituye la Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo.
3  Coincidimos con TAMARIT SUMALLA cuando en su artículo «Paradojas y pato-
logías en la construcción social, política y jurídica de la victimidad» afi rma «la lucha por 
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Como aspecto positivo y refl ejo quizá del cambio cultural al que estamos 
asistiendo en lo concerniente a las víctimas, la Ley 4/2015 amplía el alcance 
de esta protección extendiéndola más allá de lo meramente procesal y hacién-
dola independiente de cuál haya sido la posición de la víctima en el proceso. 
Según recoge la norma, la protección a la víctima cobraría una dimensión 
extraprocesal, para lo que el Estatuto acoge un concepto amplio de reconoci-
miento, protección y apoyo en aras precisamente, de la salvaguarda integral 
de la víctima. Sería vocación del Estatuto facilitar el ejercicio de sus derechos 
a través, por ejemplo, del derecho a obtener información y orientación efi caz 
desde el primer contacto con la autoridad, la minoración de trámites innece-
sarios que favorecen la victimización secundaria, el derecho a recibir un trato 
humano o de la posibilidad de hacerse acompañar por la persona elegida por 
la víctima en todos sus trámites, sin perjuicio de la representación procesal 
que proceda. 
1.3. Una ley de compleja estructuración 
La estructura de la norma diferencia entre derechos extraprocesales, a los 
que se refi ere como derechos básicos (arts. 4 a 10) y derechos de participa-
ción de la víctima en el proceso penal o procesales (arts. 11-18). No obstante, 
y como se verá para el caso de los arts. 5 y 7, tal sistematización no resulta, 
desde nuestro punto de vista, tan clara. Por su parte, en el Título III se abor-
dan cuestiones concernientes a la protección y reconocimiento de las víctimas 
(arts. 19-26) relacionadas con su derecho a que se evite el contacto con el 
infractor, a la protección de su intimidad o a la evaluación personalizada e in-
dividual para la optimización de su protección. Por su parte, el Título IV (arts. 
27-35) aglutina una serie de disposiciones comunes relativas, entre otras 
cuestiones, a la organización y funcionamiento de las Ofi cinas de Asistencia a 
las Víctimas de delito, la formación de operadores jurídicos y del personal al 
servicio de la Administración de Justicia en el trato a las víctimas, la investi-
los objetivos políticos llega a anteponerse a la atención de las necesidades de las víctimas 
concretas o que en sus reivindicaciones ocupa un lugar prioritario el endurecimiento de la 
respuesta punitiva frente al victimario», algo que desde nuestro punto de vista, ha ocurri-
do también en la Ley que se analiza. Muestra de ello es la confi guración fi nal del contro-
vertido artículo 13 que se analizará más adelante y a la que ahora nos remitimos. Josep M. 
Tamarit Sumalla, «Paradojas y patologías en la construcción social, política y jurídica de 




gación y educación en materia de apoyo, protección y solidaridad con las víc-
timas o la cooperación y colaboración con redes públicas y privadas, todo ello 
con el objetivo de ofrecer un servicio de mayor efi cacia y calidad al ciudadano. 
2. Novedades introducidas por el estatuto de la víctima del delito en 
relación con las víctimas de violencia de género
2.1. Título preliminar: concepto amplio de víctima
Puede resultar llamativo comprobar como el legislador nacional ha optado 
por hacer referencia a lo largo del articulado de la norma a «la víctima del deli-
to», preferencia que se aparta del sentido de la Directiva de 2012, la cual elige 
referirse a «las víctimas» en el sentido plural del término. Si bien el empleo 
de una u otra expresión no debería repercutir en el sentido general de la nor-
ma, coincidimos con TAMARIT SUMALLA cuando indica que resulta prác-
ticamente imposible evitar la especulación sobre si esta diferencia obedece 
tan solo a una opción terminológica irrelevante o está detrás de concepciones 
estereotipadas de lo que debería ser «la víctima del delito». En este sentido, 
coincidimos con TAMARIT SUMALLA cuando refl exiona «el recurso al singu-
lar […] invita a pensar en el concepto de víctima ideal, la tentación de utilizar 
una imagen social y políticamente construida de víctima, con el consiguiente 
riesgo de derivar en prácticas que distingan entre buenas y malas víctimas o 
según se aproximen más o menos al arquetipo de la idealidad victimal»4. 
4  Josep M. Tamarit Sumalla, «Los derechos de las víctimas», en El Estatuto de las 
Víctimas de delitos: comentarios a la Ley 4/2015, ed. Josep M. Tamarit Sumalla, Caro-
lina Villacampa Estiarte, y Mercedes Serrano Masip (Tirant lo Blanch, 2015), 32. En esta 
idealidad victimal, podríamos incluir tres características que han sido señaladas por la 
doctrina, y entre ellos, por TAMARIT SUMALLA. Partiendo de estudios internacionales 
en el campo de la victimología, el mencionado autor señala que las víctimas serán más 
fácilmente reconocidas como tal si en ellas se observa la corrección, la inocencia y la indivi-
dualidad que de ellas se espera. Para el caso de víctimas de violencia de género podríamos 
añadir también la denuncia, en el sentido de que, en ocasiones, la víctima de violencia de 
género que no denuncia puede ser considerada en cierta medida como tolerante, permisi-
va o aquiescente. Cuestión además especialmente problemática en las víctimas de violen-
cia de género, habida cuenta de las trabas procesales que en este punto puede suponer el 
art. 416 LECrim. Para un estudio más profundo, Josep M. Tamarit Sumalla, «Paradojas y 
patologías en la construcción social, política y jurídica de la victimidad».
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En cualquier caso y al margen del aspecto político del término, lo cierto 
es que los arts. 1, 2 y 17 de la nueva norma confi guran un concepto amplio 
de víctima. En este sentido, se diferencia entre víctima directa e indirecta, en 
cuanto las disposiciones de la Ley de 2015 alcanzan: 
i. Como víctima directa, y siguiendo lo dispuesto en el art. 2 de la Directiva 
de 2012, «a toda persona física que haya sufrido un daño o perjuicio sobre su 
propia persona o patrimonio, en especial lesiones físicas o psíquicas, daños 
emocionales o perjuicios económicos directamente causados por la comisión 
de un delito».
ii. Recogiendo el fenómeno de la denominada victimización refl eja, el Es-
tatuto de la víctima del delito reconoce también como víctima indirecta en los 
casos de muerte o desaparición de una persona que haya sido causada direc-
tamente por un delito, salvo que se trate de los responsables de los hechos:
a) «Al cónyuge no separado legalmente o de hecho y a los hijos de la 
víctima o del cónyuge no separado legalmente o de hecho que en el momento 
de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ellos; a la persona 
que hasta el momento de la muerte o desaparición hubiera estado unida a 
ella por una análoga relación de afectividad y a los hijos de ésta que en el 
momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ella; a sus 
progenitores y parientes en línea recta o colateral dentro del tercer grado que 
se encontraren bajo su guarda y a las personas sujetas a su tutela o curatela o 
que se encontraren bajo su acogimiento familiar».
b) En defecto de los anteriores y siguiendo por tanto un criterio jerárquico, 
la norma reconoce la condición de víctima indirecta «a los demás parientes 
en línea recta y a sus hermanos, con preferencia, entre ellos, del que ostentara 
la representación legal de la víctima». Si bien la justifi cación de esta previ-
sión reside en el art. 2 apartado 2.a de la Directiva de 2012, resulta al menos 
discutible que se haya hecho depender el reconocimiento de la condición de 
víctima a que existan o no personas, como indica TAMARIT SUMALLA, «con 
mejor derecho»5. Hubiese resultado quizá más oportuno seguir el modelo ya 
empleado anteriormente en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas 
y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, en 
tanto su art. 2 confi gura un determinado orden de prelación para recibir las 
ayudas «en la lógica propia de la asignación de recursos escasos»6. 




Uno de los aspectos positivos del Estatuto de la víctima del delito es que 
el mismo reconoce derechos tanto a las víctimas españolas como a las ex-
tranjeras, colocándolas en un mismo nivel de protección, al margen de que 
se encuentren o no en España en situación de irregularidad administrativa y 
sin importar si son mayores o menores de edad. Cuestión especialmente re-
levante para las víctimas de trata con fi nes de explotación sexual, casos en los 
que con bastante frecuencia tienen lugar adicionalmente delitos de violencia 
de género. El único requisito que se establece en el art. 1 de la norma es que 
el delito haya sido cometido en territorio español o pueda ser perseguido en 
nuestro país. 
Por su parte, el art. 17 establece una clausula específi ca para las víctimas 
de delitos cometidos en otros Estados miembros de la UE y que sean residen-
tes en España. En este sentido, las víctimas podrán presentar ante las autori-
dades españolas las denuncias correspondientes, previéndose para el caso de 
que las autoridades españolas resuelvan no dar curso a la investigación por 
falta de jurisdicción, que éstas remitirán inmediatamente la denuncia presen-
tada a las autoridades competentes del Estado en cuyo territorio se hubieran 
cometido los hechos y se lo comunicarán al denunciante por el procedimiento 
que hubiera designado conforme a lo previsto en la letra m del art. 5.1, relativa 
a los derechos y de información y que comentaremos en el apartado siguiente.
2.2. Título I: Derechos básicos o extraprocesales
2.2.1. Derecho a la información
Junto con el principio de individualización presente a lo largo de todo el 
articulado, quizá sea la exhaustiva regulación del derecho a la información 
dos de los aspectos clave del Estatuto de la víctima. Y ello porque, parece claro 
que el derecho a la información se confi gura como presupuesto esencial para 
la efectiva realización de todos los demás derechos. 
Lo cierto es que la LO 1/2004 ya incluye referencias a la importancia del 
reconocimiento del derecho de acceso a la información. Más allá del grado 
de cumplimiento real de lo ya reconocido en la Ley de 2004, ahora el art. 5 
de la Ley 4/2015 establece que esa información deberá proporcionarse en un 
lenguaje claro, sencillo y accesible, desde el primer contacto con las autorida-
des y funcionarios. Serán determinante en este punto, y especialmente en el 
caso de víctimas de violencia de género, las previsiones del art. 30 del Estatuto 
en cuanto en él se habla de «formación general y específi ca en los cursos de 
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formación de Jueces y Magistrados, Fiscales, Secretarios judiciales, Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, médicos forenses, personal al servicio de la Adminis-
tración de Justicia [y] personal de las Ofi cinas de Asistencia a las Víctimas». 
Sin esta formación especializada, que además ya se preveía en la LO 1/2004, 
se corre el riesgo de caer en que esta información se acabe proporcionando de 
manera estereotipada, alejada de las implicaciones que debería tener el princi-
pio de individualización que proclama la norma. La información deberá versar 
sobre los derechos que le asisten, deberá proporcionarse de forma minuciosa 
y actualizarse en cada fase del procedimiento, incluyendo orientación sobre:
a) Medidas de asistencia y apoyo disponibles (médicas, psicológicas o ma-
teriales) y procedimiento para acceder a ellas, incluyendo las posibilidades 
de obtener un alojamiento alternativo. Conviene matizar que para precisar 
la información a proporcionar será necesario acudir a las leyes especiales así 
como a los organismos que atribuyen competencias, aspecto especialmente 
claro en el caso de víctimas de violencia de género. A modo de ejemplo, SE-
RRANO MASIP señala el art. 64.2 de la LO 1/2004 según el cual, con carácter 
excepcional, el juez podrá autorizar que la víctima concierte con una agencia 
o sociedad pública que incluya entre sus actividades la del arrendamiento de 
viviendas, la permuta del uso atribuido de la vivienda familiar por el uso de 
otra vivienda, durante el tiempo y en las condiciones que se determinen7. 
b) Derecho a denunciar y, en su caso, el procedimiento para interponer la 
denuncia y derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encarga-
das de la investigación. En este sentido, no solo de deberá informar a las víc-
timas de las cuestiones recogidas entre los arts. 259 y 269 LECrim (lugar de 
presentación de la denuncia, autoridades competentes, forma oral o escrita, 
contenido y prohibición de las denuncias anónimas). La información propor-
cionada deberá tener una extensión más amplia, versando por ejemplo sobre 
la no obligación de declarar en contra de su cónyuge o pareja de hecho en los 
delitos de violencia de género (art. 416 LECrim)8.
c) Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurídica y, en su 
caso, condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente. Además del Co-
7  Mercedes Serrano Masip, «Los derechos de información», en El Estatuto de las 
Víctimas de delitos: comentarios a la Ley 4/2015, ed. Josep M. Tamarit Sumalla, Carolina 
Villacampa Estiarte, y Mercedes Serrano Masip (Tirant lo Blanch, 2015), 71.
8  Para una mayor profundidad se recomienda la consulta de Raquel Castillejo Man-
zanares y Mercedes Serrano Masip, «Denuncia y dispensa del deber de declarar», en Vio-
lencia de género y Justicia, ed. Raquel Castillejo Manzanares y Cristina Alonso Salgado 
(Santiago de Compostela: Universidade de Santiago de Compostela, 2013), 550-580.
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legio de Abogados del lugar en el que se encuentre el Juzgado o Tribunal que 
haya de conocer del proceso y del Juzgado de su domicilio (art. 12 y ss. Ley 
1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita), la víctima podrá a 
partir de la entrada en vigor del Estatuto de la víctima presentar su solicitud 
ante el funcionario o autoridad que les facilite la información y las Ofi cinas 
de Asistencia a las Víctimas de la Administración de Justicia, que a su vez la 
remitirán al Colegio de Abogados que corresponda.
d) Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, procedi-
miento para hacerlo. Esta previsión se encuentra en íntima conexión con la 
posibilidad de denunciar, recogida en el apartado b del mismo art. 5. En caso 
de que las autoridades encargadas de la persecución penal o, en su caso, los 
trabajadores de las Ofi cinas de Atención a las víctimas, adviertan que la víc-
tima está particularmente expuesta a una nueva victimización, deberán in-
formarle sobre la posibilidad de solicitar medidas de protección conforme al 
art. 5.1.d. No obstante, y para el caso de víctimas de violencia de género, debe 
señalarse que algunas de estas medidas pueden ser acordadas de ofi cio, por 
ejemplo, las previstas en el art. 544 bis LECrim en torno a la prohibición de 
residir y la orden de protección del art. 544 ter LECrim para las víctimas de 
violencia de género. Entendemos que en este punto se debería igualmente 
informar a la víctima del sistema de protección articulado en el Título III de 
la Ley 4/2015 centrado en evitar, o al menos minimizar, el riesgo de victimi-
zación secundaria mientras se toma declaración a las víctimas o se les explora 
en la investigación policial y judicial, así como durante sus declaraciones en 
juicio, aspecto que comentaremos más adelante.
e) Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso, proce-
dimiento para reclamarlas. Además de las indemnizaciones a las que alude 
la letra e del art. 5, consideramos oportuno proporcionar información a la 
víctima sobre la obligación de reembolso establecida en el art. 35 de la Ley 
de 2015. Según dicho artículo la persona que se hubiera benefi ciado de sub-
venciones o ayudas percibidas por su condición de víctima estará obligada al 
reembolso de las cantidades recibidas con un incremento del interés legal del 
dinero aumentado en un cincuenta por ciento, si fuera condenada por denun-
cia falsa o simulación de delito. 
Desde el punto de vista de las víctimas de violencia de género quizá sea 
este uno de los puntos más controvertidos de la norma, habida cuenta del 
carácter disuasivo que pueda tener de cara a la denuncia. Las difi cultades 
económicas es uno de los obstáculos más habituales a los que se enfrenta 
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la víctima a la hora de denunciar los hechos. Difi cultades económicas que 
pueden incluso favorecer la continuación en esa convivencia violenta o su 
reanudación posterior. En el Proyecto de Ley del Estatuto de la víctima del 
delito se mantenía esta obligación de reembolso tanto (a) en el caso de con-
dena por denuncia falsa o simulación de delito (sancionado ya en el art. 456 
del Código Penal, CP en adelante), como (b) en el caso de que se dictare, con 
carácter fi rme, una sentencia absolutoria o un auto de sobreseimiento libre. 
En este sentido, el Proyecto de Ley otorgaba un tratamiento equivalente a 
situaciones claramente distintas, máxime teniendo en cuenta las diferencias 
cuantitativas y cualitativas entre el número de sentencias absolutorias (tén-
gase en cuenta la difi cultad probatoria de delitos cometidos en la intimidad 
relacional) y el ínfi mo porcentaje de denuncias falsas o simulaciones de delito 
en casos de violencia de género. 
La Fiscalía General del Estado en su Memoria para el año 2014 recoge el 
número de casos abiertos por posibles denuncias falsas entre los años 2009 
y 2013. En el incierto de que todos ellos hubieran acabado o acabaren en 
sentencia condenatoria, tendrían una representatividad del 0.010% del total 
de denuncias9. La realidad de la violencia de género puede signifi carse jus-
tamente por el fenómeno contrario: en 2013, de las 55 mujeres víctimas de 
violencia machista, 45 de ellas no habían presentado denuncia10. Tendencia 
repetida invariablemente. 
2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Víctimas 75 74 59 74 68 52 55
No denuncia 49 55 41 53 52 42 45
Sí denuncia 26 19 18 21 16 10 10
Reanudación de convivencia 7 7 9 7 3 4 1
Fuente: Memoria de la Fiscalía General del Estado 2014.
9  Resulta llamativo comprobar como en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas 
y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, también se hace 
referencia a la «aportación de datos falsos o deliberadamente incompletos o a través de 
cualquier otra forma fraudulenta» (art. 14), mientras que en la Ley 29/2011, de 22 de sep-
tiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, no parece 
a priori existir esta preocupación por la honestidad de la víctima y su denuncia.





f) Servicios de interpretación y traducción disponibles11. Pese a que nada 
se especifi ca en la Ley 4/2015 entendemos con SERRANO MASIP que el mar-
co de referencia debe ser la Ley Orgánica 5/2015 por la que se modifi can la 
LECrim y la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ en adelante) para adap-
tar los preceptos que regulan los derechos de los sospechosos, imputados, 
detenidos y acusados a la Directiva 2010/64/UE, sobre los derechos de in-
terpretación y traducción en los procesos penales y la Directiva 2012/13/UE 
sobre el derecho a la información en los procesos penales12. En este sentido, 
la Disposición fi nal primera de la Ley Orgánica 5/2015 prevé que «el Gobier-
no presentará, en el plazo máximo de un año desde la publicación de esta 
Ley, un Proyecto de ley de creación de un Registro Ofi cial de Traductores e 
Intérpretes judiciales para la inscripción de todos aquellos profesionales que 
cuenten con la debida habilitación y cualifi cación, con el fi n de elaborar las 
listas de traductores e intérpretes a que se refi ere el art. 124 de la LECrim. La 
inscripción en este Registro Ofi cial será requisito necesario para la actuación 
de estos profesionales por designación del Juez o del Secretario Judicial ante 
la Administración de Justicia y en las diligencias policiales en las que sea ne-
cesaria su presencia, sin perjuicio de las excepciones que se establezcan».
g) Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles, a efec-
tos de garantizar el derecho de las víctimas a entender y ser entendidas, con 
especial atención a las necesidades de las víctimas menores y a las que tengan 
algún tipo de difi cultad física o intelectual.
h) Procedimiento por medio del cual la víctima pueda ejercer sus derechos 
en el caso de que resida fuera de España. En el caso de víctimas residentes 
en Estados miembros de la UE, el Estatuto de la víctima del delito contempla 
el correo electrónico y alternativamente el correo postal como cauces de co-
municación que han de emplearse. En el caso de ciudadanos residentes fuera 
de la UE, y en defecto de las anteriores, se remitirá a la ofi cina diplomática o 
11  Uno de los aspectos controvertidos durante la elaboración de la norma fue el em-
pleo en este y otros puntos de la Ley del término «disponibles». En este sentido, parece 
más oportuno optar por el término «adecuados», en la lógica de que a partir de la entrada 
en vigor del Estatuto de la víctima del delito se trabajará en la mejora de los servicios para 
precisamente ofrecer una cobertura apropiada y conveniente a las víctimas, más allá, por 
tanto, de lo meramente «disponible». En este sentido, se encaminaba una de las enmiendas 
al articulado del Proyecto de Ley del Estatuto de la víctima del delito propuestas por el Grupo 
Parlamentario de la Izqui erda Plural y que pueden consultarse en el siguiente enlace: http://
www.congreso.es/public_ofi ciales/L10/CONG/BOCG/A/BOCG-10-A-115-2.PDF 
12  Serrano Masip, «Los derechos de información», 83.
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consular española en el país de residencia para que la publique. A los efectos 
de participación en el proceso penal aportando medios de prueba, las vícti-
mas podrán efectuar sus comparecencias por videoconferencia y conferencia 
telefónica, de conformidad con los arts. 10 y 11 del Convenio de asistencia 
judicial en materia penal entre los Estados miembros de la UE de 29 de mayo 
de 200013.
i) Recursos que puede interponer contra las resoluciones que considere 
contrarias a sus derechos. Las víctimas que no son parte en el proceso po-
drán recurrir las resoluciones respecto de las cuales el Estatuto les reconoce 
legitimación, es decir, a las que se refi eren los arts. 12 y 13 de la Ley 4/2015. 
Además de las anteriores, en base a lo dispuesto en la letra i de este art. 5, 
podrán ser recurridas las resoluciones que desestimen el ejercicio de los de-
rechos básicos de participación y protección reconocidos en el Estatuto. Entre 
ellas y sin ánimo de exhaustividad, las resoluciones que impidan el acceso a 
los servicios de asistencia y apoyo o limiten o restrinjan la información sobre 
los derechos recogidos en el art. 5 del Estatuto, la denegación del acceso a 
los servicios de interpretación y traducción (arts. 9.4 y 5), la resolución judi-
cial que impida a las víctimas participar en el proceso aportando fuentes de 
prueba (art. 11.b) o la resolución policial o judicial que se oponga a que las 
víctimas estén acompañadas durante la investigación penal por una persona 
de su elección siempre que no perjudique la efi cacia del proceso (art. 21.c)14. 
j) Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del proce-
dimiento y cauces para comunicarse con ella.
k) Servicios de Justicia restaurativa disponibles, en los casos en que sea 
legalmente posible15. 
13  A partir del 22 de mayo de 2017, el Convenio de asistencia judicial en materia 
penal entre los Estados miembros de la UE de 29 de mayo de 2000, será sustituido por la 
Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de abril de 2014, sobre 
la orden europea de investigación en materia penal. 
14  Para mayor abundamiento en la cuestión, consultar Serrano Masip, «Los derechos 
de información».
15  La frase de Victòria Sau «el lenguaje, la palabra, es una forma más de poder, una de 
las muchas que nos ha estado prohibida» puede hacer las veces de metáfora para explicar 
la relación entre Justicia Restaurativa y violencia de género. Paradójicamente, la primera 
referencia expresa a la mediación penal en nuestro país fue para prohibir de manera taxa-
tiva y sin posibilidad de individualización llevar a cabo prácticas restaurativas en casos de 
violencia de género (vid. art. 44.5 Ley 1/2004 por el que se añade un apartado ter al art. 
87 LOPJ), algo, por otro lado, también recogido en herramientas internacionales como el 
BELÉN HERNÁNDEZ MOURA
62
l) Supuestos en los que pueda obtener el reembolso de los gastos judiciales 
y, en su caso, procedimiento para reclamarlo. 
m) Derecho a efectuar una solicitud para ser notifi cada de las resoluciones 
a las que se refi ere el art. 7 utilizando para ello idénticas vías de comunicación 
comentadas para la letra h.
2.2.2. Derecho a recibir información sobre la causa penal
Otra de las novedades importantes dentro del Título I de la Ley 4/2015 
reside en este art. 7, el cual reconoce el derecho a recibir información sobre 
determinados hitos de la causa penal, independientemente de que la víctima 
se persone o no en el proceso, siempre y cuando la haya realizado previamen-
te la solicitud a la que nos referíamos al comentar el apartado m del art. 5. 
Esta información incluirá:
a) La resolución por la que se acuerde no iniciar el procedimiento penal.
b) La sentencia que ponga fi n al procedimiento.
c) Las resoluciones que acuerden la prisión o la posterior puesta en liber-
tad del infractor, así como la posible fuga del mismo.
Convenio de Estambul (art. 48), vigente en España desde el 1/08/2014. A pesar de que en 
la Exposición de motivos de la Ley 4/2015 se afi rma que la misma «supera las referencias 
tradicionales a la mediación entre víctima e infractor», lo cierto es que es precisamente 
en el art. 15 de la Ley de 2015 donde por vez primera se regula sobre mediación penal, 
reiterando en el art. 15 letra e lo ya dispuesto en el art. 44.5 de la LO 1/2004. Son varias 
las voces dentro de la doctrina las que abogan por la individualización y la posibilidad 
de aplicar herramientas restaurativas también en caso de violencia de género. La diver-
sidad de herramientas restaurativas existentes más allá de la victim-off ender mediation 
y la posibilidad de llevarlas a cabo en distintas fases, también con carácter posterior a la 
sentencia, hacen de estas herramientas una opción apta por ejemplo, para cuestionar pa-
trones culturales instaurados. Al igual que la mediación no es factible ni positiva en todos 
los confl ictos, tampoco lo será en todos los casos de violencia de género. No obstante, su 
prohibición absoluta antes incluso de contar con una regulación específi ca en materia de 
mediación penal, así como los argumentos que se emplean para rechazar sin más este 
instrumento quizá necesiten revisión. Como resultado, la víctima de violencia de género 
es, nuevamente, silenciada. En esta línea, consultar Sabela Oubiña Barbolla, «La distancia 
que les separa, la distancia que nos separa: mediación en casos de violencia doméstica en 
España y en otros sistemas», en Sobre la mediación penal: posibilidades y límites en un 
entorno de reforma del proceso penal español, ed. Pedro M. Garciandía González, Hele-




d) Las resoluciones que acuerden la adopción de medidas cautelares per-
sonales o que modifi quen las ya acordadas, cuando hubieran tenido por obje-
to garantizar la seguridad de la víctima, por ejemplo, las prohibiciones del art. 
544 bis LECrim comentadas anteriormente o la prisión provisional cuando se 
haya adoptado para impedir el riesgo de que el imputado actúe contra bienes 
jurídicos de la víctima (art. 503.1.3 letra c LECrim).
e) Las resoluciones o decisiones de cualquier autoridad judicial o peniten-
ciaria que afecten a sujetos condenados por delitos cometidos con violencia o 
intimidación y que supongan un riesgo para la seguridad de la víctima. En estos 
casos, la Administración penitenciaria comunicará inmediatamente a la auto-
ridad judicial la resolución adoptada para su notifi cación a la víctima afectada.
f) Las resoluciones a que se refi ere el art. 13 (resoluciones que la víctima 
podrá impugnar en fase de ejecución de la pena y que comentaremos poste-
riormente). 
Acogiendo la vertiente negativa del derecho a la información, las víctimas 
podrán manifestar en cualquier momento su deseo de no ser informadas de 
estas resoluciones, quedando sin efecto la solicitud realizada. La Ley de 2015 
prevé que cuando se trate de víctimas de violencia de género, las resoluciones 
especifi cadas en las letras c y d se comunicarán aún sin necesidad de que la 
víctima lo solicite, exceptuando aquellos casos en los que manifi este expresa-
mente su deseo de no recibir dichas notifi caciones. Asimismo, se le facilitará, 
cuando lo solicite, información relativa a la situación en que se encuentra el 
procedimiento, con una excepción: salvo que ello pudiera perjudicar el co-
rrecto desarrollo de la causa.
3. Título II: participación de la víctima la ejecución 
Una de las previsiones más controvertidas y que más críticas ha provoca-
do es el art. 13 de la Ley de 2013, relativo a la participación de las víctimas 
en fase de ejecución. La Directiva de 2012 establece en los apartado quinto y 
sexto de su art. 6 el deber de informar a las víctimas de determinados hechos 
ocurridos durante la ejecución de la pena, en este sentido, y previa solicitud 
de la víctima, se le deberá informar en los casos en los que exista un peligro 
concreto de sufrir un daño, el hecho de que la persona condenada haya sido 
puesta en libertad o se haya fugado. No obstante, más allá de esta previsión 
relacionada con el deber de información, lo cierto es que no existe previsión 
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alguna en la Directiva que faculte a la víctima intervenir durante la ejecución 
de la sentencia. 
El art. 13 de la Ley de víctimas contempla distintos momentos en los que 
se podrá hacer efectiva esta participación en fase de ejecución: 
a) Antes del inicio de la ejecución de la pena, el art. 13.2 letra b legitima a 
las víctimas a «facilitar al Juez o Tribunal cualquier información que resulte 
relevante para resolver sobre la ejecución de la pena impuesta, las responsa-
bilidades civiles derivadas del delito o el comiso que hubiera sido acordado». 
b) En un segundo momento, cuando ya existe una decisión relativa a la 
ejecución de la pena privativa de libertad y el penado ha cumplido una parte 
de su condena, el Juez de Vigilancia Penitenciaria deberá informar a la vícti-
ma sobre los benefi cios penitenciarios, los permisos de salida, la clasifi cación 
en tercer grado, el cómputo de tiempo para la libertad condicional y la con-
cesión de la libertad condicional que pueda corresponder al penado siempre 
que se trate de alguno de los siguientes delitos: 
i) Delitos de homicidio
ii) Delitos de aborto del art. 144 del CP
iii) Delitos de lesiones
iv) Delitos contra la libertad
v) Delitos de tortura y contra la integridad moral
vi) Delitos contra la libertad e indemnidad sexual
vii) Delitos de robo cometidos con violencia o intimidación
viii) Delitos de terrorismo
ix) Delitos de trata de seres humanos
Conforme al art. 13.3 de la Ley de víctimas del delito, esta información 
solo se comunicará a la víctima que lo hubiera solicitado expresamente (vid. 
supra lo mencionado para el art. 5 letra m), pudiendo formular alegaciones 
en un plazo de cinco días. 
c) En atención al art. 13.1, las víctimas que deban ser notifi cadas, hayan o 
no realizado las alegaciones mencionadas en el punto anterior, podrán recu-
rrir tres resoluciones que se detallan a continuación:
i) El auto por el Juez de Vigilancia Penitenciaria autoriza la clasifi cación 
del penado en tercer grado antes de que se extinga la mitad de la condena 
cuando la víctima lo fuera de alguno de los delitos referidos anteriormente 
(art. 36.2 párrafo tercero CP).
ii) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria autoriza que los 
benefi cios penitenciarios, los permisos de salida, la clasifi cación en tercer 
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grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refi eran al límite 
de cumplimiento de condena (regla general establecida en el CP), y no a la 
suma de las penas impuestas (regla especial que se aplica cuando a tenor de 
las limitaciones previstas en el art. 76.1 CP la pena a cumplir es menor a la 
mitad de la suma total de las impuestas), cuando la víctima lo fuera de alguno 
de los delitos anteriores o de un delito cometido en el seno de un grupo u or-
ganización criminal (art. 78.3 CP). 
iii) El auto por el que se concede la libertad condicional, cuando se trate 
de alguno de los delitos a que se refi ere el párrafo segundo del art. 36.2 del 
CP o de alguno de los delitos referidos anteriormente, siempre que se hubiera 
impuesto una pena de más de cinco años de prisión. 
d) En último lugar y en base al art. 13.2.a, la víctima estará facultada a 
«interesar que se impongan al liberado condicional las medidas o reglas de 
conducta previstas por la ley (por ejemplo, la libertad vigilada, arts. 105 y 106 
CP) que considere necesarias para garantizar su seguridad, cuando aquél hu-
biera sido condenado por hechos de los que pueda derivarse razonablemente 
una situación de peligro para la víctima».
Desde nuestro punto de vista, la confi guración fi nal del art. 13 concede 
posibilidades de intervención desmesuradas que, como se ha mencionado, no 
responden a las previsiones de la Directiva de 2012 y que tampoco se iden-
tifi can con modelo comparado europeo alguno. La redacción de este art. 13 
provoca no pocas interferencias con el propio sistema penal y el derecho pe-
nitenciario, en la medida que, pese a las previsiones en contra del Preámbulo 
de la Ley, carga contra el monopolio estatal en la ejecución de las penas16. 
En este sentido, creemos necesario establecer una clara diferenciación entre 
el derecho de las víctimas a ser, también en fase de ejecución, informadas 
y protegidas pero ello no debe hacerse extensivo el derecho a determinar si 
procede o no un permiso, una progresión de grado o cualquier otra situación 
jurídica que afecte a la ejecución de la pena, potestad exclusiva del Estado. 
16  Conviene señalar aquí una de las novedades introducidas por la LO 1/2015, de 
30 de marzo, por la que se modifi ca la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal. La redacción dada por esta LO 1/2015 al art. 84.1 CP permite ahora que 
«el juez o tribunal también [pueda] condicionar la suspensión de la ejecución de la pena 
al cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en virtud de mediación». Aunque 
positivo para el avance de las herramientas restaurativas en el área penal, una mala puesta 
en práctica de este artículo junto al desconocimiento del funcionamiento de los institutos 
restaurativos puede suponer el riesgo de otorgar a la víctima demasiado poder de cara al 
cumplimiento de la pena privativa de libertad.
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4. Título III: protección a las víctimas 
4.1. Derecho a que se evite el contacto entre víctima e infractor
Como hemos indicado al comienzo de este trabajo, uno de los objetivos 
del Estatuto de la víctima es evitar la victimización secundaria o institucional 
durante los interrogatorios y declaraciones como testigo. Para ello, el Título 
III de la Ley contempla una serie de medidas tendentes a evitar el contacto 
entre víctima e infractor que varían «desde las medidas de protección física 
hasta otras, como el uso de salas separadas en los Tribunales, para evitar con-
tacto de la víctima con el infractor y cualesquiera otras, bajo discrecionalidad 
judicial, que exijan las circunstancias». 
Y es a este fi n al que se dirige precisamente el art. 20, en tanto el mismo 
prevé que «las dependencias en las que se desarrollen los actos del procedi-
miento penal, incluida la fase de investigación, estarán dispuestas de modo 
que se evite el contacto directo entre las víctimas y sus familiares, de una 
parte, y el sospechoso de la infracción o acusado, de otra (…)». No obstante, 
como indica VILLACAMPA ESTIARTE, «pese a la referencia expresa a las 
disposiciones de la LECrim, en precepto alguno de esta norma, ni en su ver-
sión anterior a la aprobación de la LEVID ni tras la modifi caciones incorpora-
das a ella por esta última, se prevé que deban disponerse las dependencias de 
forma que se evite el contacto directo de víctimas con ofensores»17. 
Sin duda es positivo la inclusión de previsiones en la línea descrita en la 
Ley de víctimas, no obstante, la actual LO 1/2004 ya incorpora previsiones al 
respecto que no siempre tienen cabida en la práctica por falta de medios. En 
la misma dirección, el art. 19.2 de la Directiva de 2012, artículo que se pre-
tende transponer en el art. 20 de la norma interna, se prevé que «los Estados 
miembros garantizarán que toda nueva dependencia de los tribunales cuente 
con salas de espera separadas para las víctimas», cuestión que ha quedado 
fuera de la transposición en la Ley 4/2015, más allá de la remisión reglamen-
taria a la que se refi ere la Disposición Final cuarta. 
17  Carolina Villacampa Estiarte, «La protección de las víctimas en el proceso penal 
tras la aprobación de la LEVID», en El Estatuto de las Víctimas de delitos: comentarios 
a la Ley 4/2015, ed. Josep M. Tamarit Sumalla, Carolina Villacampa Estiarte, y Mercedes 
Serrano Masip (Tirant lo Blanch, 2015), 240.
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4.2. Protección de la víctima durante la investigación penal
El art. 21 del Estatuto, dirigido a evitar la victimización institucional, esta-
blece una serie de medidas a tener en cuenta durante la investigación penal, 
entre las que se encuentran:
i) La obtención de la declaración de la víctima sin demora tras la denuncia.
ii) La reducción del número de declaraciones y reconocimientos médicos 
al mínimo necesario, asegurando que solamente se lleven a cabo cuando re-
sulten imprescindibles para los fi nes del proceso. 
iii) Garantizar a la víctima su derecho de hacerse acompañar, no sólo de 
su representante legal, sino de otra persona de su elección, salvo resolución 
motivada18.
Pese a las evidentes similitudes del art. 21 con su equivalente en la Direc-
tiva, el legislador nacional ha optado por condicionar la adopción de medidas 
anteriores de protección institucional a que «no perjudiquen la efi cacia del 
proceso». Sin más especifi caciones, la efi cacia del proceso podría identifi car-
se no solo con los derechos de defensa del imputado, límite que señala el art. 
20 de la Directiva de 2012, lo que podría derivar en una aplicación más res-
trictiva de las medidas de protección, quedando entonces por debajo de los 
estándares de protección europeos. 
4.3. Derecho a la protección de la intimidad
Por su parte, el art. 22 de la Ley de la víctima del delito contempla la ne-
cesidad de proteger la intimidad de la víctima para lo que establece que «los 
Jueces, Tribunales, Fiscales y las demás autoridades y funcionarios encarga-
dos de la investigación penal, así como todos aquellos que de cualquier modo 
intervengan o participen en el proceso, adoptarán, de acuerdo con lo dispues-
to en la Ley, las medidas necesarias para proteger la intimidad de todas las 
víctimas y de sus familiares», subrayando después la necesidad de impedir 
la difusión de información que pueda facilitar la identidad de víctimas con 
18  Este último punto puede suponer un escollo a superar en el caso de las víctimas 
de trata. La práctica demuestra que las organizaciones suelen elegir a ciertas «personas 
de confi anza» cuya función real no es otra que la de continuar sometiendo a las víctimas a 
los tratantes. Sería de vital importancia identifi car estas situaciones y actuar para evitar el 
riesgo descrito. Para ello cobrará especial importancia la profesionalización y formación 
especializada del personal que trate con estas víctimas.
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protección reforzada a las que se refi ere el art. 26. A esta lógica responde 
la introducción de un nuevo apartado bis del art. 301 LECrim, así como las 
profundas modifi caciones de los arts. 680, 681 y 682 LECrim en torno a la 
publicidad de los debates19.
4.4. Evaluación individualizada de las víctimas a fi n de determinar sus 
necesidades especiales de protección
El acogimiento del principio de individualización por parte de la Ley de 
2015 implica que la adopción de medidas y el acceso a ciertos servicios ven-
gan precedidos de una evaluación personalizada de la víctima, para determi-
nar sus necesidades de protección específi ca y eventuales medidas especiales. 
Dichas medidas, además, habrán de actualizarse durante el transcurso del 
proceso también en función de las circunstancias sobrevenidas (art. 24). Para 
la su adopción se tendrá en cuenta según lo dispuesto en el art. 23: 
1) Las características personales de la víctima:
a) Si se trata de una persona con discapacidad o si existe una relación de 
dependencia entre la víctima y el supuesto autor del delito.
b) Si se trata de víctimas menores de edad o de víctimas necesitadas de es-
pecial protección o en las que concurran factores de especial vulnerabilidad, 
en cuyo caso entrarán en juego las previsiones de los arts. 25 y 26 respectiva-
mente y que se comentan más abajo.
2) La naturaleza y circunstancias del delito y la gravedad de los perjuicios 
causados a la víctima, así como el riesgo de reiteración del delito. A estos efec-
19  Habida cuenta de las difi cultades de sistematización que se observan en el Estatuto 
de la víctima del delito, señalamos aquí lo dispuesto en el art. 34 de la Ley 4/2015 por en-
tender se encuentra en íntima conexión con las previsiones del art. 22 de la misma norma. 
En el art. 34 del Estatuto de la víctima del delito parece advertirse una invitación a la auto-
rregulación de los medios de comunicación en tanto, sin más desarrollo, en él se establece 
que «los poderes públicos fomentarán campañas de sensibilización social en favor de las 
víctimas, así como la autorregulación de los medios de comunicación social de titularidad 
pública y privada en orden a preservar la intimidad, la dignidad y los demás derechos de 
las víctimas. Estos derechos deberán ser respetados por los medios de comunicación so-
cial». Códigos de autorregulación cuya efi cacia al margen de emisiones en horario infantil, 
no es del todo clara. En todo caso, la apuesta por una norma de soft law queda muy lejos 
de abordar íntegramente un aspecto de vital importancia como es atajar el goteo continuo 
en los medios de comunicación de imágenes estereotipadas de la mujer con la consiguiente 
perpetuación de las etiquetas de género.
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tos, se valorarán especialmente las necesidades de protección de las víctimas 
de, entre otros supuestos, delitos cometidos sobre el cónyuge o sobre persona 
que esté o haya estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad, 
aun sin convivencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por 
naturaleza, adopción o afi nidad, propios o del cónyuge o conviviente.
En cuanto a la competencia y procedimiento de evaluación, corresponderá 
(art. 24):
i) Durante la fase de investigación del delito al Juez de instrucción o al de 
Violencia sobre la Mujer, sin perjuicio de la evaluación y resolución provisio-
nales que deberán realizar y adoptar el Fiscal, en sus diligencias de investiga-
ción o en los procedimientos sometidos a la Ley Orgánica de Responsabilidad 
Penal de los Menores, o los funcionarios de policía que actúen en la fase ini-
cial de las investigaciones.
ii) Durante la fase de enjuiciamiento, al Juez o Tribunal a los que corres-
pondiera el conocimiento de la causa. La valoración de las necesidades de 
protección de la víctima incluirá siempre la de aquéllas que hayan sido ma-
nifestadas por ella con esa fi nalidad, así como la voluntad que hubiera ex-
presado. En el caso de las víctimas que sean menores de edad o personas 
con discapacidad necesitadas de especial protección, su evaluación tomará en 
consideración sus opiniones e intereses.
4.5. Estatuto reforzado de protección
Si bien las medidas contempladas en los arts. 20, 21 y 22 de la ley del Esta-
tuto de la víctima de delito se aplican a todas las víctimas, será en función del 
examen individualizado de las características descritas en el art. 23, cuando 
se podrán aplicar las medidas reforzadas previstas en los arts. 25 y 26 del 
Estatuto de la víctima del delito. Habida cuenta de los peligros de esta «valo-
ración del riesgo», en base al art. 25 durante la fase de investigación podrán 
ser adoptadas las siguientes medidas para la protección de las víctimas:
i) Que se les reciba declaración en dependencias especialmente concebi-
das o adaptadas a tal fi n.
ii) Que se les reciba declaración por profesionales que hayan recibido una 
formación especial para reducir o limitar perjuicios a la víctima, o con su ayu-
da.
iii) Que todas las tomas de declaración a una misma víctima le sean rea-
lizadas por la misma persona salvo, de nuevo el impreciso límite, de que ello 
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pueda perjudicar de forma relevante el desarrollo del proceso o deba tomarse 
la declaración directamente por un Juez o un Fiscal.
iv) Que la toma de declaración, cuando se trate de alguna de las víctimas 
de (a) delitos cometidos sobre el cónyuge o sobre persona que esté o haya 
estado ligada al autor por una análoga relación de afectividad, aun sin con-
vivencia o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por naturale-
za, adopción o afi nidad, propios o del cónyuge o conviviente, de (b) delitos 
contra la libertad o indemnidad sexual y (c) las víctimas de trata con fi nes de 
explotación sexual, se lleve a cabo por una persona del mismo sexo siempre y 
cuando haya tenido lugar una solicitud previa y salvo que ello pueda perjudi-
car de forma relevante el desarrollo del proceso o deba tomarse la declaración 
directamente por un Juez o Fiscal. 
Durante la fase de enjuiciamiento podrán ser adoptadas, conforme a lo 
dispuesto en las siguientes medidas para la protección de las víctimas:
i) «Medidas que eviten el contacto visual entre la víctima y el supuesto 
autor de los hechos, incluso durante la práctica de la prueba, para lo cual 
podrá hacerse uso de tecnologías de la comunicación.
ii) Medidas para garantizar que la víctima pueda ser oída sin estar presen-
te en la sala de vistas, mediante la utilización de tecnologías de la comunica-
ción adecuadas.
iii) Medidas para evitar que se formulen preguntas relativas a la vida pri-
vada de la víctima que no tengan relevancia con el hecho delictivo enjuicia-
do, salvo que el Juez o Tribunal consideren excepcionalmente que deben ser 
contestadas para valorar adecuadamente los hechos o la credibilidad de la 
declaración de la víctima.
iv) Celebración de la vista oral sin presencia de público. En estos casos, el 
Juez o el Presidente del Tribunal podrán autorizar, sin embargo, la presencia 
de personas que acrediten un especial interés en la causa».
5. Refuerzo de la protección a los hijos e hijas de las mujeres víctima de 
violencia de género
El art. 10 de la Ley del Estatuto de la Víctima reconoce el derecho de toda 
víctima a acceder, de forma gratuita y confi dencial a los servicios de asistencia 
y apoyo facilitados por las Administraciones públicas, así como a los que pres-
ten las Ofi cinas de Asistencia a las Víctimas. Derecho que además el Estatuto 
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hace extensible a los familiares de la víctima, remitiendo a un futuro regla-
mento para la determinación de qué familiares y en qué condiciones podrán 
acceder a estos servicios, cuando se trate de delitos que hayan causado perjui-
cios de especial gravedad. Estos servicios integran la acogida inicial, orienta-
ción, información y medidas concretas de protección, además de las medidas 
concretas de apoyo a cada víctima, en función de su evaluación individual y 
atendiendo a ciertas categorías de víctimas de especial vulnerabilidad. 
Otra de las novedades a partir de la modifi cación del apartado 7 del art. 
544 ter es el obligatorio pronunciamiento del juez, incluso de ofi cio, es los 
casos de violencia doméstica y de existir menores o personas con capacidad 
judicialmente modifi cada que combinan con la víctima y dependan de ella, 
sobre la pertenencia de la adopción las medidas de carácter civil contenidas 
en orden de protección. En la misma línea, se introduce un nuevo art. 544 
quinquies en la LECrim, que abre la posibilidad tanto en el caso de que sean 
víctimas indirectas de violencia doméstica o de género como si son víctimas 
directas de uno de los delitos contemplados en el art. 57 CP de que el juez 
pueda adoptar de manera motivada alguna de las siguientes medidas protec-
toras: 
i) Suspender la patria potestad de alguno de los progenitores o la tutela, 
curatela, guarda o acogimiento20. 
ii) Establecer un régimen de supervisión del ejercicio de la patria potestad, 
tutela o de cualquier otra función tutelar o de protección o apoyo sobre menor 
o persona con la capacidad judicialmente modifi cada. 
iii) Suspender o modifi car el régimen de visitas por comunicación con el 
no conviviente o con otro familiar que se encontrara en vigor.
6. Breves consideraciones fi nales 
«Una legislación adecuada puede, sin duda, ayudar a mejorar la vida de 
las personas, pero es la movilización, el compromiso, la educación y la toma 
de conciencia individual y colectiva, de mujeres y de hombres, lo que puede 
20  Cabe en este punto señalar las modifi caciones introducidas por la Ley 26/2015, de 
28 de julio, de modifi cación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, que 
incluso superan las referencias de la Ley 4/2015. Entre otras cuestiones, la Ley 26/2015 
reconoce a los hijos e hijas de víctimas de violencia de género la posibilidad de obtener la 
pensión de orfandad completa, aunque el progenitor homicida siga con vida. 
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fi nalmente hacernos conseguir nuestros objetivos»21. Refl exiones publicadas 
por un grupo de mujeres en 2006 pero de absoluta vigencia en la actualidad. 
Coincidimos en la vital importancia de abordar, también desde el ámbito le-
gislativo, uno de los problemas sociales más graves al que nos enfrentamos 
como es la violencia de género. No obstante, lo cierto es que la Ley 4/2015 
poco añade respecto a la LO de 1/2004 y lo que adiciona, corre el grave riesgo 
de quedarse en la mera declaración de intenciones, en el papel mojado de la 
publicidad política. 
Cuesta imaginar cómo se van a poner en marcha las novedades recogidas 
en la Ley 4/2015 si, tal y como aclara la Disposición adicional segunda, «las 
medidas incluidas no podrán suponer incremento de dotaciones de personal, 
ni de retribuciones ni de otros gastos de personal». Además de la ausencia 
absoluta de impacto de género en las previsiones presupuestarias que seña-
lábamos al principio, resulta evidente que al menos en lo relativo a la puesta 
en marcha de los recursos asistenciales y las Ofi cinas de Asistencia a las vícti-
mas, la coordinación entre Instituciones o la formación especializada requie-
re inversión y recursos para que la norma tenga un impacto real. Queda, sin 
demasiado optimismo, esperar al desarrollo reglamentario de la Ley y a que 
transcurra el lapso de tiempo oportuno para poder valorar entonces la reper-
cusión de las disposiciones del Estatuto.
En esa toma de conciencia y abordaje cultural de la violencia de género se 
echa en falta una mayor atención a la violencia simbólica, a los micromachis-
mos, que acaban convirtiéndose en pauta instalada e incluso interiorizada, 
cuestión que hace aún más compleja su visibilización. En un momento en 
el que nos encontramos con cada vez más casos de violencia de género en 
menores de edad, sería oportuno también ocuparse en un nivel preventivo 
del tratamiento de cuestiones clave como el entendimiento de las relaciones 
afectivas y sexuales, en el que se refl exione sobre las etiquetas de género o se 
incida en la gestión de las emociones22. Aspecto incluido ya en el art. 14 del 
Convenio de Estambul, previéndose en él incluso medidas en el ámbito de la 
educación en «todos los niveles de enseñanza», aspecto que, lamentablemen-
te, ha quedado fuera de la Ley 4/2015.
21  Empar Pineda et al., «Un feminismo que también existe», EL PAÍS, 18 de marzo de 
2006, http://elpais.com/diario/2006/03/18/opinion/1142636413_850215.html.
22  Según datos publicados por el Instituto Nacional de Estadística, 576 chicas meno-
res de edad tenían a fi n del año 2014 una orden de protección o una medida cautelar a su 
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LA DENUNCIA DEL DELITO DE VIOLENCIA DE GÉNERO:
PERSPECTIVAS INTERRELACIONADAS1
Cristina Ruiz López
Universidad Carlos III de Madrid
1. La denuncia. Perspectiva jurídica y psicológica-sociológica
1.1. Perspectiva jurídica
a) Un delito público
Derivado del principio acusatorio, en el proceso penal español, para que 
se incoe un proceso penal tiene que existir alguna parte que sostenga la acu-
sación. En otro caso, se procedería al sobreseimiento de la causa. En este sen-
tido, el ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva, el derecho de acción, 
como derecho fundamental de cualquier persona, se manifi esta en el acceso 
a los órganos de la jurisdicción penal obteniendo una resolución motivada, 
congruente y sobre el fondo que ponga fi n al procedimiento. 
En el proceso penal español el Ministerio Fiscal no tiene el monopolio en 
el ejercicio de la acción penal pues las personas perjudicadas pueden perso-
narse en las actuaciones como acusación particular en los procedimientos por 
delitos públicos y semipúblicos. 
Con todo lo anterior, la denuncia, regulada en los artículos 259 a 269 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECRim) puede ser defi nida como una 
declaración de conocimiento dirigida al órgano ofi cial correspondiente (una 
autoridad judicial, funcionariado del Ministerio Fiscal o miembros de los 
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad) por la que se pone en su conocimiento la 
sospecha de la comisión de un hecho tipifi cado en el Código Penal (traslado 
de la notitia criminis) para que procedan de conformidad con sus funciones 
encomendadas.
La denuncia, como declaración de conocimiento y traslado de la posible 
comisión de un hecho típico, se confi gura como un deber general por el cual, 
1  Comenzar este artículo agradeciendo a mi maestra Helena Soleto cada oportunidad 
de tener voz, aun sabiendo que representa una minucia respecto a lo recibido, no por ello 




cualquier persona que conozca la comisión de un ilícito de naturaleza públi-
ca ha de ponerlo en conocimiento de un órgano judicial, Ministerio Fiscal o 
miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad2. Deber que se cualifi ca en 
el caso de éstos últimos debiendo formular denuncia pública (atestado). 
Con todo lo anterior, la persona denunciante no es parte del proceso penal 
puesto que se entiende por parte aquella persona que solicita una resolución 
judicial (parte activa) frente a otra persona contra la que se insta dicha reso-
lución (parte pasiva).
De esta forma, habría que diferenciar entre denuncia y querella. La quere-
lla es una declaración de conocimiento dirigida al órgano jurisdiccional com-
petente por la que se traslada la sospecha de la comisión de un hecho tipifi -
cado por el Código Penal, se insta la incoación del proceso para investigar el 
hecho, enjuiciar la conducta y determinar responsabilidades penales y civiles, 
en su caso, y se manifi esta la voluntad de constituirse como parte acusadora 
ejercitando la acción penal y civil, si procede. La persona querellante es parte 
del proceso.
Por otro lado, el atestado policial es el documento que presentan los di-
versos Cuerpos y Fuerzas de Seguridad al Juez de Instrucción en el que se 
recogen las investigaciones realizadas por éstos en la comprobación o averi-
guación de los hechos delictivos. Supone un mecanismo de inicio de la acción 
penal a modo de denuncia y pone en marcha la actuación judicial de compro-
bación e instrucción de los datos recogidos en el mismo. Así, los atestados tie-
nen el mismo valor que las denuncias públicas (artículo 197 de la LECRim)3.
El delito de violencia de género se confi gura como un delito público. Esta 
característica tiene una especial transcendencia dado que, conforme al ar-
tículo 106 de la LECRim, en los delitos públicos La acción penal por delito 
o falta que dé lugar a procedimiento de ofi cio no se extingue por renuncia 
de la persona ofendida. Consecuencia de la indisponibilidad del objeto del 
proceso penal. 
Conviene poner de relieve esta intranscendencia procesal de la renuncia 
de la persona ofendida por el ilícito en los procesos por delitos de violencia 
2  Un deber cuya fuerza coactiva radica no tanto en la multa pecuniaria, de escaso al-
cance disuasorio, sino en la consideración del deber de colaborar con la justicia o cooperar 
en el mantenimiento del orden público o formar parte de una sociedad civil madura con 
conciencia y sentido de responsabilidad.
3  MORENO CATENA, Víctor; CORTÉS DOMÍNGUEZ, Valentín; Derecho Procesal 
Penal; Editorial: Tirant lo Blanch 6ª Ed.; Valencia; 2012.
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contra la mujer Intranscendencia abstracta o teórica porque de facto, cuando 
el único posible elemento probatorio es la declaración de la testigo-víctima, 
la renuncia a su acción, o el ejercicio de su derecho a no denunciar a su cón-
yuge o persona con quien mantenga una análoga relación de afectividad, o el 
acogimiento a la dispensa de declarar conforme al artículo 416 de la LECRim, 
resultan decisivas para la absolución del acusado o sobreseimiento del caso.
Aunque sea conocida la modifi cación respecto de la anterior consideración 
de este delito como privado, de ámbito doméstico, intrafamiliar (una elec-
ción político-criminal que confi guraba la relación personal como un ámbito 
cubierto por la impermeabilidad de lo íntimo e inatacable), sin embargo, la 
realidad social y la presumible incapacidad jurídica para atajar esta fl agrante 
vulneración de los derechos más elementales de las mujeres, nos impiden 
entender como superado este aspecto. 
Interesa la Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia 148/2005, de 
26 de abril “cierto también que la perjudicada se ha retractado en juicio de 
cualquier imputación hacia el acusado, pero también lo es que en este tipo 
de delitos es usual la retractación de la víctima, la renuncia, el perdón, la re-
tirada de la denuncia pero no por ello debe pararse la acción penal, cuando 
los hechos son perseguibles de ofi cio y la sociedad reclama la protección de 
la víctima, incluso pese a ella misma y contra su propio miedo”4.
4  Puede suponer una visión paternalista del Estado sobre la mujer víctima de violen-
cia de género o, incluso, el tratamiento de la mujer víctima de violencia machista como 
una persona cuyos intereses y necesidades han de ser gestionados y representados por al-
guien que, en todo caso, no es ella. Ambas consideraciones del todo rechazables al suponer 
la existencia de un sector de la sociedad civil potencialmente en minoría de edad: todas 
aquellas mujeres que mantienen una relación con un hombre en todos los asuntos que 
involucren a ambos pueden llegar a ser gestionados por el hombre o el Estado, este último 
en representación de la mujer y pese a ella misma y contra su miedo. En este hacer Justi-
cia pese a la víctima, el legislador español parece adoptar un punto de vista sartriano No 
somos libres de dejar de ser libres. Y esta cuestión nos llevaría al estudio del bien jurídico 
protegido en el delito de violencia de género. ¿La dignidad, la personalidad, la integridad, 
la libertad de la víctima? Según Jurisprudencia del Tribunal Supremo el bien jurídico pro-
tegido es la preservación del ámbito familiar o análogo como una comunidad de amor 
y libertad, presidido por el respeto mutuo y la igualdad: o dicho más sintéticamente, el 
bien jurídico protegido es la paz familiar, sancionando aquellos actos que exteriorizan 
una actitud tendente a someter aquel ámbito a la imposición del miedo y la domina-
ción. Resulta necesario recordar la STC 58/2009 que, por su parte señalaba, a la hora de 
justifi car la constitucionalidad de las modifi caciones introducidas por la LO 1/2004 cabe 
considerar que esta inserción supone una mayor lesividad para la víctima: de un lado, 
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En todo caso y conforme al artículo 105 de la LECRim, el Ministerio Fiscal 
ejercitará todas las acciones penales que considere procedentes haya o no 
acusador particular.
b) La denuncia de la víctima: entre la excepción y el deber
Por otro lado, conforme al artículo 259 de la LECRim, la denuncia en los 
delitos públicos es una obligación. De esta forma, están obligados a denun-
ciarlos: quienes hubieran presenciado su perpetración (artículo 259 de la LE-
CRim); quienes, por razón de su cargo, profesión u ofi cio, tuvieren noticia de 
ellos (artículo 262); quienes, por cualquier medio diferente de los menciona-
dos, conocieren la perpetración de alguno de ellos (artículo 264)5. 
No obstante, la LECRim contiene excepciones a este deber general de de-
nunciar un delito interesándonos, a los efectos de este escrito, el artículo 261 
cuyas excepciones se basan en razones de parentesco: cónyuge; ascendientes 
y descendientes consanguíneos o afi nes del delincuente y sus colaterales con-
sanguíneos o uterinos y afi nes hasta el segundo grado inclusive; hijos natura-
les respecto de la madre en todo caso, y respecto del padre cuando estuvieren 
reconocidos, y la madre y el padre en iguales casos (artículo 261). 
Así, es necesario subrayar que entre las medidas protectoras y garantes de 
la institución familiar, derivadas del principio constitucional del artículo 39, 
para su seguridad, con la disminución de las expectativas futuras de indemnidad, con 
el temor a ser de nuevo agredida; de otro, para su libertad, para la libre conformación 
de su voluntad, porque la consolidación de la discriminación agresiva del varón hacia 
la mujer en el ámbito de la pareja añade un efecto intimidatorio a la conducta, que res-
tringe las posibilidades de actuación libre de la víctima; y además para su dignidad, en 
cuanto negadora de su igual condición de persona y en tanto que hace más perceptible 
ante la sociedad un menosprecio que la identifi ca con un grupo menospreciado.
Para un estudio más detenido, BERMÚDEZ REQUENA, Juan Manuel, “Silencio o re-
tractación de la víctima y continuación del proceso penal: el bien jurídico desde una pers-
pectiva constitucional” en Violencia de género y Justicia; CASTILLEJO MANZANARES, 
Raquel Dir.; ALONSO SALGADO, Cristina coord..; Universidade de Santiago de Compos-
tela; 2013,pps.629-646.
5  El Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 
contra la mujer y la violencia doméstica hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011, en vigor 
en España desde el 1 de agosto de 2014, en su artículo 27 exige a los Estados Parte alentar 
la presentación de denuncias por toda persona testigo (….) o que tenga serias razones 
(…) así como tomar medidas para que los deberes de confi dencialidad de ciertos profesio-
nales no sean un obstáculo para denunciar a organizaciones o autoridades competentes la 
comisión de hechos graves.
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la LECRim excepciona el deber de denunciar en los supuestos en los que el 
delito lo haya cometido el cónyuge o relación análoga. Se trata de una previ-
sión jurídica que presume un confl icto de intereses y, por tanto, una pondera-
ción, entre, obtener la tutela por una vulneración de algún derecho, o prote-
ger un vínculo afectivo. Podríamos preguntarnos si el legislador al prescribir 
tal excepción pensaba en el supuesto de delitos de un cónyuge hacia el otro 
cónyuge o si, el espíritu del artículo 261 de la LECrim se dirige a salvaguardar 
el encubrimiento entre cónyuges ante lo que uno de ellos ha cometido contra 
una tercera persona. Es más, podríamos preguntarnos si dentro de la fi nali-
dad del artículo 261 de la LECrim (preservar un vínculo familiar) también se 
incluye la preservación de un vínculo conyugal donde la esposa es cuestiona-
da, infantilizada, sometida y maltratada por el cónyuge agresor.
Ahora bien, si de estas preguntas extraemos la conclusión de que la excep-
ción del deber de denunciar por parte de un cónyuge debería, a su vez, “excep-
cionarse” en el caso de violencia de género, las consecuencias serían imponer 
un deber de denunciar que, quizás, no sea el medio adecuado para incentivar6 
la denuncia en casos de violencia de género por parte de la víctima. 
Siguiendo con esta línea, aunque dejando a un lado la polémica en torno 
a la excepción del artículo 261 de la LECRim, la denuncia de un delito de vio-
lencia de género puede provenir de la víctima, de sus familiares o allegados, 
de su asistencia letrada, bien trasladando la notitia criminis a las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, al Ministerio Fiscal, al Juzgado competente, al per-
sonal sanitario que atienda a la víctima o bien, por medio de la llamada al 
número 016, Servicio Telefónico de Atención y Protección a las víctimas de la 
violencia de género (ATENPRO)7. Esta última se trata de una teleasistencia 
móvil, integrada en el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
gestionado por la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), 
que según su Protocolo ofrece una atención inmediata y a distancia, asegu-
rando una respuesta rápida a las eventualidades que les puedan sobrevenir, 
las 24 horas del día, los 365 días del año y sea cual sea el lugar en que se 
encuentren. Siendo el objetivo fundamental, que la víctima se sienta segura 
6 http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder_Judicial/En_Portada/Informe_so-
bre_victimas_mortales_de_la_violencia_de_genero_y_de_la_violencia_domestica_
en_el_ambito_de_la_pareja_o_ex_pareja_en_2011 En el año 2011, un 74% de las falle-
cidas por violencia de género no había denunciado. 
En el año 2013, fallecieron 54 mujeres víctimas de violencia de género y solo 11 presen-




y acompañada mientras dure el proceso que le permita retomar las riendas 
de su vida.
Las víctimas de violencia de género que quieran acceder al servicio que 
ofrece ATENPRO, deberán aportar fotocopia de la orden de protección, o re-
solución judicial que contenga la medida de alejamiento. En el caso de no 
contar con orden de alejamiento, podrá acogerse a los servicios ofrecidos a 
través del “acceso excepcional”8, previamente autorizado por la Administra-
ción, y sólo tendrá una vigencia de seis meses, o durante un plazo más exten-
so, si durante ese tiempo se interpone denuncia9, aunque el juez no acuerde 
la orden de protección o medida de alejamiento.
De alguna forma, parece incentivarse, promoverse, exigirse que exista de-
nuncia o que se haya acordado una orden de protección. ¿Protege esta medi-
da a las mujeres víctimas de género que no quieran denunciar? Son numero-
sas las voces críticas contra esta obligación de denunciar que se impone a la 
mujer víctima de violencia de género para que acceda a la protección integral 
que el sistema le ofrece. Más aún, y tras la entrada en vigor del Convenio de 
Estambul y su artículo 29, surge con mayor ímpetu las voces que sugieren la 
necesidad de analizar una primera fase asistencial a las víctima de violencia 
por razón de sexo en el orden civil.
En esta misma línea, para acceder como usuaria a los servicios con que 
asiste ATENPRO, uno de los requisitos es No convivir con la persona o per-
sonas que les han sometido a maltrato. Esta exigencia parece sustentarse en 
el obstáculo que puede resultar la convivencia entre víctima y victimario para 
la consecución de los objetivos que persigue ATENPRO10. En todo caso, exigir 
8  Circular 4/2011 del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, de 20 de 
junio de 2011.
9  En este sentido, en el II Encuentro de abogadas/os de violencia de género en el 
marco de la Subcomisión de Violencia sobre la Mujer del Consejo General de la Abogacía 
Española, propone Desvincular el proceso penal de otros procesos, pues es posible que 
la víctima no esté preparada para denunciar en ese momento pero necesita de ayuda 
psicológica, laboral... 
Sin embargo, es signifi cativo la taxativa prohibición de métodos alternativos de re-
solución de confl ictos en lo referido a los delitos objeto de protección (artículo 48) que 
establece el Convenio de Estambul.
10  Conforme al Protocolo de ATENPRO: Proporcionar seguridad y tranquilidad, Po-
tenciar la autoestima y la calidad de vida de las usuarias del servicio, Garantizar una 
atención inmediata y adecuada ante situaciones de Emergencia, Realizar un seguimien-
to activo de la situación (…).
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esta decisión en la víctima puede conllevar impedir el acceso a los servicios 
asistenciales a mujeres víctimas de violencia de género que no quieran o no 
puedan dejar de convivir con su agresor (el aspecto psicológico es un aspecto 
trascendental en la violencia de género, teniendo presente las particularida-
des y especifi cidades de cada víctima), o abandonar el domicilio que compar-
ten (motivos económicos, relacionales, dominicales,…).
Actualmente, ha despertado una crítica dirigida hacia consideración pa-
ternalista del Estado en su afán por asumir la persecución de la violencia de 
género como un asunto propio, olvidando las necesidades de las víctimas11. 
La denuncia por parte de la víctima se constituye como requisito necesa-
rio para acceder a los restantes instrumentos de protección e intervención 
que prevé la Ley Orgánica 1/2004. Así, su artículo 23 prescribe Las situa-
ciones de violencia que dan lugar al reconocimiento de los derechos regu-
lados en este capítulo se acreditarán con la orden de protección a favor de 
la víctima.
En este sentido, la Ley 27/2003, de 31 de julio, que regula la Orden de 
protección de las víctimas de la violencia doméstica12, limita la posibilidad 
de adoptar medidas de carácter civil13 a que tales medidas sean solicitadas 
expresamente por:
1) Por la víctima o su presentante legal o 2) Por el fi scal, cuando existan 
hijos/as menores o incapaces.
De este modo, para que en la orden de protección, que constituye el esta-
tuto de protección integral de las víctimas de violencia de género, se adopten 
medidas de carácter civil en favor de una mujer víctima de violencia de gé-
11  TORRADO TARÍO, Cristina; “Violencia doméstica versus violencia de género: 
transitando por el universo psico-jurídico” en Violencia de género y Justicia; CASTILLE-
JO MANZANARES, Raquel Dir.; ALONSO SALGADO, Cristina coord..; Universidade de 
Santiago de Compostela; 2013, pp. 77.
12  http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2003-15411 .
13  Consecuencia de la existencia de ciertos principios de carácter civil como la justi-
cia rogada o el principio dispositivo suponen que las medidas de naturaleza civil, que ya 
no suponen una protección física de la víctima, hayan de ser solicitadas por la víctima, su 
representante legal o el Ministerio Fiscal si existieran hijos menores o incapaces. Sin em-
bargo, esto queda atenuado por la referencia en el mismo párrafo al art. 158 del Código 
Civil, que faculta al juez a dictar las medidas que considere en benefi cio del menor, con lo 
que en realidad el juez se puede pronunciar de ofi cio sobre cualquier medida que ataña 
al bienestar del menor. SOLETO MUÑOZ, HELENA; Cuestiones procesales relacionadas 
con la violencia doméstica; Revista Sepinnet práctica procesal, serie 2531; 2005.
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nero sin hijos menores o incapacitados, requiere que ella lo solicite. ¿Protege 
esta exigencia a las mujeres víctimas de género que no quieran denunciar?
Como pone de relieve Cristina Torrado14, parece que esta protección sería 
más viable de haber atendido a la Recomendación del Comité de Ministros 
a los Estados Miembros de 2002 sobre la protección de la mujer contra la 
violencia en la que se determina que la protección procederá “exista o no de-
nuncia formal por parte de la víctima”.
c) La dispensa del deber de declarar
La testigo-víctima puede acogerse a la dispensa legal del deber de declarar, 
a tenor de lo dispuesto en el artículo 416 y 707 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.
El deber de informar a la mujer víctima de su derecho a no declarar contra 
su agresor se torna por tanto esencial de manera que la falta de información 
conlleva la nulidad de las declaraciones prestadas sin estar la víctima infor-
mada de su derecho a no declarar (entre otras, Sentencia del Tribunal Supre-
mo de 20 de enero de 2009). Esta información habrá de ser transmitida a la 
víctima en fase prejudicial, en sede del Juzgado instructor y en el plenario15.
No obstante, siguiendo la opinión del Consejo General del Poder judicial 
en su Informe del Grupo de expertos y expertas en violencia doméstica y de 
género de 2008 determinó que “cuando el pariente es la víctima resulta ló-
gico entender que no puede aplicarse el 416 de la LECRim (…) el precepto 
no nació para posibilitar la impunidad por el hecho contra quien denuncia 
(…)”.
Esta interpretación fue recogida por la Sala Segunda del Tribunal Supre-
mo quien ha precisado recientemente el alcance del artículo 416 LECrim. Así, 
en acuerdo del Pleno de fecha 24 de abril de 2013 resolvió que:
“La exención de la obligación de declarar previstas en el art. 416.1 LE-
Crim alcanza a las personas que están o han estado unidas por alguno de los 
vínculos a que se refi ere el precepto. Se exceptúan:
14  TORRADO TARRÍO, Cristina; “Violencia doméstica versus violencia de género: 
transitando por el universo psico-jurídico” en Violencia de género y Justicia; CASTILLE-
JO MANZANARES, Raquel Dir.; ALONSO SALGADO, Cristina coord..; Universidade de 
Santiago de Compostela; 2013, pp.78.
15  Para mayor detalle, CASTILLEJO MANZANARES, Raquel; SERRANO MASIP, 
Mercedes; “Denuncia y dispensa del deber de declarar” en Violencia de género y Justicia; 
CASTILLEJO MANZANARES, Raquel Dir.; ALONSO SALGADO, Cristina coord..; Univer-
sidade de Santiago de Compostela; 2013; 549-580.
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a/ La declaración por hechos acaecidos con posterioridad a la disolución 
del matrimonio o cese defi nitivo de la sustitución análoga de afecto.
b/ Supuestos en que el testigo esté personado como acusación en el pro-
ceso.
En opinión de gran parte de la doctrina, esta derecho de la testigo-víctima 
de guardar silencio (en el caso de que no esté personada como acusación, 
supuesto en que el Tribunal Supremo exceptúa esta exención) convierte el 
delito de violencia de género en un delito semiprivado16.
No obstante, excepcionar la dispensa del deber de declarar del artículo 416 
de la LECRim en casos de violencia de género, conlleva consecuencias perju-
diciales para la mujer víctima de violencia de género obligada a declarar que 
no quiera o no pueda hacerlo (decisión voluntaria o forzosa17).
En este sentido es necesario traer a colación una de las conclusiones ex-
traídas de las ponencias con motivo del Encuentro “Ley contra la Violencia 
de Género: dos años después las víctimas siguen enfrentando obstáculos” en 
Septiembre de 2007, No es del todo claro que la suspensión de su aplicación 
(del artículo 416 de la LECRim) sea benefi ciosa para las mujeres víctimas 
de violencia de género, ya que si en el juicio, obligadas a declarar contra 
su agresor, deciden cambiar su declaración y no reconocer la agresión, se 
puede pensar que ha habido una denuncia falsa18. 
16  La Fiscalía General del Estado en su Memoria del año 2008 afi rma que el 44% de 
las retiradas de acusación se deben precisamente a que la víctima de violencia de género se 
acogió en el plenario a la dispensa de declarar.
17  A este respecto merece ser señalada la STS 1280/2011, 22 de noviembre de 2011, 
en la que se estimó el recurso de casación por infracción de los derechos a la tutela judicial 
efectivo, a utilizar los medios de prueba que se consideren pertinentes y a que el proceso 
discurra con las debidas garantías para todas las partes, en igualdad de armas al haber-
se dirigido el acusado a la víctima (hija del mismo) cuando fue informada de su derecho 
a no declarar, y tras decirle algo al oído, la víctima, no declaró. Ordenando celebrar un 
nuevo juicio con otro Tribunal distinto al que dictó la sentencia recurrida, en el que se 
deberán tomar las medidas adecuadas para que el acto del juicio oral se desarrolle con 
las debidas garantías. 
18  http://cdd.emakumeak.org/fi cheros/0000/0375/resumen_ponencias_2_anos_
ley_integral.pdf , página 18.
No obstante, conviene recordar que conforme al artículo 715 de la LECRim Siempre 
que los testigos que hayan declarado en el sumario comparezcan a declarar también 
sobre los mismos hechos en el juicio oral, sólo habrá lugar a mandar proceder contra 




Y en este misma línea y continuando con el Acuerdo del Pleno de la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo, la mujer víctima/testigo de violencia de géne-
ro que se haya personado en el proceso y se niegue a declarar, ¿incurriría en el 
supuesto del artículo 716 de la LECRim y, por tanto, se le impondría en el acto 
la multa de 200 a 5.000 euros y Si a pesar de esto persiste en su negativa, se 
procederá contra él como autor del delito de desobediencia grave a la autori-
dad? Esta consecuencia jurídica situaría a nuestro sistema procesal penal como 
un instrumento perverso alejado de toda lógica jurídico material interna. 
Permitir a la víctima que se haya personado, que decida si declarar o no 
en el juicio oral, o cambiar su declaración respecto a la mantenida en ins-
trucción19 no puede conllevar otra consecuencia que, o la de no contar con su 
declaración en fase oral, o la de contar con otra declaración a la prestada en 
fase sumarial.
Desde la óptica jurídica, es momento de aclarar qué valor otorgarle a la 
declaración en fase de instrucción20.
A esta última cuestión, si la testigo-víctima modifi ca su declaración en el 
Juicio Oral, podríamos remitirnos al artículo 714 de la LECRim y, proceder, 
por tanto a la lectura de la declaración prestada en fase sumarial para que se 
aclare el motivo de la contradicción. En el supuesto de que la víctima no de-
clare, el TS viene imposibilitando la aplicación del artículo 730 de la LECrim, 
y, por tanto, no admite la incorporación de la declaración testifi cal prestada 
en Sumario a la actividad probatoria del Juicio Oral21 .
19  ¿Como ejercicio, a su vez, de la facultad que concede el artículo 418 de la LECRim 
o, por el contrario, si decide declarar nos situamos bajo la sombra del delito de falso tes-
timonio en su acción típica de faltar a la verdad o sin faltar sustancialmente a la verdad, 
la alterare con reticencias, inexactitudes o silenciando hechos o datos relevantes que le 
fueran conocidos? En estos supuestos convendría refl exionar sobre la conveniencia de 
aplicar una excusa absolutoria o causa de justifi cación.
20  Ha sido uno de los aspectos recurrentes en cada uno de los Congresos promovidos 
por el Observatorio Estatal contra la violencia doméstica o de género, como el celebrado 
los días 1 y 2 de diciembre de 2014.
21 Por tanto, admitida la plenitud de efi cacia de la decisión de no declarar contra 
el acusado en el Juicio Oral, es improcedente desvirtuar el ejercicio de esta facultad 
trayendo a la valoración de la Sala su declaración sumarial incriminatoria, en su Sen-
tencia de 29 de octubre de 2014 donde, además, afi rma Y si bien, se cuestiona frecuente-
mente su operatividad en supuestos como el presente, donde el pariente exento, además 
de testigo es víctima, las propuestas de corrección para restringir su alcance, son vía 
lege ferenda.
A este respecto es del todo interesante hacer mención a la Sentencia del Tribunal Eu-
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En este sentido, el Observatorio Estatal de violencia contra la mujer pro-
pone conceder valor y efi cacia en el juicio y, por lo tanto, en la sentencia, 
a las declaraciones prestadas por la víctima en la instrucción, a presencia 
judicial y con la garantía de la contradicción, lo que, en su caso, requeriría 
conceder a esta prueba el carácter de prueba anticipada en la Lecrim”. Esta 
propuesta nos obliga a refl exionar si la consideración de las declaraciones de 
la víctima en instrucción como prueba anticipada, aun respetando el prin-
cipio de inmediación y contradicción, vulneraría el derecho de defensa del 
acusado. Cumplimentando las exigencias de la LECRim respecto a la prueba 
anticipada (en concreto, el artículo 44822 o 77723), parece que nada obstaculi-
zaría que el detenido pueda ejercitar su derecho de defensa.
En este punto hay que traer a colación la exigencia que impone el Conve-
nio de Estambul en su 56.g) respecto a evitar el contacto entre las víctimas 
y los autores de los delitos en la sede de los tribunales o de los locales de las 
fuerzas y cuerpos de seguridad o en su apartado i) Permitiendo a las vícti-
mas declarar ante el tribunal, de conformidad con las normas de su derecho 
interno, sin estar presentes, o al menos sin que el presunto autor del delito 
esté presente, especialmente recurriendo a las tecnologías de la comunica-
ción adecuadas, si se dispone de ellas. 
Asimismo, habría que tener en cuenta como otro obstáculo para la presen-
tación de denuncia por parte de la víctima, la inseguridad que genera la res-
puesta de la Administración de Justicia respecto de cuestiones relacionadas 
con la patria potestad, guarda, custodia, régimen de visitas,… de la descen-
dencia común de víctima y victimario24.
ropeo de Derechos Humanos de 19 de febrero de 2013, asunto Gani, en la que se señalaba 
no se infi ere la existencia de un derecho ilimitado a que se garantice la presencia del tes-
tigo en la vista oral (…) sin que la no apreciación de dicha necesidad determine, de suyo, 
infracción del principio de contradicción. De este modo, a la vista de la imposibilidad de 
llevar a cabo el interrogatorio completo de la testigo durante el juicio oral, pues padeció 
estrés postraumático, procedió a la lectura de la declaración prestada en la instrucción, 
lo que permitió cotejar los diferentes relatos de los hechos.
22  Si bien, la inmediatez y espontaneidad con que se da la primera declaración, quizás 
se vea perjudicada por la concesión de 24 horas para que el reo nombre abogado.
23  Interesa la STS 166/2012 de fecha 16 marzo de 2012.
24  Subrayamos a este respecto la Sentencia 41/2014, de 1 de enero, del Juzgado de 
los Social nº3 de Almería respecto a la consideración de la menor como huérfana de doble 
vínculo, cuya madre fue asesinada por su padre, condenado a prisión. La consideración de 
hijas e hijos como víctimas de violencia de género es una de las cuestiones que actualmente 
CRISTINA RUIZ LÓPEZ
86
Es interesante la propuesta de reforma de la Ley Protección Integral en el 
seno del II Encuentro de abogadas/os de violencia de género proponiendo la 
ampliación de la asistencia jurídica gratuita de la víctima al asesoramiento 
jurídico previo, cualquiera que sea la jurisdicción, durante todo el proceso, 
y en los diferentes procedimientos, con la fi nalidad de asesorar sobre las 
consecuencias, alternativas, etc.
d) La víctima como única testigo25
Las acciones tipifi cadas como violencia de género se suelen perpetrar 
aprovechando circunstancias de lugar y tiempo. En la mayoría de los casos, el 
único medio probatorio es la declaración de la víctima. ¿Qué incidencia tiene 
la sola declaración de la víctima como prueba de cargo? El Tribunal Supremo 
ha venido señalando que el solo testimonio de la víctima, con tal de que se 
acomode a ciertas características o requisitos, puede resultar potencialmente 
apto para desvirtuar el derecho constitucional a la presunción de inocencia26. 
se encuentra recogida en la Ley del Estatuto de la Víctima del Delito. En esta misma línea, 
la propuesta en el II Encuentro de abogados/as de violencia de género de 2014, Cuando 
un progenitor es imputado por un delito de violencia de género no se le podrá atribuir la 
guarda y custodia ni el régimen de visitas hasta que se extinga la responsabilidad penal. 
Una vez extinguida se podrá modifi car esta medida.
25  Curiosa paradoja la que resulta de interrelacionar el apartado “la mujer víctima de 
violencia de género como única testigo” y el origen etimológico de la palabra “testifi car”. 
La octava acepción del Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española al término 
“testigo” es “testículo”. Mero apunte históricolingüístico que, quizás, no conviene olvidar.
26  Así, lo declaran, entre muchas otras, las SSTS de fechas 19/12/2.002 (RJ 2003, 
497) y 18/06/2.003 (RJ 2003, 6241) cuando señalan que la declaración de la víctima, 
incluso en los casos de que se trate de prueba única, resulta hábil como prueba de car-
go para enervar la presunción de inocencia “si no existen razones objetivas que hagan 
dudar de la veracidad de los que se dice, no siendo pues un problema de legalidad sino 
de credibilidad”. En este sentido y en síntesis, ha observado reiteradamente el TS que 
resulta al respecto preciso valorar la ausencia de lo que se ha denominado increduli-
dad subjetiva, derivada de la eventual relación que pudiera existir entre la víctima y el 
acusado y que pudiera conducir a la deducción de la existencia de un móvil de resenti-
miento, enemistad, odio, venganza o cualquier otro que pueda enturbiar la credibilidad 
de la víctima. En segundo lugar, verosimilitud de la versión ofrecida por la testigo, que 
se alcanza mediante la constatación de la concurrencia de corroboraciones periféricas 
de carácter objetivo, que avalen lo que no es propiamente un testimonio sino una de-
claración de parte interesada, en cuanto que la víctima puede personarse como parte 
acusadora particular o perjudicada civilmente en el procedimiento. Y, en tercer lugar, 
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1.2. Perspectiva psicológica y sociológica.
Atender a las características psicológicas que presentan las mujeres vícti-
mas de violencia de género supone incidir en un aspecto trascendental en este 
tipo de delitos. El perfi l psicológico de una mujer víctima de violencia ma-
chista lejos de presentar características predicables a todas y cada una de las 
víctimas, por el contrario, nos aporta unas herramientas para analizar y com-
prender el alcance que la violencia ejercida sobre ella por su agresor ha ido 
forjando en su carácter, personalidad, habilidades y capacidades personales.
Suele ser una pregunta frecuente cómo una mujer puede soportar una re-
lación con alguien que le somete, tortura, infantiliza o cosifi ca, ejerce vio-
lencia (física o psíquica) sobre ella. Esta pregunta se sugiere en numerosos 
círculos más o menos supuestamente expertos en relación a la violencia sobre 
la mujer (televisión, ámbito social,…). Pone de relieve la presunta o preten-
dida trascendencia del consentimiento de la víctima en todo lo que rodea a 
la violencia de género. El consentimiento de la víctima de violencia machista 
parece eliminar la posibilidad de valorar esa relación que mantiene con el 
agresor (evitando todo juicio sobre los posibles vicios de voluntad, conoci-
miento o capacidad). La presunta o pretendida eximente de consentimiento 
en pro de la consideración de la mujer víctima de violencia de género como 
una persona jurídicamente capacitada y responsable y psicológicamente esta-
ble o equilibrada. En este punto son de sumo interés las refl exiones del Tribu-
nal Supremo acerca del alcance del consentimiento de la víctima en el delito 
de quebrantamiento del artículo 468.2 CP (STS de 24 de febrero de 2009 “No 
cabe, por lo tanto, aceptar que el acuerdo de acusado y víctima pueda ser 
bastante para dejar sin efecto el cumplimiento de la sentencia condenatoria. 
El cumplimiento de una pena no puede quedar al arbitrio del condenado y 
lo mismo debe decirse de la medida de alejamiento como medida cautelar”). 
Es de interés, que en las estadísticas sobre las víctimas mortales por violencia 
de género del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, se especi-
la persistencia en la incriminación, de modo que debe ser prolongada en el tiempo y sin 
ambigüedades ni contradicciones. En contraste con estos criterios exigidos por la Juris-
prudencia española, merecería un estudio detenido las Reglas de Procedimiento y Prueba 
del Estatuto de Roma en concreto las reglas número 63, 70 y 71, que consagran expre-
samente que no se debe exigir la corroboración del testimonio de la víctima (eso sí, en 
relación a delitos contra su libertad sexual), así como que no es admisible argumentar el 




fi que si el quebrantamiento de medidas se produjo con o sin consentimiento 
de la víctima. La necesidad de destinar una casilla a este dato en particular, 
irrelevante en cuanto a eximir de responsabilidad al infractor puede servirnos 
asimismo para atender a los aspectos psicológicos de la víctima y la relevancia 
del contexto sociológico en que se produce27. 
El síndrome de la mujer maltratada, la teoría del ciclo de la violencia en 
la pareja de Leonore Walker28, o la teoría de la indefensión aprendida de 
Martin Seligman29, nos pueden dar cuenta de lo que la violencia por razón de 
género ejercida sobre la mujer genera en su capacidades cognitivas y voliti-
vas. Asimismo, convendría refl exionar sobre cómo poder percibir la violencia 
por razón de género en una sociedad en la que está tan normalizado el trato 
diferenciado según el sexo de la persona. El imaginario colectivo creado por 
las películas, los programas de televisión, el modo de vida de los personajes 
famosos, la moda,… nos sugieren modos de pensar, de vivir, de experimentar 
sensaciones, muchas de ellas basadas en la consideración desfavorable de las 
capacidades de la mujer. Aquel dejarlo todo como símbolo de amor o ponerse 
celoso por estar enamorado u oponerse a una cita familiar por una mera 
prelación de intereses o aquella no es agresividad, es carácter o persona-
lidad o el vigor sexual como algo innato e irremediable en el hombre, todo 
como señal de amor o enamoramiento, normalizan verdaderos sentimien-
tos de posesión, de infantilización femenina, de cosifi cación, en defi nitiva, 
de falta de respeto a la dignidad y personalidad de la persona con la que se 
comparte la vida. Desde esta normalización, ¿cómo denunciar algo que se ve 
como normal? El Instituto Andaluz de la Mujer en su informe de 2012 ponía 
sobre la mesa algunas de las causas por las que las víctimas de violencia de 
género deciden, o no denunciar, o retirar la acción, o acogerse a la dispensa: 
la vergüenza, la culpa30 y presiones de sus allegados.
27 ¿En alguna otra estadística ofi cial sobre algún otro delito consta el consentimiento 
de la víctima? ¿Recoger este dato en una estadística introduce el debate sobre la 
concurrencia de culpas? ¿O es un dato con el que el Estado trata de expresar uno de los 
mayores obstáculos para acabar con este delito?
28  WALKER, Leonore; The Battered Women, Ed.: DESCLEE DE BROUWER 1979 
Especialmente, la tercera fase (tras “acumulación de tensión” y “explosión o agresión”): la 
reconciliación o luna de miel.
29  Así como otras Teorías recogidas en el estudio “Sobre la inhibición a denunciar 
de las víctimas de violencia de género” de la Delegación del Gobierno para la Violencia de 
Género del año 2015.
30  Sería interesante analizar que el derecho a guardar silencio, como derecho de toda 
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Asimismo, desde la perspectiva de la víctima, otro de los principales obs-
táculos que se encuentra para decidirse a denunciar los hechos es la necesi-
dad de contar con pruebas. En los procesos penales por delito de violencia 
de género se agudiza esta complejidad probatoria al interrelacionarse dos 
cuestiones esenciales: tratarse de un delito que se comete en su mayor me-
dida en el ámbito privado (un marco espacial que suele excluir la presencia 
de terceros) y la existencia de un tipo de violencia que no deja huella física 
visible.
Por ello, como ya he recogido, en la mayoría de los casos, la declaración de 
la víctima es la única prueba de cargo con que cuenta la denunciante o quie-
nes sostengan la acusación. 
Mayor difi cultad probatoria cuando la víctima-testigo se acoge a la dis-
pensa legal del deber de declarar, a tenor de lo dispuesto en el artículo 416 
y 707 de la LECRim, cuestión tratada en líneas anteriores. Desde un análisis 
centrado en los aspectos psicológicos y sociológicos, habría que preguntarse 
qué provoca que la mujer se niegue a declarar en fase oral.
Se trata de un aspecto de gran calado y consecuencias que merece ser tra-
tado con una detención que excede del objetivo del presente artículo. En todo 
caso, es necesario hacer mención al Convenio del Consejo de Europa sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica 
focalizando su artículo 21 y siguientes en la importancia en la labor protectora 
y asistencial de la Administración. Es interesante este punto de vista ya que 
la necesidad de empoderamiento y autoafi rmación que precisan las mujeres 
víctimas de violencia patriarcal es una constante en los casos presentados31. 
Esta necesidad parece recogida la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de 
la víctima del delito donde se otorga a la víctima el derecho a estar acompa-
ñada de la persona que desee desde el primer contacto con las autoridades así 
como que siempre se les notifi carán las resoluciones sobre medidas caute-
persona acusada, sea el más ejercido por las víctimas de violencia de género. La dispen-
sa de declarar, asemeja a la víctima más al acusado que a un testigo. Si bien, el silencio 
del acusado no puede determinar su culpabilidad –el ejercicio de un derecho no puede 
conllevar un perjuicio para su titular–, mientras que el silencio de la víctima no puede 
determinar su credibilidad –¿el ejercicio de un derecho no puede conllevar un perjuicio 
para su titular?–.
31  Gran relevancia del trabajo de las Unidades de Valoraciones Forenses Integrales 
y por ello, se hace necesaria la homogeneidad de protocolos así como profundizar en el 
desarrollo e implantación en sede policial de los Sistemas de Seguimiento de los Casos de 
Violencia de Género, (VIOGEN) perfeccionando las herramientas de valoración del riesgo. 
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lares adoptadas o modifi cadas, y cualesquiera otras que puedan poner en 
peligro su seguridad32
1.3. Diferentes formas de terminación de los procesos por violencia de 
género
Considero esencial hacer mención a las formas de terminación de los pro-
cesos por violencia de género dado que en ocasiones al tratar el tema de las 
denuncias de los delitos de violencia de género, suele sugerirse en determina-
dos ámbitos su recurso fraudulento o cuanto menos, faltando las exigencias 
de la buena fe en el ámbito procesal.
El proceso penal, en general, puede acabar en un sobreseimiento de la causa 
o en una sentencia. El sobreseimiento, a su vez, puede ser libre o provisional. 
El sobreseimiento libre (artículo 637 de la LECRim) procede cuando no exis-
tan indicios racionales de haberse cometido el delito; cuando el hecho no sea 
constitutivo de delito; cuando aparezcan exentos de responsabilidad criminal 
los procesados como autores, cómplices o encubridores. El sobreseimiento li-
bre comporta la terminación defi nitiva del proceso y produce el efecto de cosa 
juzgada material. En este caso, también se puede reservar el derecho de perse-
guir al querellante como calumniador y el Tribunal podrá igualmente mandar 
proceder de ofi cio contra el querellante, con arreglo a lo dispuesto en el Código 
Penal (delitos de acusación y denuncia falsa del artículo 456).
El sobreseimiento provisional (artículo 641 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal) procede cuando no resulte debidamente justifi cada la perpetración 
del delito que haya dado motivo a la formación de la causa (hay indicios de 
delito, pero no hay pruebas sufi cientes), o cuando del sumario resulte haberse 
cometido un delito y no haya motivos sufi cientes para acusar a determina-
da persona determinadas personas como autores, cómplices o encubridores 
(hay delito pero no autores). El efecto del sobreseimiento provisional es la 
suspensión del proceso y el archivo provisional de las actuaciones pudiéndose 
reabrir mientras el delito no prescriba si se descubriesen nuevos elementos 
probatorios que permitan formular acusación.
Conforme al artículo 742 de la LECRim, la sentencia puede ser condena-
toria o absolutoria, terminando el procedimiento en una sentencia fi rme que 
ponga fi n al proceso judicial.
32  Artículo 4 apartado c) y artículo 7 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de 
la víctima del delito. BOE de 28 de abril de 2014.
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Esta breve referencia a las posibles formas en que puede fi nalizar un pro-
ceso penal sirve de base para, sin dar pábulo a críticas infundadas, diferenciar 
los anteriores modos de terminación de un proceso penal por violencia de 
género y, por otro lado, la fi nalización de un proceso penal en caso de delitos 
de denuncia falsa o falso testimonio. Según la Memoria Anual de la Fiscalía 
General del Estado33, en el año 2013, se presentaron 124.89434 denuncias, 
hubo 3 condenas por denuncia falsa lo que supone un 0.0024%, que junto 
con las 17 causas en tramitación (y suponiendo que fueran condenatorias), 
suponen un 0,013%. En esta misma línea continua señalando el escasísimo 
porcentaje de causas incoadas cada año por delito de acusación y denuncia 
falsa –120– en relación al número de denuncias por violencia sobre la mujer 
interpuestas –657.084–, que supone un 0,018%.
2. Estadísticas ofi ciales sobre las denuncias del delito de violencia de gé-
nero35. Algunas refl exiones
- Denuncias presentadas. Evolución 2007/diciembre 2014
33  https://www.fi scal.es/fi scal/publico/ciudadano/documentos/memorias_fi sca-
lia_general_estado,pag. 311
34  El número de denuncias recogido por la Fiscalía General del Estado para el año 
2013 es de 124.894, mientras que su número es de 124.893 si seguimos la estadística re-







Año 2007 12 126.293
Año 2008 13,5 142.125
Año 2009 12,9 135.540
Año 2010 12,7 134.105
Año 2011 12,7 134.002
Año 2012 12,2 128.477
Año 2013 11,9 124.893
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Podemos afi rmar, a la luz de la estadística expuesta, que desde el año 
2008, el número de denuncias presentadas por violencia de género ha ido 
disminuyendo progresivamente. 
¿Fruto de una menor presencia de este delito en la sociedad? ¿Consecuencia 
de la menor creencia en el sistema judicial por parte de las víctimas y personas 
allegadas? ¿Derivado del miedo de las víctimas a la situación postdenuncia 
con su agresor? Es de suma difi cultad responder a estas cuestiones. De hecho, 
en general, las estadísticas presentadas ofrecen mayor claridad en cuanto a 
consideraciones cuantitativas que a análisis cualitativos.
Quizás las consideraciones referidas respecto a los obstáculos psicológi-
cos y jurídicos (sobre todo probatorios, así como la repercusión en cuanto 
a la guarda y custodia y régimen de visita de la descendencia común) deban 
de ser traídas a colación. Asimismo, habría que tomar en consideración una 
constatación fáctica: la denuncia supone iniciar la vía penal, el ejercicio del 
ius puniendi. Cuando una víctima de violencia de género denuncia su situa-
ción, ¿pretende castigar a su agresor? O ¿solo quiere fi nalizar esa situación? 
O ¿mostrarle a su agresor que está siendo injusto, insensible, y que tiene que 
cambiar? No se puede ayudar a las víctimas de violencia de género renun-
ciando a conocer qué quieren que suceda cuando deciden hacer pública la 
violencia que sufren.
En cuanto a la evolución trimestral de las denuncias presentadas desde el 
segundo trimestres del año 2012 al cuarto trimestre del año 2014, partien-
do del dato del segundo trimestre de 2012 con 32.704 denuncias, marca el 
registro más alto el tercer trimestre de ese mismo año con 33.814 denun-
cias. El primer trimestre del año 2013 marca el registró menor  con 29.487 
denuncias. Marcando una tendencia de progresivo aumento hasta el tercer 
trimestre con 33.050 denuncias momento temporal en el que comienzan a 
descender el número de denuncias hasta las 31.431 del cuarto trimestre del 
año 2014.  Si trazáramos una línea que una los puntos referidos a los distintos 
trimestres desde el año 2012, esta línea no sigue un sentido claro y ni siquiera 
invita a una interpretación concluyente. La única consideración que se puede 
realizar es que la cuota más alta de denuncias se presenta en el tercer trimes-
tre de cada año. Eso sí, desde el tercer trimestre del año 2013, el número de 
denuncias ha ido disminuyendo de forma no uniforme ni siguiendo una cuota 
de variación fi ja dado que en ocasiones experimenta subidas pero siempre 




En cuanto al número de renuncias, desde el segundo trimestre del año 
2012, con un 12,6% de renuncias, al segundo trimestre del año 2014, con un 
13,2% de renuncias, podemos afi rmar que el número de renuncias a la denun-
cia presentada ha ido en progresivo aumento. Eso sí, sin que el aumento siga 
una cuota fi ja y constante puesto que tras el aumento de renuncias durante 
el tercer y cuarto trimestre de 2012, y primer trimestre de 2013, la renuncias 
disminuyeron hasta el tercer trimestre de 2013, momento en el que aumen-
taron en casi el 4% el ratio renuncias/denuncias. Este índice de retirada de 
denuncias así como el elevado número de sobreseimientos podría interrela-
cionarse con la relación entre víctima-agresor en el momento de judicializar-
se la violencia (32% ex relación de afectividad, 30% relación de afectividad)
- Denuncias presentadas vs. sentencias
En el año 2013 se presentaron 124.894 denuncias. Se dictaron un total de 
47.144 sentencias (59,98% condenatorias, 40,02% absolutorias). ¿Qué ocu-
rre con casi el triple de los casos que se judicializan?  
Interesa fi jarnos en el dato de los sobreseimientos provisionales en sede 
de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. 
En cuanto a las formas de terminación, el 35,7% de los casos son sobreseí-
dos (provisionalmente) en sede de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, 
en el 22,9% de los casos en sede de los Juzgados de lo Penal fi nalizan con sen-
tencia condenatoria de conformidad, el 25,7% condenatoria sin conformidad, 
en sede de las Audiencias Provinciales, el 69% de los sumarios fi nalizan con 
sentencia condenatoria, en este mismo sentido fi nalizan el 68% de los proce-
dimientos abreviados y el 100% de los 42 procedimientos por el tribunal del 
Jurado (En materia de violencia de género, se siguen por esta vía los homici-
dios consumados y los delitos de amenazas condicionales y allanamiento de 
morada). Se presentaron 8.269 recursos de apelación en el año 2013. El 17,3% 
de los recursos de apelación contra sentencias condenatorias en juicios de fal-
ta fueron estimados mientras que el 33% de los recursos de apelación contra 
sentencias absolutorias en procedimientos abreviados fueron estimados.
- Denuncias presentadas por las víctimas mortales a 31 de diciembre de 
Año 2014
En el año 200836, 76 mujeres fueron asesinadas por sus parejas o expare-




jas por razón de sexo. Habían denunciado 18 (23,7%). Retiraron denuncia 2 
mujeres (2,6%). Solo 12 víctimas de violencia de género asesinadas ese año 
tenían en vigor medida de protección.
En el año 2009, 56 mujeres fueron asesinadas por sus parejas o exparejas 
por razón de sexo. Habían denunciado 14 (25,0%). Retiraron la denuncia 1 
(1,8%). 6 tenían medida de protección en vigor (10,7%).
En el año 2010, 73 mujeres fueron asesinadas por sus parejas o expare-
jas por razón de sexo. Habían denunciado 22 (30,1%). Retiraron denuncia 4 
(5,5%). Tenían medidas de protección en vigor 13 (17,8%).
En el año 2011, fueron asesinadas 61 mujeres por razón de sexo. 15 de ellas 
habían denunciado (24,6%). 1 de ellas retiró la denuncia (1,6%). 8 de ellas 
tenían medidas de protección en vigor.
En el año 2012, fueron asesinadas 52, de las cuales solo 10 habían denun-
ciado la violencia ejercida sobre ella por razón de sexo de las cuales ninguna 
de estas 10 mujeres retiraron la denuncia. 4 de ellas (7,7% del total) tenían 
medidas de protección en vigor.
En el año 2013, 54 mujeres fueron asesinadas víctimas por violencia de 
género. De las 54 víctimas, 11 habían denunciado (1 de ellas retiró la denun-
cia), lo que supone el 20,4% y 4 de ellas (7,4% del total) tenían medidas de 
protección en vigor. 
En el año 2014, 54 mujeres han sido asesinadas víctimas de violencia de 
género. Solo 17 mujeres habían denunciado (31,5%), retirando posteriormen-
te la denuncia 2 de ellas. 4 de ella tenían medidas de protección en vigor 
(7,4%). 
Este recuento macabro nos sitúa en un escenario donde de cada 10 muje-
res asesinadas por razón de sexo, no llegan a 3 las víctimas que denuncian. A 
este bajo índice hay que sumar la presencia de renuncias a la acción, presente 
en todos los años registrados (excepto en el año 2012). El número de medi-
das de protección en vigor en el momento del asesinato pone en evidencia la 
necesidad de modifi car los términos en que se deniegan o el lapso temporal 
acordado o el seguimiento y control del respeto de tales medidas.
- Denuncias por cada 10.000 mujeres AÑO 2014
Merece ser resaltado el signifi cativo registro de la Comunidad Autónoma 
de Baleares (84,66). Superan la media (53,29), Andalucía (63,30), Canarias 
(65,53), Valencia (65,76), Madrid (57,44) y Murcia (68,94).
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- Comparativa año 2013 y del año 2014
Muestra la estadística que el número de denuncias presentadas en el año 
2014 fue más elevado en comparación con el año anterior. No obstante, este 
aumento también lo experimentan las renuncias a la denuncia, aunque en 
mucha menor proporción dado que en el año 2014 el número de renuncias se 
mantuvo prácticamente en un ratio de 12,4% respecto a las denuncias presen-
tadas mientras que éstas experimentaron un aumento de 1.848.
- ¿Quién denuncia?
Del total de denuncias presentadas37 en el año 2014 (126.742), el 78,24% 
de las mismas fueron consecuencia de un atestado policial. Y dentro de esta 
proporción, en el 62,14% de los casos el atestado policial fue consecuencia de 
la denuncia de la víctima. Las denucnais presentadas por la víctima directa-
mente supuso el 7,71% del total.
En el año 2013, del total de denuncias presnetadas (124.894), el 76,26% de 
las mimas se formularon como consecuencia de un atestado policial. Y dentro 
de esta proporción, el atestado policial fue levantado a instancia de la víctima 
el 60,67% del total. Por su parte, la denuncia presentada directamente por la 
víctima fue en el 9,82% de las ocasiones.
Revelan en este caso el descenso en el año 2014 del número de denuncias 
presentadas directamente por la víctima respecto del año 2013. Este dato cru-
zado con el aumento del número de denuncias de las víctimas recogidas en el 
atestado policial puede revelarnos una posible relación inversamente propor-
cional entre el número de denuncias presentadas directamente por la víctima 
y el levantamiento de un atestado policial haciendo constar la denuncia de la 
37  En cuanto al sujeto activo de este delito es interesante una lectura atenta del ar-
ticulado del Código Penal que bajo el pretendido masculino genérico (“El que…”) tipifi ca 
las acciones penales punibles referentes a la violencia de género lo que posibilita su aco-
metimiento tanto por un hombre como por una mujer. En esta línea LARRAURI PIJOAN, 
Elena “Igualdad y violencia de género. Comentario a la STC 59/2008” REVISTA PARA EL 
ANÁLISIS DEL DERECHO, Barcelona, 2009
2013 2014 % Variación
Denuncias 124.894 126.742 1,50%
Renuncias 15.300 15.721 2,80%
Ratio renuncias/denuncias 12,30% 12,40% 1,30%
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víctima. Cuando uno aumenta el otro se ve reducido y viceversa. No obstante, 
no se trata de observaciones concluyentes, como tampoco nos ofrecen una in-
formación clara el leve aumento de las denuncias presentadas por las personas 
allegadas a la víctima en 2014 respecto del mismo dato en 2013 y la disminu-
ción de las denuncias presentadas por terceros en general en la misma compa-
ración temporal. Aunque puede estar relacionado con la consideración de que 
a mayor toma de consideración de las personas más cercanas a las víctimas, 
menor necesidad de intervención de terceras personas y servicios asistenciales.
Es signifi cativo indicar que en las estadísticas referentes al año 2014 en 
cuanto a las órdenes de protección, en su mayoría, 33% de las víctimas, en 
el momento de acordarlas, ya no mantenían una relación de análoga afecti-
vidad a la conyugal con su agresor. Sin embargo, el 30% aún mantenían una 
relación de afectividad con su agresor, el 25% eran cónyuges y el 12% eran 
excónyuges.  Llama la atención el elevado número de víctimas con una rela-
ción de afectividad con su agresor en el momento en que se ven envueltas en 
un proceso por violencia de género. Puede esto responder al elevado índice 
de mujeres que renuncian a la acción o que no declaran contra su agresor. 
Agresor novio de la víctima contra quien se dirige el proceso a pesar de ella en 
la mayoría de los casos. 
Del total de mujeres que denuncian, solo un 31% son extranjeras.
- Órdenes de protección
Conforme a las Estadísticas del CGPJ, en año 2014, de las 33.167 órdenes 
solicitadas, el 57% fueron acordadas, elevándose al 70% de las 5.780 órdenes 
solicitadas en los Juzgados de Guardia. Es signifi cativo este dato dado que el 
85% de las órdenes son solicitadas al Juzgado de Violencia sobre la Mujer.
Según el Instituto Nacional  de Estadística , el número de víctimas de vio-
lencia de género con orden de protección o medidas cautelares en el año 2013 
inscritas en el Registro  fue de 27.122 mujeres, un 6,9% menos que en 2012.
La tasa de víctimas de violencia de género con orden de protección o medi-
das cautelares inscritas en el Registro fue de 132,6 por cada 100.000 mujeres 
de 14 y más años. 
El número de víctimas de violencia doméstica con orden de protección o 
medidas cautelares inscritas en el Registro descendió un 3,3% .
En 2013 se inscribieron en el Registro , como víctimas de violencia de gé-
nero y doméstica 34.376 personas, un 6,2% menos que en 2012. De éstas, 
31.612 fueron mujeres y 2.764 hombres. 
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- Llamadas al número de teléfono 016
Los datos relativos a las llamadas al número 016 muestran una línea de 
constante aumento en la franja temporal 2012 a 2014 ( 55.810 llamadas en 
2012 y 68.651 en 2014).  Desde el día 3 de septiembre de 2007 hasta el 31 de 
diciembre de 2014 se realizaron aproximadamente 188 llamadas diarias al 
teléfono 016.
- ¿A quién se denuncia? Año 2014
En cuanto al sexo de las personas enjuiciadas  en sede de los Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer: en el año 2014, en los JVM el 98,9% de las personas 
enjuiciadas fueron hombres. De ellos el 75,2% fueron condenados. Siendo el 
53,1% de las mujeres enjuiciadas condenadas. 
En sede de los Juzgados de lo Penal, el 97,1% de las personas enjuciadas 
fueron hombres de los cuales el 51,2% fueron condenados. Siendo el 29% el 
número de mujeres condenadas. En los asuntos enjuiciados en las Audiencias 
Provinciales, se condenó al 80,28% de los hombres enjuiciados y a 3 de las 5 
mujeres enjuiciadas.
- ¿Qué se denuncia? Año 2014
Las lesiones del artículo 15338  CP  son, de largo, las acciones típicas más 
instruidas (63,4%).
 La acreditación de la habitualidad del 173.2 CP puede ser, sin duda, uno 
de los mayores obstáculos con que se encuentran las víctimas de violencia de 
género para recurrir a este tipo penal . 
Si bien, en la jurisprudencia hay ejemplos de Sentencias en las que para 
apreciar la habitualidad y reiteración de conductas en el marco del artículo 
173.2 CP, al examinar una historia de desencuentros, agresiones y violencia 
física y psíquica, en el seno de una relación matrimonial, que no se puede 
reducir a un relato sintético, cuando lo que se persigue es una reiterada y 
constante actuación agresiva (…) la descripción pormenorizada de los de-
38  En su dicción anterior a las modifi cación introducida por medio de la Ley Orgánica 
1/2015, de 30 de marzo: Causar menoscabo psíquico o una lesión no defi nidos como delito 
en este Código, o golpeare o maltratare de obra a otro sin causarle lesión (…)castigado con 
la pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en benefi cios de la comunidad de 
treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de 
armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime ade-
cuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de la patria potestad, 
tutela, curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años.
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talles de la conducta agresiva y humillante hubieran convertido el relato en 
una dramática narración literaria, que se habría apartado de las previsio-
nes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuyo artículo 650, exige, solamen-
te, escoger los hechos que, por su contenido, sean sufi cientes para sustentar 
una califi cación delictiva .
3. Percepciones sociales y consideraciones fi nales
Según el barómetro del Centro de Investigaciones Sociológicas39 desde 
octubre del año 2014 la percepción de la violencia de género como uno de 
los tres principales problemas en España ha ido en un progresivo aumento. 
Desde el 0,5% en noviembre de 2014 al 1,2% en octubre de 2015. Por delante 
de cuestiones tales como el terrorismo Internacional y de ETA, problemas 
de agricultura, ganadería y pesca, desahucios, el funcionamiento de los ser-
vicios públicos, problemas medioambientales, problemas relacionados con 
la mujer, la monarquía, la subida del IVA o los estatutos de autonomía. Por 
debajo de cuestiones como la crisis de valores, las pensiones, la inseguridad 
ciudadana, la sanidad, la vivienda, la Administración de Justicia, problemas 
de índole social, problemas relacionados con la juventud, la educación, los 
nacionalismos, los recortes y los bancos.
Siendo su dato más alto registrado en marzo de 2004 cuando el 11,7% de 
las personas encuestas situaron a la violencia de género como uno de los tres 
principales problemas en España. Coincidiendo con el año en que se tramita-
ba la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección In-
tegral contra la Violencia de Género. Lo que puede poner de manifi esto cómo 
la introducción de este tema en el debate político por los partidos políticos 
genera una mayor sensibilidad y concienciación al respecto.
Por su parte, en el Informe de la Delegación de Gobierno para la Violencia 
de Género sobre la Percepción de la Violencia de Género en la adolescencia y 
la juventud se hacía la siguiente afi rmación
“aunque nuestra juventud, en un 96% entre las mujeres y en un 92% entre 
los hombres, considera inaceptable la violencia de género, no todas las for-
mas de violencia de género concitan el mismo rechazo ni todos los compor-






Estos datos, salvando lo sesgado de la muestra y otras consideraciones 
predicables de todo tipo de encuestas, nos invitan a la refl exión sobre la que 
puede ser la principal difi cultad para erradicar la violencia de género: no to-
das las formas en que se materializan son identifi cadas como violencia de gé-
nero. Volveríamos a la pregunta sobre cómo denunciar lo que no se ve como 
violencia de género.
Asimismo, es signifi cativo que cuando la respuesta es referente a qué cues-
tión le afecta a usted más, aparece tanto en primer como en segundo lugar 
con un 0,1% los problemas relacionados con la mujer y la violencia contra la 
mujer41. Curioso que siendo un tanto por ciento muy elevado de las personas 
encuestadas mujeres, haya sido tan bajo el porcentaje no relacionándolo con 
brecha salariales y demás diferencias laborales por razón de sexo, problemas 
de conciliación o diferencias de permisos por maternidad y paternidad que 
tanta incidencia tienen en la vida cotidiana.
En este punto, conviene traer a colación los datos arrojados por la encues-
ta a 42.000 mujeres realizada por la Agencia de Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea. El porcentaje de mujeres que aseguran haber sido víctimas 
desde los 15 años de violencia física o sexual por una pareja actual o pasada es 
del 52% en Dinamarca, del 47% en Finlandia y del 46% en Suecia. Les siguen 
Holanda (45%), Francia (44%) y Reino Unido (44%). España, en cambio, por 
debajo de la media con un 22%, sólo por delante de Croacia (21%), Austria 
(20%) y Polonia (19%). 
Atendiendo a los datos recogidos desconciertan, prima facie, los resulta-
dos de los países considerados como más avanzados en cuestión de igualdad 
y demás temas sociales. Sin embargo, parece del todo consecuencia de la ma-
yor trayectoria democrática de las mujeres en estos países, en coeducación, 
en autonomía, en independencia, en igualdad salarial,… lo que posibilita la 
mayor capacidad para percibir, visibilizar y denunciar aquellas situaciones de 
discriminación por razón de ser mujer.
Esta actitud de las mujeres de países del norte de Europa se contrapone 
ciones/2015/pdf/Libro20_Percepcion_Social_VG_.pdf Pág.4. En concreto Uno de cada 
tres jóvenes considera inevitable o aceptable en algunas circunstancias ‘controlar los 
horarios de la pareja’, ‘impedir a la pareja que vea a su familia o amistades’, ‘no permitir 
que la pareja trabaje o estudie’ o ‘decirle las cosas que puede o no puede hacer’. Además, 
todas las investigaciones indican que las personas jóvenes son algo más tolerantes que el 





con la cifra negra característica de los delitos como agresiones sexuales o vio-
lencia de género que es apreciable en España. Son numerosas las campañas 
ofi ciales de concienciación que pretenden educar a la sociedad española en 
general y a las víctimas en particular, en la necesidad de visibilizar estos deli-
tos, que no queden en la impunidad o peor aún, que no se vean como acciones 
normales o que responden a estados llamados o pretendidos pasionales como 
el amor, los celos, la posesión o la dependencia. 
El último informe del European Institute for Gender Equality42 señala nu-
merosos obstáculos que impiden el conocimiento del impacto real de la vio-
lencia de género en Europa como que sólo un tercio de los Estados miembro 
contabiliza específi camente los crímenes de violencia machista, o que la ma-
yoría de casos de violencia machista no se denuncian a la policía, de manera 
que son invisibles en las estadísticas (en Alemania, sólo el 25% de las mujeres 
víctimas de violencia de género lo denuncian a la policía. En Bélgica, el 20%) 
o la imposibilidad de poder comparar los datos de los diferentes Estados al 
contar con defi niciones dispares. Entre las recomendaciones propuestas por 
este Instituto fi gura la unifi cación de defi niciones, así como de criterios de 
recogimiento de datos. Medida exigida por el artículo 11.1 del Convenio del 
Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la 
mujer y la violencia doméstica43. Su artículo 12 señala la principal exigencia 
para erradicar la violencia contra las mujeres por razón de sexo: promover 
los cambios en los modos de comportamiento socioculturales de las mujeres 
y los hombres con vistas a erradicar los prejuicios, costumbres, tradiciones 
y cualquier otra práctica basada en la idea de la inferioridad de la mujer o 
en un papel estereotipado de las mujeres y los hombres.
Prevenir la violencia por razón de ser mujer así como perseguir (bajo el 
prisma del artículo 25.2 de la Constitución Española) a quienes practiquen 
este delito se presenta como una cuestión transnacional que necesita un tra-
tamiento transversal e integral. 
No nos ha de temblar el pulso para revisar en qué nos hemos equivoca-
do como sociedad. No nos puede inquietar modifi car criterios, principios o 
prácticas normativas o sociales que hasta ahora pensábamos indispensables. 
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APROXIMACIÓN A LA VIOLENCIA DE GÉNERO
DESDE UNA PERSPECTIVA PSICOLÓGICA
Félix Arias
Mediador y psicólogo
1. Introducción. Consideraciones generales sobre la violencia
La violencia es un fenómeno complejo y multicausal, que puede ejercerse 
de forma interpersonal, estructural, colectiva y social, por lo que ha de anali-
zarse desde una perspectiva biológica, psicológica, cultural y social. 
Desde un punto de vista psicosocial, identifi camos cuatro componentes 
básicos que pueden provocar y concurrir en los actos violentos. Estos compo-
nentes tienen efectos reforzadores e infl uyen en que las agresiones se origi-
nen, repitan, mantengan y cronifi quen:  
a) Una emoción como la ira, genera un estado de activación que, depen-
diendo de su nivel de intensidad, provoca en la persona que la experimenta, 
el impulso de actuar y “descargarla”. En ocasiones, y también dependiendo 
de diferentes factores personales y situacionales, esta descarga se produce 
de manera poco o nada controlada, por ejemplo, en forma de agresión. Este 
modo de expresar la emoción resulta desadaptativo, ya que puede causar da-
ños a otras personas y, también, importantes consecuencias negativas a quien 
ejerce estos actos. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la persona que 
siente una emoción muy intensa, al “descargarla”, experimenta cierto alivio 
y bienestar, al menos, momentáneo. Si, además, esta acción no conlleva unas 
consecuencias negativas, al menos a corto plazo, se incrementarán las posi-
bilidades de que se siga canalizando esta emoción de una forma inadecuada 
y dañina. 
b) La violencia puede tener un importante valor funcional. Al ejercer la 
fuerza, intimidar y atemorizar a otra persona, el agresor puede obtener im-
portantes benefi cios de su víctima (Sonkin y Dunphy, 1982; Hoatling y Sugar-
man, 1989) como, por ejemplo, atención, control, sumisión, cesión, servicios, 
etc. En defi nitiva, a través de la violencia, el agresor puede aprender que ob-
tiene lo que quiere y, además, de forma mucho más rápida, sin esfuerzo y con 




más probable que vuelva a utilizar la violencia en sucesivas ocasiones. Este 
tipo de dinámicas pueden desarrollarse de una forma consciente, meditada e 
instrumentalizada por parte del agresor, aunque, en algunos casos, el proceso 
es más primario y menos refl exivo. 
c) La percepción que tiene el agresor sobre el desequilibrio de poder, vul-
nerabilidad o debilidad de la víctima, condicionará el grado de riesgo de que 
la violencia se inicie, generalice y aumente. 
d) Diversos estudios demuestran que la probabilidad de ejecutar actos de 
violencia se incrementa notablemente si víctima y agresor aceptan las agre-
siones como algo “natural”, es decir, si las normalizan y/o las justifi can (Smith 
y cols., 2005; Carlson, 1990; Foshee y cols. 1999). Este fenómeno se explica, 
en parte, si víctima y/o agresor han estado expuestos (como observadores o 
actores) en su familia de origen, relaciones anteriores o relaciones de otras 
personas de su entorno, a la violencia o a valores que legitimen la falta de res-
peto, la agresión y la desigualdad entre las personas (Carlson, 1990; Fredland 
y cols., 2005; Kinsfogel y Gyrich, 2004; Sears y cols., 2007). 
Por lo tanto, el uso de la violencia puede aprenderse, legitimarse e, in-
cluso, institucionalizarse, pero esto implica que, afortunadamente, también 
se puede llevar a cabo el proceso inverso y combatirla mediante prevención, 
educación, transmisión de valores, atención especializada y establecimiento 
de las medidas judiciales que se requieran. Esto, sin duda, constituye un im-
portante reto, pero debe ser el objetivo irrenunciable de cualquier sociedad 
que se considere avanzada. 
Existen muchas tipologías de violencia, por lo que se hace necesario ana-
lizarlas, comprenderlas e identifi carlas de forma precisa para poder diseñar 
e implementar las diferentes medidas que requiera cada una de ellas. En el 
presente capítulo, nos centraremos en el análisis -desde el punto de vista psi-
cológico- de un tipo muy concreto de violencia, la de género.
Echeburúa y Redondo (2010), a partir del Informe Mundial sobre la Vio-
lencia y la Salud de la OMS (2002), ponen de manifi esto que las tasas de 
violencia contra las mujeres -únicamente teniendo en cuenta el ámbito de 
la relación de pareja- son objetivamente muy elevadas en todo el mundo. De 
este modo, aunque existen diferencias relevantes entre distintas zonas del 
planeta, este tipo de malos tratos puede considerarse una importante e in-
aceptable problemática global. En este sentido, la Asamblea General de las 
Naciones Unidas ya califi có en 1993 la violencia de género como “el crimen 
encubierto más frecuente del mundo” y el Parlamento Europeo (1997) en su 
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Resolución sobre tolerancia cero ante la violencia contra las mujeres, defi nía 
esta problemática como un “delito invisible”. 
2. Violencia de género y otras tipologías de violencia
La defi nición de violencia género, aún en la actualidad, genera cierta con-
fusión, por lo que es habitual que este tipo de malos tratos se hayan con-
siderado de una forma errónea dentro de otras categorías de violencia. Es 
cierto que esta categorización incorrecta o imprecisa también puede darse en 
sentido contrario y se considere como violencia de género agresiones que de-
berían encuadrarse en otras tipologías. Por ello, conviene diferenciar y defi nir 
adecuadamente los distintos tipos de violencia, pues las características de los 
agresores, así como las necesidades, consecuencias, recursos y medidas para 
las víctimas son muy diferentes dependiendo de cuál sea su origen y tipología. 
La violencia doméstica podría encuadrar las agresiones que se producen 
entre personas que conviven.
La violencia familiar acota la violencia a las agresiones ejercidas entre per-
sonas con una relación de parentesco, por lo que puede englobar agresiones 
entre miembros de una pareja, pero también, las que tienen lugar de padres a 
hijos, de hijos a padres, a abuelos, entre hermanos, etc. 
La violencia de pareja se refi ere a las agresiones que pueden producirse 
entre dos personas que mantienen una relación amorosa-afectiva e incluye si-
tuaciones en las que el agresor puede ser cualquiera de los dos miembros de la 
pareja o la violencia se produce de manera bidireccional (agresiones mutuas). 
En este caso, la violencia puede generarse por múltiples causas: aprendizaje 
de pautas de conducta agresivas, difi cultades para controlar impulsos, défi cit 
en habilidades interpersonales, problemas psicológicos o psiquiátricos, con-
sumo de tóxicos, etc. Además, pueden registrarse en un continuo que abarca 
desde episodios únicos a puntuales o frecuentes.   
Tal y como plantea Lorente (2001) la violencia de género no puede equi-
parse al término “violencia doméstica”, ni al de “violencia familiar”, ya que la 
violencia de género puede suceder en contextos diferentes al del hogar (por 
ejemplo, en una relación de noviazgo sin convivencia o en parejas ya divor-
ciadas) e, incluso, en relaciones distintas a las familiares (por ejemplo, en el 
entorno laboral). Tampoco puede defi nirse como violencia de pareja por las 
razones anteriores y porque, en este caso, la agresión puede ser ejercida y su-
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frida tanto por un hombre, como por una mujer y en parejas homosexuales. 
Además, las conductas agresivas pueden ser desencadenadas por una gran 
variedad de causas. 
Es decir, los términos violencia “doméstica”, “familiar” o “de pareja” pue-
den considerarse categorías más generales, las agresiones pueden generarse 
por factores muy variados y, por tanto, engloban muchos tipos de situaciones 
que son muy diferentes entre sí, mientras que, como veremos, la violencia de 
género defi ne una situación muy específi ca y el factor que genera la violencia 
sólo es uno: la consideración de inferioridad y desigualdad que tiene el agre-
sor sobre la mujer víctima y su creencia de que puede usar la fuerza contra 
ella para mantener el dominio y la desigualdad.
En relación a estas categorizaciones, cabe señalar que los datos y estima-
ciones al respecto, revelan que la violencia de género es el tipo de maltrato 
familiar más habitual y, asimismo, de las agresiones que se producen en el 
ámbito de la pareja, puede afi rmarse que la abrumadora mayoría de los casos 
corresponden a situaciones de violencia de género (Pagelow, 1997; Davies, 
1998; Kelly, 2000; Archer, 2000). 
3. Defi nición y modelo explicativo de la violencia de género
La violencia de género es una forma agresiva de relación basada en el con-
trol y el abuso de poder sobre la mujer, ejercido a través de malos tratos físi-
cos, psicológicos o sexuales, de distinta intensidad y mediante procedimien-
tos que pueden ser más o menos sutiles (Davies, 1998; Kelly, 2000; Ferrer y 
Bosch, 2005). 
Sobre las raíces de esta violencia, el Grupo de Trabajo en violencia de gé-
nero de la Asociación Psicológica Americana (APA) en 1999, señala que tie-
ne múltiples causas y que se trata de una conducta aprendida, establecida a 
través de normas socioculturales tradicionales y machistas, que establecen 
expectativas de rol para perpetuar la desigualdad, el dominio y la subordina-
ción femenina. 
La Resolución del Parlamento Europeo (16 de septiembre de 1997) sobre 
tolerancia cero ante la violencia contra las mujeres, la vincula “al desequili-
brio en las relaciones de poder entre los sexos en los ámbitos social, económi-
co, religioso o político”.  
En la misma línea, Maqueda (2006) plantea que no es la diferencia de 
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sexos lo que origina la violencia de género, sino que es consecuencia de una 
situación de discriminación intemporal que tiene su origen en una estruc-
tura social que legitima las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres.
De esta forma, la Declaración de la ONU (aprobada mediante Resolución 
48/10420 de diciembre de 1993) sobre la eliminación de la violencia contra 
la mujer, formula que esta violencia constituye una “manifestación de rela-
ciones de poder históricamente desiguales” que han “conducido a la domina-
ción de la mujer y su discriminación” e “impedido su adelanto pleno, y que la 
violencia contra la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales 
por los que se refuerza a la mujer a una situación de subordinación respecto 
al hombre”. 
Lorente (2001) añade que nuestra sociedad ha cambiado “más en la for-
ma que en fondo” y que muchos valores desigualitarios y machistas vigen-
tes a lo largo de la historia continúan presentes, constituyendo el caldo de 
cultivo de la violencia de género. Este mismo autor añade que la víctima de 
este tipo de violencia, sufre las agresiones por el hecho de ser mujer y por el 
“papel” que el agresor le obliga a representar, en un contexto en el que él se 
cree con el derecho a supervisarla, controlarla y utilizar la fuerza contra ella 
si se resiste. 
En esta misma línea, Amnistía Internacional (2004) plantea que “a pesar 
de estar tan extendida, la violencia de género no es natural ni inevitable: es 
una expresión de normas y valores históricos y culturales concretos.” 
Por tanto, la variable que origina y mantiene esta violencia está vinculada 
a distorsiones, valores, creencias y sesgos tradicionales machistas que pre-
senta el agresor sobre: 
- los “mandatos” y funciones que considera propias de cada género,
- la desigualdad que implica pertenecer a un género u otro y el desigual 
reparto de poder que conlleva, 
- los roles sexuales, 
- cómo “debe” ser una relación de pareja, 
- la legitimación y el derecho que cree que ostenta para usar la violencia 
con el fi n de mantener el “orden” que considera correcto.
Estas distorsiones dan lugar a otras como la minimización, normalización 
y justifi cación de la violencia, así como, a considerar y transmitir a la víctima 
que ella tiene la culpa o merece las agresiones.
Si bien, la causa profunda de la violencia de género tiene que ver con esa 
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forma machista de interpretar el mundo y las relaciones, así como, con justi-
fi car la violencia, se han identifi cado desencadenantes que pueden precipitar 
los episodios de violencia:
- Consumo de alcohol y otras drogas por parte del agresor.
- Celos en distinto grado. 
- Estresores y difi cultades cotidianas. 
- Desequilibrios emocionales (depresión, ansiedad, etc.)
- Impulsividad y difi cultad para controlar las emociones y, especialmente, 
la ira.
- Défi cit en habilidades interpersonales (comunicación, empatía, resolu-
ción de confl ictos, etc.)
- Baja autoestima.
- Dependencia emocional y funcional de la víctima. 
En este sentido, en las situaciones específi cas de violencia de género pue-
den concurrir diversos factores que, en ocasiones, precipitan la agresión 
(alcoholismo, celos, impulsividad, etc.) pero no la explican en su totalidad 
porque la causa real que subyace en este tipo de violencia es la necesidad de 
control, así como, los sesgos de pensamiento machistas del agresor. 
Por ejemplo, si una persona presenta difi cultades para controlar su ira, la 
expresará de una manera desadaptada en cualquier situación y con cualquier 
persona, perjudicando a otros y a sí mismo, fruto de este descontrol de impul-
sos. Sin embargo, el maltratador que ejerce violencia de género, mayormente 
muestra esta conducta con su pareja y con el objetivo de dominarla, mientras 
que, en otros contextos (como en su entorno laboral, cuando tiene contacto 
con fi guras de autoridad como la policía, en su círculo de amistades, etc.) sí 
será capaz de controlarse y, probablemente, las personas que se relacionan 
con él en estos otros contextos podrían, incluso, describirle como una perso-
na “tranquila”, “educada” o “amable”. Lo mismo sucede con el consumo de 
tóxicos. En los casos de violencia de género, aunque insistimos en que este 
consumo puede precipitar las agresiones, cuando el agresor está sobrio, tam-
bién maltrata y controla a la víctima a través de formas de agresión diferentes 
o, en ocasiones, las mismas, que cuando está bajo el efecto del consumo. En 
otras situaciones de violencia, los malos tratos se circunscriben únicamente a 
défi cit y difi cultades concretas, que si no estuvieran presentes (o se resolvie-
ran), no generarían agresiones. 
Otra característica fundamental de la violencia de género es que suele ini-
ciarse en una etapa muy temprana de la relación y ser muy continuada en el 
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tiempo. Alcázar y Gómez-Jarabo (2001) señalan que en el 50% de los casos 
en los que se producen estas agresiones, la violencia comenzó antes del ma-
trimonio, pese a lo cual, la pareja se casó, y que un 26 % de las víctimas tarda 
una media de cinco años antes de separarse de su agresor.  
4. Formas de maltrato en violencia de género
La violencia de género se manifi esta a través de distintas formas de mal-
trato (psicológico, físico, y sexual) cuyo uso varía en función del contexto de la 
relación entre el hombre y la mujer y del perfi l psicológico del agresor. Si bien 
es cierto que, en la violencia de género, las primeras agresiones suelen ser 
psicológicas, generando un estado de temor, dominación, preocupación, hu-
millación y desesperanza que hace a la mujer más vulnerable a las posteriores 
agresiones físicas (O´Leary y Smith, 2003; Hirigoyen, 2005), frecuentemen-
te, los distintos tipos de maltrato se producen de forma simultánea.
a) Maltrato psicológico
El agresor manipula, insulta, amenaza, intimida, asusta, ridiculiza, desva-
loriza y denigra a la víctima con el objetivo de desestabilizarla y dañarla para 
someterla a su poder. Estos actos conllevan la crítica constante e integral de la 
mujer hasta su negación o anulación. Para controlar y dominar a la víctima, el 
agresor exige su máxima atención, la aísla, impide su relación con otras per-
sonas, acosándola y vigilándola para asegurarse de ello. Asimismo, el agresor 
puede intentar controlar los recursos económicos de la víctima e impedir que 
desempeñe su profesión o progrese en ella, procura que abandone sus estu-
dios, o actividades gratifi cantes y, así, limita su autonomía, incrementa su 
dependencia e impide, en defi nitiva, su desarrollo personal.  
Estas agresiones pueden llevarse a cabo a través de palabras pero, tam-
bién, por medio de acciones (por ejemplo, romper o golpear objetos) gestos, 
actitudes y hasta el tono de voz.
El maltrato psicológico suele comenzar de forma sutil, es difícil de detec-
tar y aumenta de forma gradual favoreciendo que la víctima normalice estos 
comportamientos mientras incrementan su intensidad. Además, es un tipo 
de violencia, que en algunas de sus manifestaciones, puede tener cierto com-
ponente de aceptación y normalización social.
Hirigoyen (2005) plantea que este tipo de violencia suele darse en el ámbi-
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to privado, ya que el agresor quiere mantener una buena imagen de cara a los 
demás, aunque aún así, en presencia de terceros, puede intentar ridiculizar a 
la víctima o expresar mensajes para dañarla de manera irónica y sutil. 
Otras formas de violencia psicológica son: amenazar o maltratar a seres 
queridos de la víctima y destruir o dañar bienes apreciados por ella (por ejem-
plo, animales domésticos). La indiferencia ante las demandas afectivas de la 
otra persona, negar el maltrato o culpar a la víctima, se consideran también 
formas de maltrato psicológico. 
En casi la totalidad de agresiones físicas está presente también la violencia 
psicológica (Alcázar y Gómez-Jarabo, 2001) y, más del 70% de las víctimas, la 
considera aún peor que la violencia física (Follingstad y cols. 1990; Holtzwor-
th-Munroe y cols. 1997; Stark, 2007). 
b) Maltrato físico:
Los malos tratos físicos suelen ejercerse como consecuencia de una es-
calada de agresividad en el contexto de una discusión, en la que se produce 
cierta pérdida de control por parte del agresor o como un instrumento de éste 
para imponerse rápida y contundentemente a la víctima, callarla, dominarla y 
atemorizarla para que no se atreva a cuestionar su voluntad. Cuando la mujer 
expresa su intención de abandonar al maltratador, existe un mayor riesgo de 
sufrir violencia física.  
Esta forma de violencia es la que más compromete la integridad física de 
la víctima, provocando un mayor riesgo para su salud a corto plazo. También, 
es la que genera lesiones y secuelas más evidentes, siendo, por este motivo, un 
tipo de agresión más sencilla de demostrar que la psicológica.  
La violencia física puede ejercerse durante episodios puntuales, o frecuen-
tes, y se manifi esta a través de diferentes agresiones que causan dolor y que, 
en un continuo de gravedad, pueden oscilar desde pellizcos, empujones, bo-
fetadas, quemaduras, etc., hasta el homicidio. 
También se considera maltrato físico el uso de formas pasivas de inducir 
daño o enfermedad como, por ejemplo, no socorrer a la víctima, impedir tra-
tamientos médicos o no avisarla intencionadamente de situaciones en las que 
corre riesgo físico.
c) Maltrato sexual
Se ejerce al imponer cualquier tipo de relación sexual mediante la fuerza, 
la amenaza, el chantaje, aprovechando un estado de inconsciencia o debilidad 
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de la mujer o a través de cualquier otro procedimiento. También puede adop-
tar otras formas como el acoso sexual o la explotación sexual. 
Este tipo de violencia, además de posibles lesiones físicas, es una forma 
de dominación y causa una importante afectación psicológica a la víctima, 
ya que provoca humillación, vergüenza y, en ocasiones, se acepta, legitima o 
la viven como una obligación; por ejemplo, cuando estas relaciones sexuales 
forzadas tienen lugar en el contexto del matrimonio y la pareja (Alcázar y 
Gómez-Jarabo, 2001). 
Navarro (2015) estima que más del 40% de las mujeres que son agredidas 
físicamente son, además, objeto de violación. Sin embargo, este tipo de mal-
trato es silenciado por la víctima en muchas ocasiones, por lo que es difícil 
detectarlo.  
5. El ciclo de la violencia de género
La psicóloga Lenore E. Walker (1979; 1984) a partir del análisis de la expe-
riencia de mujeres que habían sufrido malos tratos, formuló una teoría sobre 
cómo se desarrolla la violencia de género en diferentes fases, que resulta fun-
damental para comprender esta problemática e intervenir sobre ella.
Según Walker (2009), este ciclo comienza después de un periodo inicial en 
la relación de pareja, se caracteriza por las atenciones, muestras de cariño y 
aparente interés que el futuro agresor muestra hacia la mujer. Una vez que se 
genera cierto compromiso afectivo entre ambos, la conducta del agresor de-
riva rápidamente en intento de control. En este punto, se empieza a generar 
la fantasía en la víctima de que la actitud de su pareja va a mejorar cuando 
la relación se afi ance más (por ejemplo, tras el matrimonio), él se sienta más 
seguro y no tenga “la necesidad” de vigilarla. Por el contrario, la relación de 
maltrato se establece y puede cronifi carse a través de las siguientes fases: 
I. Acumulación de tensión: la duración de esta fase es indeterminada; pue-
de durar varios días o abarcar años. En este periodo tiene lugar una escalada 
gradual de tensión que se manifi esta a través de la expresión de hostilidad y 
muestras leves de agresividad ante situaciones cotidianas propias de la con-
vivencia y de la relación. La víctima suele justifi car estos incidentes buscando 
explicaciones a factores externos y disculpando al agresor (estrés, trabajo, 
consumo de alcohol, otros problemas, etc.). Al mismo tiempo, la víctima in-
tenta calmar al agresor tratando de ignorar su hostilidad y no responder o 
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minimizar sus abusos. También, procura satisfacerle cediendo aún más a sus 
deseos y sometiéndose totalmente a su control. Esta conducta suele generar 
la falsa creencia de que ella puede impedir las agresiones y, de alguna forma, 
controlar al agresor. 
II. Explosión: la etapa anterior desencadena un inevitable acto de maltrato 
grave. Es la fase más breve del ciclo. En este punto es cuando tienen lugar los 
episodios de agresiones psicológicas intensas y las agresiones físicas que pue-
den poner en riesgo la integridad de la víctima y provocarle distintos tipos de 
lesiones. La violencia sólo fi naliza cuando el agresor se detiene al tomar cons-
ciencia de la gravedad de sus actos, bien porque la mujer muestra lesiones 
graves y requiere asistencia médica, o bien, porque intervienen agentes exter-
nos para interrumpir la violencia (por ejemplo, la policía, vecinos, hijos, etc.). 
Tras estas agresiones puede producirse un momentáneo shock o “efecto 
sorpresa” que conlleva la negación, justifi cación o minimización de los hechos 
por parte del agresor y, en ocasiones, por la víctima. 
Con posterioridad a esta fase, existe una mayor oportunidad para que la 
víctima solicite ayuda y pueda interrumpir la relación con el agresor.
III. Arrepentimiento o “Luna de miel”: una vez el agresor comprueba que 
sus actos pueden tener consecuencias negativas para él, intenta reconducir 
la situación; muestra un fi ngido arrepentimiento, solicita nuevas oportuni-
dades, asegura que las agresiones no van a volver a suceder e, incluso, puede 
manifestar que buscará apoyo profesional para ayudarle a cambiar. Sin em-
bargo, estas intenciones de cambio no son reales, sino que tienen un objeti-
vo manipulativo. El verdadero propósito de estas acciones no es fi nalizar la 
situación de control y abuso sobre su pareja, sino restablecerla en cuanto sea 
posible. 
El comportamiento del agresor puede asemejarse al que mantenía en la 
fase inicial de la relación, mostrándose atento, amable e, incluso, cariñoso, 
sin que tengan lugar las agresiones ni la tensión que caracterizan las fases 
anteriores. También, intenta infl uir en personas de confi anza de la víctima, 
para que ésta le perdone y, en caso de que se haya producido una ruptura de 
la relación, regrese con él. 
Por su parte, la víctima, frecuentemente, mantiene la fantasía de poder 
cambiar al agresor, lo cual, unido a su deseo de creerle y al refuerzo que le 
proporcionan las conductas amables y los intentos de cambio manipulativos, 
suele propiciar que le perdone y reiniciar o mantener la relación. 
Es en este momento cuando la víctima, si previamente la había interpues-
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to, retira la denuncia por maltrato, participa en el incumplimiento de las ór-
denes de protección, regresa al domicilio en el que convivía con el agresor o 
permite que éste lo haga. 
Sin embargo, de forma paulatina, esta “luna de miel” desembocará irreme-
diablemente en la fase de acumulación de tensión, completando un ciclo que 
puede volver a repetirse en múltiples ocasiones.
La repetición de este ciclo genera un creciente deterioro de la relación, una 
intensifi cación de las expresiones violentas, una sensación de mayor control 
por parte del agresor y un progresivo debilitamiento, malestar y sentimientos 
de indefensión en la víctima.   
Las mujeres que han sufrido violencia de género durante un tiempo pro-
longado suelen coincidir en que la fase de “luna de miel” tiende a reducirse 
progresivamente con la repetición de este ciclo, llegando a desaparecer por 
completo en muchos casos. Este fenómeno puede deberse a que el agresor 
comprueba que ya “no necesita” llevar a cabo conductas de arrepentimiento 
manipulativo, ni mantener un “buen comportamiento” para ser perdonado 
por la víctima, pues concluye que ésta mantendrá la relación de todas formas 
y que las agresiones no tendrán consecuencias. Así, se instaura una peligrosa 
rutina de “acumulación de tensión” (que también parece ser cada vez más 
breve) seguida de una “explosión agresiva” (progresivamente más intensa). 
Otro importante efecto pernicioso de la repetición de este ciclo es que fa-
miliares y/o personas que intentan ayudar a la víctima pueden desmoralizar-
se al no conseguir detener esta secuencia, sobre todo, después de las repetidas 
fases de explosión de la agresión y el recurrente perdón posterior por parte 
de la víctima. Para estas personas, que observan la dinámica violenta desde 
el exterior, es difícil no generar sentimientos de impotencia, incomprensión 
e, incluso, disgusto con la víctima, pudiendo renunciar a seguir intentando 
ayudarla activamente y/o distanciándose de ella, lo cual, acrecienta su ais-
lamiento y disminuye sus posibilidades de interrumpir la dinámica violenta.  
6. Características de la víctima de violencia de género
La investigación en este ámbito ha determinado que la violencia de géne-
ro es un fenómeno global que puede afectar a mujeres de todas las edades y 
niveles sociales, culturales y económicos, sin que se haya defi nido un perfi l 
específi co de personalidad, que permita afi rmar que una mujer es propensa 
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a convertirse en víctima de este tipo de violencia (Brown, 1992; Root, 1992; 
Walker, 2009).
En este sentido, autores como Lorente (2001) afi rman que cualquier mujer 
puede ser víctima de violencia de género. Por su parte, Echeburúa y Redondo 
(2010) añaden que pueden identifi carse determinados factores cuya presen-
cia podría incrementar la vulnerabilidad de la mujer: emparejarse muy joven, 
tener un nivel cultural bajo, depender económicamente del agresor, haber 
sido víctima de malos tratos en la infancia, mostrar carencias afectivas, tener 
baja autoestima, pertenecer a un entorno de exclusión social o no contar con 
una red adecuada de apoyo familiar y social.   
En esta misma línea, diferentes autores sostienen que, aspectos como los 
raciales, culturales o económicos de la víctima, no determinan la inciden-
cia de la violencia de género (Browne, 1993; Gelles y Straus, 1998; Alcázar 
y Gómez-Járabo, 2001), si bien, pueden infl uir en las posibilidades de dicha 
victima para acceder a los recursos que necesite para detener los malos tratos 
(Walker, 2009). 
En este punto, conviene tener en cuenta que, cuando la violencia de género 
se produce en un contexto de relación de pareja que tiene hijos/as, además de 
la mujer, estos/as hijos/as también deben considerarse víctimas de la violen-
cia de género y recibir la correspondiente protección y atención especializada, 
ya que la exposición directa o indirecta a esta violencia, condiciona su bienes-
tar y desarrollo personal y afecta a su salud, física y psicológica. 
7. Consecuencias de la violencia de género
Por otra parte, tampoco se ha defi nido y determinado un perfi l concreto 
que se observe en todas las mujeres que han sufrido malos tratos, aunque sí 
es posible identifi car, en muchas de estas víctimas, graves y específi cas conse-
cuencias en su salud tras haber sufrido violencia de género. 
En este sentido, numerosos estudios han determinado que la violencia de 
género conlleva un deterioro de la salud de la víctima y cuanto mayor -en 
términos de frecuencia, duración e intensidad- es el maltrato, más afectará 
a su salud. Además, los diferentes tipos de maltrato (físico, psicológico, se-
xual) pueden tener un impacto acumulativo sobre la salud de la víctima y, 
sus consecuencias, frecuentemente, se mantienen aún cuando cesan las agre-
siones. Por ejemplo, en el informe mundial sobre violencia y salud elaborado 
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por Krug y cols. (2002) para la Organización Mundial de la Salud (WHO) se 
expone que la violencia de género tiene graves consecuencias para la salud 
psicológica y se considera “causa componente de la mortalidad femenina”.  
Respecto a las lesiones que se producen como consecuencia de la violencia 
de género, Walker (1979), a través de su análisis de una amplia muestra de 
mujeres maltratadas, observó que una quinta parte de estas mujeres necesi-
taron atención médica después del primer incidente de agresión. Según este 
mismo estudio, tras uno de los episodios de violencia más intensos, la propor-
ción de mujeres que requirieron tratamiento médico aumentaba hasta casi la 
mitad de la muestra total. Sin embargo, las mujeres maltratadas son menos 
proclives que las que no han sido maltratadas a buscar la atención médica que 
requieren (Stark, Flitcraft y Fraiser, 1979; Walker, 1979; Gill, 2008). 
Por otra parte, tal y como señalan Echeburúa y Redondo (2010), las lesio-
nes y secuelas “visibles” que se producen como consecuencia directa de la vio-
lencia física pueden conllevar un impacto psicológico que puede prolongarse 
mucho más allá de la recuperación física, y que, en ocasiones, puede llegar a 
convertirse en un daño crónico.   
En relación a esta cuestión, Walker propuso y describió en 1977 el “Sín-
drome de la Mujer Maltratada” (SIMAM) sobre el que ha continuado investi-
gando hasta la actualidad (Walker, 1979; 1984; 2000; 2009). Este síndrome 
describe un patrón de síntomas que muestran mujeres que han sufrido vio-
lencia de género. 
Walker (2009) señala que la investigación realizada sobre este síndrome, 
permite identifi carlo mediante seis grupos de criterios validados científi ca-
mente: 
1. Recuerdos perturbadores del acontecimiento traumático (violencia).
2. Hiperexcitación y elevados niveles de ansiedad.
3. Conducta evitativa y entumecimiento emocional expresadas habitual-
mente a través de depresión, disociación, minimización, represión y renuncia.
4. Relaciones interpersonales confl ictivas provocadas por el poder ejerci-
do por el agresor y sus medidas de control.
5. Distorsión de la imagen corporal y dolencias físicas y/o somáticas.
6. Difi cultades sexuales. 
Los primeros tres grupos de síntomas son coincidentes con los descritos 
en el denominado trastorno de estrés postraumático (TEPT) y, los otros tres, 
son específi cos de haber sufrido este tipo de violencia. De hecho, el Síndrome 
de la Mujer Maltratada, puede considerarse como una sub categoría del tras-
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torno por estrés postraumático (TEPT) que describiremos posteriormente.
Respecto a las consecuencias para el bienestar psicológico de las víctimas, 
Lorente (2001) señala que, aproximadamente el 60% de las mujeres que han 
sufrido violencia de género, desarrollan problemas psicológicos moderados o 
graves como consecuencia de haber padecido estos malos tratos. 
Si bien, los profesionales correspondientes deberán llevar a cabo una eva-
luación rigurosa y específi ca para conocer el alcance de la afectación de cada 
mujer, con carácter general, podemos destacar los siguientes trastornos o 
problemas psicológicos -muchos de ellos interrelacionados entre sí-, aten-
diendo a su prevalencia en este tipo de situaciones:
a) Trastorno de estrés post traumático (TEPT)
Puede desarrollarse como consecuencia de que una persona haya experi-
mentado un suceso traumático intenso (por ejemplo, una catástrofe, acciden-
te, atentado, etc.) que suponga una amenaza directa o indirecta para la vida 
o el bienestar de sí misma o de otra persona, al que responde con desespe-
ranza y temor intensos. La violencia de género provoca en muchas víctimas 
síntomas muy similares a los que se requieren para diagnosticar un TEPT 
(Golding, 1999; Riggs Caulfi eld y Street, 2000). Tal y como se describe en la 
sintomatología del “Síndrome de la Mujer Maltratada” (Walker, 2009), un 
número considerable de víctimas de violencia de género refi eren sufrir un 
miedo muy intenso que les asalta constantemente de forma involuntaria y re-
pentina por medio de fl ashbacks o “pesadillas automáticas” con el contenido 
de imágenes y recuerdos relacionados con el maltrato, lo cual, les genera un 
signifi cativo malestar. Como consecuencia de ello, la víctima puede intentar 
evitar situaciones, lugares o personas que le recuerdan a la situación de mal-
trato, aunque este malestar puede asaltarla en cualquier momento, sin nece-
sidad de exponerse a estimulación alguna.
Brewin, Andrews y Valentine (2000) señalan tres factores de vulnerabilidad 
para que una víctima de violencia de género desarrolle TEPT: escaso apoyo 
social después del maltrato, nivel de estrés habitual y severidad del maltrato. 
Arroyo (2002) plantea que la violencia psicológica puede ser aún más de-
terminante en el desarrollo del TEPT que la agresión física.
b) Depresión
Rosewater (1998) señala que la mujer víctima de malos tratos sufre un 
riesgo importante de experimentar un cuadro depresivo. Golding (1999) 
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plantea que, efectivamente, la depresión tiene una alta prevalencia entre la 
sintomatología desarrollada por las mujeres que han sufrido violencia de gé-
nero. La depresión puede surgir como una respuesta de la víctima a cuatro 
circunstancias que, posiblemente, interaccionan entre sí: 
1. La continua exposición a un suceso estresante, negativo, intenso, en mu-
chos casos, durante un periodo prolongado de tiempo.
2. La Indefensión aprendida, descrita por el psicólogo Martin Seligman 
(1975) que explica cómo una persona, al sentir que un suceso negativo es in-
controlable y que, por mucho que lo intente, no puede hacer nada para cam-
biarlo, genera un estado psicológico negativo que le conduce a la pasividad, 
abandono, apatía, pesimismo, tristeza, y, en defi nitiva, a la disminución de la 
capacidad de “responder”, “luchar” o “rebelarse” contra esa situación aversi-
va. Seligman (1981) añade que, cuantas más veces se experimente la sensa-
ción de que el suceso negativo es incontrolable, más persistente será la inde-
fensión. Esta indefensión aprendida, caracteriza a gran parte de las víctimas 
de violencia de género (Campbell y cols., 1996; Clements y Sawhney, 2000; 
Walker, 2009). 
3. Desarrollo de un autoconcepto y autoestima negativos como consecuen-
cia de tener una sensación de fracaso y de considerarse una persona inefi caz 
por no conseguir “solucionar” la situación que sufre, unido a la exposición 
constante a las desvalorizaciones, insultos y críticas por parte del agresor 
(Campbell y cols. 1996).
Parte de la labor perversa que ejerce el agresor a través de la violencia es 
intentar que su víctima considere que “no vale” ni “merece” nada, instaurán-
dole un sentimiento de inseguridad que contribuye a “convencerla” de que 
las desvalorizaciones que vierte sobre ella son ciertas. Así, ciertos insultos, 
humillaciones, vejaciones, desprecios y abusos del maltratador acaban por 
provocar que la víctima desarrolle una distorsión negativa de sí misma e in-
satisfacción con su imagen corporal (Walker, 2009).
Además, la víctima, frecuentemente es reforzada o premiada por su agre-
sor si lleva a cabo conductas dependientes, sumisas y pasivas, lo cual, contri-
buye a anular aún más su personalidad y disminuir su autoestima (Mccoby, 
1990). 
Según Follingstad y cols. (1984) y Pagelow (1984), cuanto más grave es 
el maltrato (físico y/o psicológico), más frecuente es que la víctima muestre 
síntomas de baja autoestima. Por su parte, Lynch y Graham-Bermann (2000) 
afi rman que la mujer maltratada no volverá a depender sólo de su valoración 
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personal para tener una autoestima adecuada, sin necesidad de otras fuentes 
de refuerzo, hasta, al menos, un año después de que hayan cesado los malos 
tratos. 
4. Pérdida de su desarrollo personal, refuerzos externos, actividades gra-
tifi cantes y circunstancias alegres debido a su asilamiento (Alcázar y Gómez 
Jarabo, 2001; Labrador y cols., 2004).  
En situaciones extremas, tal y como sostienen Labrador y cols. (2004), el 
suicidio puede ser percibido por la víctima como su única alternativa para 
“escapar” del sufrimiento al que está sometida. En este sentido, Stark y Flit-
craft (citados por Villavivencio y Sebastián, 1999) afi rman que los malos tra-
tos son la causa del 25% de los suicidios cometidos por mujeres. 
c) Ansiedad
La permanencia en una situación de peligro constante, provoca un esta-
do de permanente inquietud, alerta, miedo y malestar que produce elevados 
niveles de ansiedad. Esta circunstancia también genera que las víctimas de-
sarrollen una mayor propensión a sufrir trastornos como el obsesivo compul-
sivo, la agorafobia u otras fobias específi cas, tal y como señalan autores como 
Gleason (1993); Villavicencio y Sebastián (1999); Labrador y cols. (2004).  
d) Culpa
La culpa es un elemento habitual de la violencia de género, ya que, cons-
tantemente, el agresor intenta persuadir a la víctima de que ella es la causante 
de provocar cualquier suceso negativo y, sobre todo, el maltrato. De hecho, 
es habitual que las víctimas desarrollen un “estilo atribucional negativo inter-
no”, que les conduce a interpretar que todo lo malo que les sucede es culpa de 
ellas. Este pensamiento suele ir unido a su creencia de que no son capaces de 
hacer nada bueno, ni útil. Además, sin pretenderlo, esta culpa también puede 
ser reforzada por terceros que le expresan su incomprensión por no poner 
fi n a la relación, denunciar al agresor, perdonarle, etc. Es frecuente que, una 
vez, ha concluido el maltrato, la víctima también se sienta profundamente 
culpable y se avergüence por no haber tomado medidas antes, haber estado 
sometida, sentir que no ha protegido adecuadamente a sus hijos, etc. En rela-
ción a esta cuestión, conviene recordar que, tras el cese de los malos tratos, la 
víctima necesitará un tiempo indeterminado, pero considerable, para poder 
valorar racionalmente que el agresor ha sido el único culpable de la violencia 




En una situación de estrés permanente, como la que tiene lugar cuando se 
sufre violencia de género, el organismo segrega altos niveles de la hormona 
cortisol, que modula el sistema inmunológico. El estrés debilita el sistema 
inmunológico del organismo en proporción directa a la intensidad del suceso 
estresante (Echeburúa y Redondo, 2010). Es decir, las víctimas de violencia 
de género podrían ser más vulnerables a contraer infecciones y a desarrollar 
otros trastornos como fatiga crónica, cefaleas, dolores en las articulaciones, 
mareos y diversos problemas del aparato digestivo. 
Es por esto, que las situaciones cronifi cadas de violencia de género provo-
can una alta demanda de atención médica primaria y, también especializada, 
que no está relacionada de manera directa con las agresiones, sino con sínto-
mas físicos derivados indirectamente de dichas situaciones. 
f) Abuso de sustancias tóxicas
Según Walker (2009) existe una clara relación entre el consumo de sus-
tancias tóxicas y el padecimiento de violencia de género. Esta autora añade 
que el alcohol es la droga más asociada al maltrato, si bien, la cocaína y las 
anfetaminas también son frecuentemente consumidas. Además, las mujeres 
que sufren este tipo de violencia, tienden a automedicarse o a abusar de me-
dicación psiquiátrica como una forma de poder sobrellevar estos abusos y 
combatir el malestar psicológico que causan. 
g) Consecuencias de carácter social y relacional, derivadas de su 
aislamiento social
El aislamiento social es un medio para maltratar y controlar a la víctima 
y, a su vez, una importante consecuencia psicosocial de este maltrato, ya que 
provoca que la víctima pierda apoyo de otras personas que podrían ayudarle, 
no aprenda habilidades básicas y/o sufra un progresivo deterioro en destre-
zas que poseía de forma previa a la relación de maltrato. Además, Blaauw y 
cols. (2002) señalan que el aislamiento social también constituye un factor de 
riesgo para el suicidio.
Este aislamiento, el estado emocional intenso caracterizado por tristeza 
y miedo, unidos a algunos de los síntomas antes detallados que ocasiona la 
violencia de género, tienen como consecuencia que la víctima desarrolle un 
importante défi cit en solución de problemas, que se manifi esta en indecisión, 
falta de seguridad y un bloqueo mental que les hace evitar actuar o cometer 
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más errores. Todo ello difi culta su capacidad para realizar actividades y labo-
res cotidianas, lo cual, resulta enormemente limitante para ellas (Echeburúa 
y cols., 1997; Sánchez, 2003). 
Claerhout y cols. (1982) y Launius y Jensen (1987) demostraron que las 
mujeres maltratadas -respecto a las que no lo son- generan menos alterna-
tivas para resolver problemas y que las soluciones que proponen son menos 
efectivas y más evitativas. Además, si tienen que escoger entre diferentes op-
ciones, tienen menos probabilidades de elegir la más efectiva. 
En resumen, tal y como plantea Navarro (2015), la violencia psicológica 
supone un importante impacto en el rendimiento intelectual de la víctima, 
que la vuelve menos competente y que, por tanto, limita severamente su 
adaptación al funcionamiento cotidiano que lleva a cabo cualquier persona.  
8. El agresor en violencia de género
Existen diferentes tipos de agresores. Autores como Alcázar y Gómez-Ja-
rabo (2001) y Navarro (2015) destacan esta heterogeneidad de los maltra-
tadores, ya que no se han hallado características específi cas que permitan 
defi nir la personalidad de los agresores en un patrón único. Lorente (2001) 
apunta que “si hay algo que defi ne al agresor es su normalidad”, añadiendo 
que el perfi l del maltratador es “plano, no hay características sobresalientes 
que lo defi nan o puedan identifi carlo”.
En este sentido, la investigación de la violencia de género, pone de ma-
nifi esto, que, salvo puntuales excepciones, no se trata de “enfermos que no 
son responsables de sus actos”. Por el contrario, la literatura especializada 
concluye que estos agresores son plenamente conscientes de sus acciones y 
eligen cometerlas sin que sus capacidades para discernir estén afectadas. En 
este sentido, resultan muy reveladores trabajos como los de Swanson y cols. 
(1990), que establecen que no hay diferencias en la prevalencia de trastornos 
psicopatológicos y psiquiátricos entre maltratadores y población no agresora. 
Por lo tanto, cuando analizamos las situaciones de violencia de género, la 
conclusión es que no se puede describir un perfi l psicológico o de personali-
dad único de estos maltratadores. Además, es posible encontrar este tipo de 
agresores en cualquier contexto económico, social y cultural. Como veremos, 
algunos pueden presentar ciertos défi cits en sus habilidades interpersonales 
mientras que, otros, destacan por todo lo contario. Las difi cultades para re-
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gular emociones o para controlar los impulsos tampoco están necesariamente 
presentes en todos estos agresores. 
Sin embargo, sí hay un factor que permite identifi car a este tipo de maltra-
tadores, que además es la característica que defi ne a la violencia de género: 
estos agresores comparten como rasgo común sus distorsiones, creencias y 
sesgos de pensamiento machista que justifi can la desigualdad en contra de 
las mujeres y el uso de la violencia para controlar y ejercer poder sobre su 
víctima. Otros problemas, défi cits, circunstancias o características del con-
texto o de su personalidad pueden estar también presentes y tener un papel 
desencadenante de la violencia, pero, en ningún caso, son la causa profunda. 
Respecto a estos últimos aspectos, muchos autores coinciden en señalar 
que uno de los factores que más predispone a la agresión es haber sido vícti-
ma o testigo de violencia en la familia de origen durante la infancia o adoles-
cencia (Lorente, 2001; Dutton, 2007, 2010). En este sentido, Navarro (2015) 
puntualiza que “los agresores sí tienen antecedentes de violencia en sus fa-
milias de origen, pero tener antecedentes de violencia no la predice” y añade 
como modelo explicativo de lo anterior, que los agresores suelen mostrar un 
“apego inseguro -forjado en su infancia- como forma de vincularse con el 
mundo y especialmente con sus fi guras afectivas” y que, en la edad adulta, se 
manifi esta a través de la violencia y la expresión de ira incontrolada (Dutton 
2007; 2012). 
Además, a partir de la formulación de la Teoría del aprendizaje social 
(Bandura, 1977), numerosos autores sostienen que los comportamientos vio-
lentos se adquieren a través de la observación de las personas del entorno 
y se mantienen si son reforzados, no tienen consecuencias negativas o son 
valorados socialmente generando todo un sistema de valores provocadores y 
legitimadores de la violencia.  
Como señalábamos anteriormente, en general, los trastornos mentales 
son poco frecuentes en las personas que ejercen violencia en el contexto de 
pareja (Echeburúa y Redondo, 2010). Los trastornos de personalidad y, con-
cretamente, el trastorno antisocial es la psicopatología más diagnosticada en-
tre los maltratadores (Roy, 1977 y Dinwiddie, 1992). 
El abuso de tóxicos y, muy especialmente, el alcohol, se encuentra también 
presente, de forma habitual, en muchos episodios de violencia. Si bien, como ya 
se ha explicado, no debe considerarse este consumo como la causa de la agre-
sión, ni el único factor necesario o sufi ciente para que se produzca, aunque en 
muchas ocasiones sea utilizado como pretexto por parte del agresor. De hecho, 
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el alcohol se puede considerar como un desinhibidor o activador de agresiones 
derivadas de actitudes hostiles previas (Echeburúa y Redondo, 2010). Por últi-
mo, es importante tener en cuenta que autores como Alcázar y Gómez-Jarabo 
sostienen (2001) que el maltrato es más grave y repetido cuando el agresor, 
además, abusa del alcohol u otros tóxicos y que su consumo puede constituir 
un indicador de incremento en la probabilidad de maltrato. 
Las tipologías de agresores que proponen diferentes autores suelen tener 
un carácter más teórico y explicativo que práctico. Asimismo, estas clasifi -
caciones incluyen a maltratadores que ejercen violencia de género y a otros 
cuyas agresiones pueden explicarse por otro tipo de causas.  
Las categorizaciones más populares y citadas en contextos especializados 
son las siguientes: 
Holtzworth-Munroe y Stuart. (1994) realizan una revisión de estudios pre-
vios sobre tipologías de maltratadores e identifi can los siguientes factores de 
riesgo: 
- Dimensiones de la violencia: severidad, generalidad y psicopatología o 
trastornos de personalidad del agresor.
- Correlatos distales: ocurridos durante la infancia. 
- Correlatos proximales: ocurridos en la edad adulta. 
A partir de estos factores, proponen tres categorías de agresores:
a) Violentos sólo en la familia: 
Se trataría de hombres que no sufrieron agresiones en sus familias de ori-
gen, o si las hubo, fueron “moderadas”. No suelen tener antecedentes psico-
patológicos ni psiquiátricos, tampoco historial delictivo y se encuentran inte-
grados en la sociedad. 
Las agresiones se producen contra sus mujeres, de las que son muy depen-
dientes. Muestran décifi ts moderados en sus habilidades de comunicación 
y resolución de problemas con su pareja, cierto nivel de impulsividad y la 
agresión física es ocasional. Sí pueden sentirse culpables y se arrepienten de 
estas agresiones.
b) Violentos disfóricos o “borderline”:
Tienen una personalidad impulsiva y tendente a la agresión. Han sufrido 
abandono, desprotección y abusos por parte de sus padres y, con frecuencia, 
presentan un historial delictivo con un origen temprano. 
Muestran difi cultades de apego con sus parejas y una clara falta de habi-
lidades interpersonales con ellas, además de actitudes hostiles hacia las mu-
jeres y problemas moderados de impulsividad. Son violentos ante la posibi-
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lidad de que les abandonen y no se arrepienten de sus agresiones, por lo que 
los malos tratos que ejercen tienden aumentar en el futuro. 
c) Violentos antisociales:
En este grupo, existen factores predisponentes de mayor peso que en los 
dos anteriores, lo cual, contribuye a explicar su agresividad, impulsividad y 
comportamiento antisocial y, además, han sufrido más violencia en su familia 
de origen que los otros dos tipos de agresores. También cuentan con un am-
plio historial delictivo y una conducta criminal habitual.
Muestran una baja empatía hacia los demás, menosprecian las relaciones 
y mantienen actitudes rígidas y conservadoras respecto a las mujeres. Consi-
deran legítimo el uso de la violencia y la utilizan de una forma severa y gene-
ralizada, no mostrando ningún tipo de sentimiento de culpa por ejercerla. Su 
falta de habilidades sociales es muy pronunciada y se expresa con la pareja, 
pero también, en el medio social. 
En un posterior estudio empírico, Holtzworth-Munroe y cols. (2000) pro-
pusieron la existencia de un cuarto tipo de agresor, denominado Antisocial-
Nivel Bajo.
Por su parte, Jacobson y Gottman (2001) proponen dos tipologías des-
criptivas básicas de agresores en el ámbito, sobre todo, de las relaciones de 
violencia contra la mujer en las relaciones pareja:
a) Pitbull:
Es un tipo de agresor que suele estar adaptado socialmente. No suelen te-
ner historial delictivo. Pueden mostrase encantadores y, en ocasiones, débiles 
con los demás. Lleva a cabo las agresiones contra los miembros de su familia, 
especialmente hacia su mujer, de forma privada y sin generar sospechas en el 
exterior. Por estas razones, este perfi l de maltratador suele permanecer más 
oculto y es difícil estimar su prevalencia.
Según Jacobson y Gottman (2001) estos agresores pudieron “aprender” a 
legitimar la violencia como forma de relacionarse con las mujeres durante su 
infancia a raíz de presenciar malos tratos de su padre hacia su madre.   
Los “pitbull” suelen ser inseguros y dependientes -emocional y funcional-
mente- de sus parejas, aunque no pueden admitirlo ante sí mismos ni a los 
demás y, mucho menos, a sus parejas. Reaccionan con ira si esta dependencia 
se pone de manifi esto, si creen que su entorno puede percibirla y, sobre todo, 
si sospechan que su mujer puede abandonarles.
Muestran un comportamiento celoso, posesivo y controlador. Intentan 
aislar y dominar a su pareja, exigiéndole atención constante y utilizan la vio-
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lencia para intimidar y disuadir a la víctima de que tome decisiones por sí 
misma.
Durante las agresiones pueden perder el control y alcanzar niveles muy 
altos de agresividad. Una vez interrumpida la relación con un “pitbull” puede 
continuar siendo muy peligroso para su ex pareja -incluso más que a corto 
plazo-, ya que su dependencia, obsesión, necesidad de control e ira contra ella 
pueden continuar vigentes durante largo tiempo. De ahí, la comparación de 
estos agresores con el perro pitbull: una vez agarran a su presa, es difícil que 
la suelten.  
 b) Cobra:  
Se refi ere a un tipo de maltratador con una conducta general antisocial, 
propenso al consumo de tóxicos y frecuente historial delictivo. 
Jacobson y Gottman (2001) plantean que estos maltratadores, durante 
su infancia, han podido tener vínculos familiares caóticos, inestables y poco 
afectivos e, incluso, abuso y desprotección por parte de sus progenitores. Ade-
más, defi nen a este tipo de agresor como “hedonista e impulsivo”. Es egoísta 
y con una baja tolerancia a la frustración, por lo que utiliza la violencia de 
forma instrumental para imponer su voluntad y poder hacer lo que desea en 
cada momento. La violencia que ejerce puede ser muy rápida e intensa y, por 
tanto, peligrosa, por lo que suele generar un gran temor en su mujer. Ade-
más, suelen emplear algún tipo de arma u objeto contundente como forma 
de intimidar y atacar a su víctima de forma más habitual que en el caso de 
los “pitbull”. No siente arrepentimiento ni culpa por agredir su mujer, aun-
que puede expresarlos de forma manipulativa. Sólo se preocupan por ellos 
mismos y por la satisfacción de sus deseos y necesidades, por lo que toda su 
conducta, incluida la violencia, está orientada a ello. Entienden sus relacio-
nes como un instrumento para obtener de las mujeres benefi cios inmediatos 
como: sexo, bienes, estatus, etc. Ellos no se implican ni se comprometen en 
sus relaciones, en las que no hay una verdadera intimidad ni la dependencia 
emocional que sí tienen los “pitbull” de sus mujeres. No temen ser abandona-
dos por sus mujeres, aunque mientras obtengan “benefi cios” de ellas, harán 
lo que sea para mantenerlos. Para su víctima, resulta extremadamente difícil 
interrumpir esta relación, pero si lo logra, es cuando más peligroso resul-
ta este agresor y no tanto a largo plazo, ya que, rápidamente buscan y, fre-
cuentemente, encuentran a otra víctima. Por lo tanto, a diferencia del caso de 
los “pitbull”, puede que él interrumpa sucesivamente relaciones en busca de 
otras nuevas si considera que puedan “gratifi carle más”.   
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9. Consideraciones y pautas básicas de actuación en situaciones de 
violencia de género
Cuando se ha identifi cado claramente que se está produciendo una situa-
ción de violencia de género en una relación de pareja, intervenciones como 
favorecer la reconciliación de sus miembros, o que éstos lleven a cabo una te-
rapia de pareja, no son muy efectivas y pueden contribuir, secundariamente, 
a mantener y cronifi car la violencia.
Por otra parte, si se ha producido violencia de género y la mujer decide 
interrumpir la relación de pareja, llevar a cabo un proceso de mediación fa-
miliar con víctima y agresor para que alcancen acuerdos sobre los términos 
de su separación, está completamente contraindicado. Además de considera-
ciones legales insoslayables, desde el punto de vista psicológico, algunos prin-
cipios fundamentales inherentes al proceso de mediación -como la obligada 
neutralidad e imparcialidad de los mediadores y el énfasis en promover la 
autodeterminación y capacidad de decisión de las partes- resultan contra-
rios al desequilibrio de poder a favor del agresor propio de las relaciones en 
las que se produce violencia de género. Asimismo, la sintomatología, antes 
expuesta, que puede mostrar la víctima, entre otros aspectos, limita tempo-
ralmente algunas capacidades imprescindibles para participar en un proceso 
tan complejo y con tantas repercusiones futuras como es la mediación. De 
forma breve, exponemos algunas posibles consecuencias de iniciar un proce-
so de mediación en situaciones de violencia de género:
- El agresor puede aprovechar el desequilibrio y control a su favor para 
obtener “acuerdos” benefi ciosos para él y muy perjudiciales para la víctima. 
- El proceso de mediación aporta información y ventajas que puede usar el 
agresor en contra de la víctima. 
- El agresor puede instrumentalizar la mediación para generar confusión 
en la víctima y persuadirla de que no se separe de él, por ejemplo: ganando 
tiempo, haciéndole sentir culpable, provocándole miedo o incertidumbre, o 
bien, intentando seducirla y mostrando un cambio manipulativo -recorde-
mos que este momento puede desarrollarse en la etapa que Walker (1979) 
denomina “luna de miel”-. 
Por lo tanto, cuando se detecta o se tiene conocimiento de que se está pro-
duciendo una situación de violencia de género resulta imprescindible incre-
mentar la seguridad y protección de la víctima a través de los medios asisten-
ciales, policiales y jurídicos que sean necesarios en cada caso, así como, llevar 
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a cabo la orientación e información oportuna para contribuir a la autoprotec-
ción de la víctima. 
Aunque se puedan observar síntomas y consecuencias comunes de la vio-
lencia de género, cada mujer va a presentar unas circunstancias y necesidades 
específi cas, por lo que debe recibir una atención personalizada. Por ello, en 
cada situación, se deben valorar las opciones y procedimiento de interven-
ción más adecuadas, si bien, la interrupción permanente de la relación con 
el agresor, la concienciación de la víctima del riesgo y el apoyo especializado 
jurídico, psicológico y social a la víctima son necesarias para poder detener 
las agresiones de forma permanente. 
En este sentido, el riesgo más elevado para la integridad física de la vícti-
ma de violencia de género se produce cuando ésta decide interrumpir la rela-
ción y/o convivencia con su agresor. Cuando el agresor percibe la intención 
de la víctima de fi nalizar su relación con él y/o denunciarle, así como en el 
periodo inmediatamente posterior a haberlo hecho, es cuando la frustración, 
ira y miedo que siente, le convierten en aún más peligroso.  
Según Echeburúa y Redondo (2010) el riesgo de violencia extrema aumen-
ta:
a) Si se observa que el agresor
- Ya ha llevado a cabo antes violencia física contra la víctima en un proceso 
de creciente intensidad.
- Ha cometido agresiones y/o amenazas con armas u objetos contunden-
tes.
- Muestra claramente que no acepta la separación. 
- Ejerce conductas de acoso.
- Abusa del alcohol o consume otras drogas.
- Muestra trastornos o alteraciones psicopatológicas (défi cit en el control 
de impulsos, celos patológicos, depresión, etc.).
b) Si se observa que la víctima muestra
- Falta de conciencia del peligro, tolerancia a la agresión o subestimación 
del riesgo.
- Ambivalencia; ya que puede ser consciente del peligro, pero temer las 
consecuencias de interrumpir la relación o denunciar la violencia.  
En este momento de mayor riesgo para la víctima, se deben poner los me-
dios necesarios para impedir a toda costa cualquier contacto entre la víctima 
y el agresor. Para ello, además de medios judiciales y policiales que conlleva la 
interposición de una denuncia por violencia de género, resulta imprescindi-
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ble la comprensión, concienciación, colaboración e implicación de la víctima 
y su entorno socio-familiar en el refuerzo de la seguridad de la propia víctima. 
De forma general, algunas medidas necesarias para incrementar la seguri-
dad de las víctimas son las que contribuyan a: 
- Mostrarles atención, aceptación y respeto.  
- Ofrecerles atención psicosocial especializada y facilitarles cualquier pro-
cedimiento que les conduzca a obtenerla. 
- Ayudarlas a identifi car la situación de violencia. 
- Concienciarlas del riesgo. 
- Aportar un planteamiento realista y positivo, centrado en desarrollar la 
esperanza de que pueden fi nalizar esa relación de violencia y recuperar y re-
construir su vida. 
- Ofrecer una información jurídica precisa, especializada y motivadora 
acerca de sus derechos y sobre cómo denunciar la violencia. 
- Que el agresor no sospeche cuáles son las intenciones de la víctima hasta 
que ésta no se encuentre preparada para actuar siguiendo un protocolo de 
seguridad que le distancie de él. 
- Ayudarles a establecer ese protocolo seguro para abandonar al agresor. 
- Movilizar y procurar el mayor apoyo posible de familiares y amigos.
Como ya se explicó en apartados anteriores, las mujeres que sufren vio-
lencia de género pueden presentar, como consecuencia de las agresiones, di-
fi cultades y carencias de tipo afectivo, emocional, económico, social y laboral 
unidas a otras limitaciones para expresar y afrontar sus difi cultades. 
Las mujeres que han sufrido violencia de género necesitan ser escuchadas 
y atendidas desde el respeto hacia ellas como personas y a su proceso, tenien-
do en cuenta que ser víctima de este tipo de violencia puede llegar a anularlas 
como personas y, consecuentemente, puede coartarlas en diferentes ámbitos 
(por ejemplo, para tomar decisiones o expresar su situación a terceras perso-
nas de manera efectiva).
Teniendo en cuenta estas características, es necesario que el profesional 
proporcione atención, apoyo y comprensión a cada mujer, a través de diferen-
tes actuaciones específi cas:
- Acoger generando un clima de confi anza y seguridad y ayuda en un am-
biente de privacidad y tranquilidad. 
- Establecer una comunicación basada en la escucha activa y la actitud 
empática, transmitiendo respeto y comprensión. No cuestionarla, ni emitir 
ningún tipo de se juicio de valor sobre la víctima (conducta, apariencia, etc.). 
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- Facilitar su relato, sin interrumpirla, brindando el tiempo necesario y el 
espacio adecuado para expresar los hechos, cómo se siente y cuáles son sus 
necesidades. 
- Mostrar disposición a aclarar, explicar y repetir informaciones cuantas 
veces sea necesario teniendo en cuenta que el bloqueo mental que sufren mu-
chas víctimas como consecuencia de las agresi ones provoca défi cits tempora-
les (cometer errores, difi cultar la comprensión, etc.). 
- Acoger las diferentes emociones de la mujer (dolor, vergüenza, culpa, ira, 
miedo…) sin juzgarlas ni mostrar sorpresa, espanto o extrañeza. Transmitir 
comprensión ante estas reacciones, expresando que son habituales en este 
tipo de situaciones.
- Hacer sentir que no es culpable de la violencia sufrida, transmitiéndole 
que no es responsable de las conductas del agresor y que la violencia en las 
relaciones humanas es inaceptable, nunca está justifi cada y el responsable es 
quien la ejerce.
- La baja autoestima que provoca esta violencia requiere un importante 
refuerzo, para lo que se debe reconocer y visibilizar sus fortalezas (destacar 
aspectos personales, familiares y sociales, así como cualquier posible apoyo 
externo) y ayudar a proyectarse hacia el futuro, siempre de forma realista.
- Transmitir un sentimiento de seguridad y protección facilitando infor-
mación, orientación y asesoramiento adecuado a la situación, estado emocio-
nal y nivel socio-educativo de cada mujer.
- Promover una relación profesional de apoyo, sin imponer criterios: es-
timular los procesos de análisis, abriendo el abanico de posibilidades para 
salir de la situación, pero nunca en forma de imposición por parte del pro-
fesional, que debe facilitar el progresivo empoderamiento de la mujer, sin 
generar nuevas relaciones de dependencia en las que el profesional sustituye 
actuaciones y toma de decisiones que corresponden a la mujer.
- Cualquier intervención con una víctima de violencia de género debe te-
ner en cuenta que el proceso se basa en el apoyo y no en la suplantación de la 
víctima y, por tanto, ha de tender a la promoción de la autonomía e indepen-
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DINÁMICA Y ASPECTOS PSICOLÓGICOS EN LAS RELACIONES DE 
MALTRATO: LA “TELA DE ARAÑA”
Santiago Madrid Liras
Psicólogo
La pasión de dominar es la más terrible de todas las enfer-
medades del espíritu humano.
Voltaire
Si no te aman como mereces, declárate en “desobediencia 
afectiva”, vete, niégate a seguir; el buen amor es recíproco.
Walter Riso (@Walter_Riso; 29 ene. 2014)
1. Introducción
En el presente capítulo, vamos a analizar los aspectos psicológicos presen-
tes, causantes y mantenedores de la violencia de género. Entendemos que nos 
enfrentamos a una tarea muy amplia, que supera la de estas páginas, más aun 
teniendo en cuenta que, como plantea el modelo ecológico de Urie Bronff en-
brenner (1979), este asunto requiere un análisis desde una perspectiva mul-
ticausal, que tenga en cuenta la interrelación de varios contextos o sistemas: 
desde el más amplio o globosistema, al más específi co u ontosistema. 
En este caso, aunque pincelaremos algunos aspectos del macrosistema 
(valores culturales, sociales, económicos y políticos de una sociedad), la aten-
ción va a centrarse en el microsistema, con especial atención a la interacción y 
dinámica de los dos miembros de la pareja entre sí y con otros miembros que 
les rodean: hijos, familia extensa, red social; y en el ontosistema (característi-
cas propias de cada individuo). Entendemos que la relación que se establece 
entre los tres sistemas abordados es de mutua infl uencia. 
El tema a debate es si los MARC (o ADR, en la más común abreviación 
anglosajona) o Medios Alternativos de Resolución de Confl ictos son adecua-
dos para el abordaje de los confl ictos que se dan en las parejas cuando hay 
violencia. Y tal debate requiere, según aquí defenderemos, hacer una clara 
distinción entre diferentes tipos de violencia en la pareja (Lobo y Samper, 




tal violencia no sólo no es un impedimento para actuar desde los diferentes 
MARC y en concreto desde la mediación, sino incluso un estímulo a ello, ya 
que el fi n de los mismos es sobrepasar el confl icto violento (Vall y Guillamat, 
2011). Pero igualmente, debemos tener presente las características muy es-
pecífi cas de un tipo concreto, aunque frecuente, de violencia en la pareja –a 
las que nos referiremos como relaciones de maltrato o violencia de género–, 
y que desarrollaremos en el presente capítulo. En estos casos de relación de 
maltrato el empleo de estos MARC es considerado inadecuado, al menos tal 
cual están en la actualidad confi guradas y limitadas las prácticas como la de 
la mediación; e incluso, está vedado expresamente el empleo de ésta por la 
legislación española actual (artículo 44.5 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género). 
Retomaremos este asunto al fi nal del capítulo, con unas refl exiones últimas 
sobre la mediación en los casos de violencia en la pareja y más en concreto, 
en los casos de violencia de género, en busca de respuestas a preguntas que 
planteamos ya en un debate previo (Madrid Liras, 2011).
Por último, existen muchos mitos respecto a las relaciones de maltrato 
que consideramos oportuno abordar igualmente en este capítulo. Mitos que 
acaban generando victimización secundaria en las propias víctimas. Es nece-
sario entender la dinámica de la relación maltrato, que con el fi n de hacerlo 
más gráfi co referiremos como “la tela de araña”, y el proceso psicológico que 
va ocasionando a la víctima, entrampada en tal red. En cualquier caso, todo 
profesional que aborda un MARC en casos donde haya habido algún tipo de 
violencia debe ser consciente de ello y estar atento para detectar si la relación 
es altamente desigual y si se encuentra ante un posible caso de violencia de 
género, para poder actuar con responsabilidad y acorde a lo que marca la ley 
en estos casos.
2. Violencia doméstica vs. violencia de género
Entender y profundizar en los aspectos psicológicos de la violencia de gé-
nero requiere, como inicio, una defi nición del concepto de violencia de género 
que ayude a diferenciarlas de otras formas de violencia, especialmente aque-
llas también dadas en el ámbito de la pareja. Para ello, vamos a recurrir a dos 
textos fundamentales:
La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (Re-
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solución de la Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993), cuyo 
artículo 1 plantea: “por “violencia contra la mujer” se entiende todo acto de 
violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda te-
ner como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para 
la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 
arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la 
vida privada”. 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Inte-
gral contra la Violencia de Género, que la defi ne como violencia que se ejerce 
sobre las mujeres “por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o 
de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de 
afectividad, aun sin convivencia” (artículo 1.1.); y que “comprende todo acto 
de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, 
las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad” (artículo 
1.3.). 
Ambos textos señalan que tal violencia va más allá de la violencia física, a 
la que tradicionalmente se ha prestado más atención, e incluyen la violencia 
psicológica y sexual, las coacciones, etcétera, que abordaremos más adelante, 
y que incluyen control, dominio, marginación, infravaloración, desprecio, re-
presión, explotación y alineación sobre y hacia las mujeres por el mero hecho 
de serlo. 
Como plantea Mª Luisa Maqueda, es oportuno diferenciar entre violen-
cia de género y violencia doméstica, ya que no hacerlo “contribuye a perpe-
tuar la probada resistencia social a reconocer que el maltrato a la mujer 
no es una forma más de violencia, que no es circunstancial ni neutra sino 
instrumental y útil en aras de mantener un determinado orden de valores 
estructuralmente discriminatorio para la mujer” (Maqueda, 2006). El uso 
del concepto “doméstico” parece dejar la violencia en el ámbito de lo privado 
y no remarca lo sufi ciente el hecho de que en la mayor parte de los casos de 
violencia doméstica ésta es ejercida por el hombre hacia la mujer con el fi n 
de dominarla e imponerse, gracias a una cultura y a unas estructuras cuyos 
mensajes, acciones y omisiones lo favorecen o no lo impiden lo sufi ciente. Es 
en el espacio social permisivo, acrítico e incluso incitador, como veremos en 
el próximo punto, donde puede crearse un contexto propicio para la violencia 
de género y dónde debe gestarse el auténtico y profundo cambio. 
Esa diferenciación entre violencia doméstica y violencia de género quiere 
igualmente señalar que no toda la violencia doméstica responde a ese modelo 
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patriarcal (Boira, 2010), e incluso ciñéndonos a las relaciones de pareja –ya 
que violencia doméstica es igualmente aquella ejercida entre cualquiera de 
sus miembros–, debemos preguntarnos si existe violencia que pueda produ-
cirse por la interacción agresiva de sus miembros, más o menos puntual y en 
la que ambos participen activamente. Tales casos no responderían al tipo de 
relaciones a los que nos referimos como relaciones de maltrato, que, como 
veremos, muestran un patrón muy determinado de aumento progresivo del 
control, del abuso y de la intensidad de la violencia como vía de imposición 
y dominio del varón sobre la mujer, que va minando en ella su autoestima, y 
produciendo una progresiva desvalorización y un sufrimiento cada vez mayor 
a ésta.
Evidentemente toda violencia merece una respuesta de la sociedad y de la 
justicia, pero un adecuado análisis requiere ser capaz de diferenciar procesos 
distintos. No todo debe “entrar en el mismo saco”. En este sentido, debemos 
referirnos al estudio llevado a cabo por Andrés Quintero y Pablo Carbajosa 
(2008) sobre hombres maltratadores, en el que diferencian los tipos de vio-
lencia en la pareja en una clasifi cación comúnmente aceptada. Tal clasifi ca-
ción va a diferenciar entre la violencia sistemática y permanente cuyo fi n es 
el dominio total del otro, a la que llaman violencia estructural (no confundir 
con la violencia estructural planteada por Galtung, abordada más adelante), 
y que es principalmente ejercida por los hombres, y la violencia circunstan-
cial, que responde a momentos puntuales, como por ejemplo momentos de 
crisis familiares: separaciones, crisis de pareja, momentos de difi cultades 
económicas, confl ictos ocasionados en el periodo de adaptación familiar a la 
adolescencia, etc., y que puede darse tanto en hombres como en mujeres. No 
es menos violenta este tipo de violencia, ya que puede acabar incluso con la 
muerte de alguno de sus miembros, ni tiene porqué referirse a un episodio 
único, sino a episodios vinculados con el periodo de crisis y, por tanto, hasta 
el fi n de la misma, la situación de peligro se mantiene. Tal es el caso de la vio-
lencia que encontramos en algunas parejas en el momento de la separación, 
ejercida por uno de los miembros –generalmente aquel que no acepta la sepa-
ración- y ocasionalmente por ambos, en lo que supone una situación de vio-
lencia mutua. En estos casos, la violencia no suele pasar de la agresión verbal 
(insultos, amenazas, descalifi caciones, humillaciones), pero ocasionalmente, 
en su rápido ascenso, puede llegar a la agresión física e incluso la muerte. De-
trás de ella podemos encontrar tanto aspectos culturales (narrativas sociales 
dominantes que legitiman, o cuando menos toleran, el uso de la violencia en 
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el ámbito familiar) como psicológicos (niveles de baja tolerancia a la frus-
tración, que en situaciones complejas se evidencian, ocasionando estallidos 
emocionales, y que se retroalimentan en la interacción entre los miembros 
de la familia, en un círculo vicioso de aumento de dicha violencia). Insistimos 
en que todo acto de violencia es un intento de ejercer control sobre el otro e 
imponerse sobre el otro, y que tales episodios e interacciones violentas re-
quieren de una respuesta social, clínica y jurídica; pero no toda la violencia 
circunstancial se remite a la violencia de género aquí abordada, ni requiere el 
mismo tratamiento. Como señalan Quintero y Carbajosa (2008, p.16), “pue-
den desencadenar agresiones, pero una vez resueltos estos problemas, la 
violencia desaparece”.  
Distinto trato requiere la violencia estructural, ya que detrás encontramos 
un patrón muy determinado y frecuente de progresivo dominio del hombre a 
la mujer desde prácticamente los inicios de la relación de pareja, y que condu-
cen y persiguen el sometimiento de ésta. Nos referimos en este caso a lo que 
comúnmente denominamos relaciones de maltrato. “El maltrato no surge 
por una situación puntual, sino que es el modo en que los agresores se re-
lacionan con sus parejas […] como medio de resolver los confl ictos y para 
mantener el poder absoluto” (Ibíd.), que bien, como señalan estos autores, 
puede ser exclusiva, es decir, que se produce exclusivamente en las relacio-
nes de pareja, o generalizada, si las agresiones se producen además en otros 
contextos distintos al familiar. Si bien en la violencia estructural generalizada 
existe un patrón violento, explosivo y dominante de manejo de las relaciones 
interpersonales, incluidas las relaciones de pareja, en la violencia estructural 
exclusiva, el patrón es más maquiavélico, ya que la violencia se da exclusi-
vamente en el ámbito familiar y el autor de la misma mantiene lo que se co-
noce como “doble fachada” (Corsi, Dohmen y Sotés, 1995). Ésta consiste en 
mostrar una imagen social amable fuera del ambiente familiar, pero tiránica 
dentro del hogar. Podemos ver una conexión entre esta clasifi cación de vio-
lencia estructural generalizada y violencia estructural exclusiva con una de 
las clasifi caciones respecto a las características de los hombres maltratadores 
que ha tenido mayor popularidad en este sector, la realizada por Jacobson 
y Gottman (2001; citado en Quintero y Carbajosa, 2008), que los divide en:
- “cobras”, aquellos con un patrón de agresividad generalizada (violencia 
estructural generalizada), y que presentan rasgos psicopáticos, mucha violen-
cia, sadismo o placer al ejercerla, rasgos narcisistas, baja dependencia emo-
cional y conductas antisociales;
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- y “pitbull”, donde el patrón es de mayor dependencia emocional de sus 
parejas y gran parte de sus conductas dominantes y violentas van dirigidas a 
mantener a su pareja a su lado a cualquier precio, aterrados ante la idea del 
abandono, pero que en otros contextos no muestran tal agresividad y sí la 
mencionada “doble fachada” (violencia estructural específi ca). 
Según Echeburúa, Del Corral y Amor (1999), éstos últimos representan ¾ 
partes de los maltratadores. 
3. Macrosistema: aspectos culturales en la violencia de género y las 
narrativas machistas dominantes
Para abordar, aunque sea brevemente, los aspectos sociales y culturales, 
debemos recurrir nuevamente y ampliar las descripciones sobre violencia de 
género aportadas en el punto 2:
“La violencia contra la mujer constituye una manifestación de relaciones 
de poder históricamente desiguales1 entre el hombre y la mujer, que han 
conducido a la dominación de la mujer y a la discriminación en su contra 
por parte del hombre e impedido el adelanto pleno de la mujer, y que la vio-
lencia contra la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales por 
los que se fuerza a la mujer a una situación de subordinación respecto del 
hombre” (Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer. 
Art. 1)
“violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de 
desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se 
ejerce sobre éstas…” (L.O. 1/2004, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género. Art. 1.1.).
Ambas concepciones responden a un tipo de violencia que, más allá de la 
violencia directa ejercida por el hombre a la mujer (violencia microsocial), 
está sustentada y amparada por lo que Johan Galtung (2003) defi nió como 
“violencia estructural” y “violencia cultural”, en su bien conocido “triángulo 
de la violencia” (ver gráfi co 1). A menudo, tanto la violencia estructural como 
la cultural pasan desapercibidas, y son dadas por válidas socialmente cuando 
hay escaso cuestionamiento de la realidad social en el grupo de referencia. El 
resultado de estos dos tipos de violencia es que de alguna manera legitiman el 
uso de la violencia directa.
1  El subrayado es nuestro.
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Gráfi co 1: Triángulo de la Violencia. Fuente: Elaboración 
propia a partir de Galtung, 2003.
Por violencia estructural2 entendemos esa violencia indirecta originada, 
provocada y sostenida por la injusticia y la desigualdad como consecuencia de 
la propia estructura social, intrínseca a los sistemas sociales, políticos y econó-
micos mismos que gobiernan las sociedades y los estados. Ejemplos de ello es la 
situación de desigualdad de oportunidades en base al género, diferencias de sa-
lario, o de forma más evidente aquellas políticas que discriminan a las mujeres. 
Violencia cultural es aquella sustentada en los valores sociales y culturales 
del grupo social de pertenencia, y que quedan recogidos en la religión, las 
tradiciones, los usos y costumbres, la mitología y la ideología de dicho grupo. 
El machismo y el patriarcado son dos ejemplos claros de violencia cultural en 
el asunto que estamos abordando, si bien son muchos los mensajes cultural-
mente establecidos que pueden fomentar las relaciones de desigualdad, de 
imposición del hombre sobre la mujer, del uso de la fuerza y el dominio en el 
varón y de la sumisión, resignación y abandono de la mujer, y su permanen-
cia en una relación destructiva y dañina. Siguiendo los postulados del cons-
truccionismo social a partir de los estudios de Foucault sobre el poder en el 
discurso, y de la práctica narrativa (Cobb, 2013), podemos plantear que gran 
parte de esta violencia es ejercida en forma de narrativas dominantes, tipos 
de relaciones “normalizadas” y construcciones identitarias fuertemente esta-
2  No confundir con el concepto de violencia estructural planteado por Quintero y 
Carbajosa al que hemos hecho referencia en el punto anterior.
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blecidas en la sociedad, estableciendo qué es “lo correcto” o “lo natural”; en 
discursos que transmiten mensajes que postulan, más o menos abiertamente, 
la superioridad del hombre sobre la mujer y la sumisión esperada de ésta al 
primero. Los discursos y narrativas son pilares básicos de la cultura cargados 
de signifi cado que determinan el lugar en que las personas quedan posicio-
nadas (Winslade y Monk, 2013; Harré & van Langenhøve, 1999) y confi guran 
su identidad. Como señala Miguel Lorente (2011, p.34-35), “la identidad de 
hombres y mujeres no se puede formar del mismo modo, pues tanto los ele-
mentos subjetivos como las imágenes refl ejadas en los paneles de la socie-
dad, generan una idea distinta para unos y para otras, la primera magnifi -
cada y extendida a todos los ámbitos, y la segunda reducida y encasillada”. 
Imágenes, mitos, narrativas, mensajes, discursos de nuestros contextos de 
referencia (familia, red social, sociedad, cultura, Estado, Derecho, Justicia), 
que van reforzando ciertas identidades y castigando otras. 
En ese sentido, debemos referirnos al concepto “modelo amoroso”, de 
González García (2011, p.50): “transmite toda una serie de creencias y valo-
res en relación al tipo de vínculo que se ha de formar entre un hombre y una 
mujer que se aman”. El valor cultural en ello es importante, y en el presente 
encontramos aún en las sociedades occidentales la permanencia de ciertas 
ideas todavía fuertemente arraigadas que subrayan mensajes vinculados con 
la supeditación y permanencia en relaciones insatisfactorias, tales como que 
“el amor basta para mantener la relación”, o que “por amor hay que perdo-
narlo todo”; mensajes de estar incompleto sin pareja, especialmente transmi-
tidos a las mujeres; o mensajes que colocan a éstas en el papel de atender las 
necesidades de sus parejas y a ellos legitimándoles en sus “derechos” de recla-
mar tales atenciones. Finalmente, valores culturales que hombres y mujeres 
adquirimos en la socialización, que fomentan la creencia de la superioridad 
del hombre sobre la mujer; ideas e interpretaciones muchas de ellas escucha-
das desde la infancia y reiteradas en nuestros discursos, nuestras narrativas 
cotidianas respecto a las características “típicas” de cada sexo, atribuyendo a 
cada uno cualidades específi cas de género. Es a ellas a las que nos referimos 
como narrativas sociales dominantes. Para entender algo más este concep-
to, debemos recurrir a Carlos Sluzki (2006), que defi ne la narrativa como: 
“ese continente semántico y social que organiza nuestra visión de nosotros 
mismos y del mundo, incluyendo las descripciones y explicaciones de las ex-
periencias de violencia y victimización”, que incluye “corolarios de compor-
tamiento, es decir, genera y justifi ca que es lo que se hace o se deja de hacer”. 
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En el contexto de la violencia de género a examen, las narrativas que le-
gitiman la desigualdad y el abuso parten de la esencia del “buen hombre” u 
“hombre auténtico” (Burín y Meler, 2000), cuya base será ser fuerte, seguro, 
ganador, con autoridad, capaz de controlar a su mujer, etcétera, y la “mujer 
buena” será aquella que acepte el dominio y control de su marido, que estará 
siempre ahí para él y que supeditará sus necesidades a las de él. A este respec-
to es muy clarifi cadora la aportación de Bonino (2002) al referirse al concepto 
de “Masculinidad hegemónica”, consistente en atribuir los “mejores” valores 
sociales a los hombres. Con estos modelos legitimados socialmente se iden-
tifi carán muchos varones. Al fi n y al cabo, el ser humano adquiere su iden-
tidad, su comprensión del mundo, sus valores y creencias en la sociabilidad, 
en la interacción con el otro; y esto es especialmente signifi cativo en el caso 
de las diferencias -observadas y asumidas- referentes al género. Como plan-
tea Emilce Dio Bleichmar (1997, p.312): “abordamos el desarrollo de la niña 
como un ser que al despertar al mundo de la intersubjetividad encuentra 
un universo en que las distinciones femenino/masculino están claramente 
instituidas, […], lo que estructura una subjetividad que difícilmente puede 
ser concebida como neutra”. Valga esta defi nición tanto para el varón3 como 
para la mujer. Ambos nacen y se desarrollan en un contexto que les educa 
sobre lo que es correcto e incorrecto, válido e inválido, en relación con el trato 
con otros varones y con otras mujeres. Es este contexto el que les transmite 
el valor del género (lo que supone “ser un hombre” y lo que supone “ser una 
mujer”), es decir, lo que se espera de él como varón o de ella como mujer. 
En cierta forma, son estos mensajes aceptados sin cuestionamiento los 
que, si no legitiman la violencia del hombre a la mujer en sus múltiples for-
mas, cuando menos muestran tolerancia y en no pocas ocasiones justifi can 
prácticas de abuso, dominio e imposición del varón frente a la mujer. Cuanto 
mayor sea la identifi cación de algunos varones con estas creencias e identi-
dades, mayor será la posibilidad de que se sientan en la necesidad y con el 
derecho de marcar su superioridad y dominio sobre la mujer. 
Podría plantearse que hay un océano de distancia entre muchos de estos 
mensajes y la violencia de género; sin embargo, es más adecuado plantearlo 
en términos de una polaridad creciente, donde a los mensajes y mitos mode-
3  En ocasiones hacemos referencia al concepto de “varón” en lugar de “hombre” para 
recoger los múltiples casos en que el hijo varón, aún adolescente, siguiendo las prácticas 
aprendidas, establece hacia su madre y demás fi guras femeninas el mismo patrón de in-
tentos de dominio y de supeditación de estas mujeres a su voluntad.
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rados van progresivamente subiendo el tono de la minimización, la infrava-
loración e incluso la humillación. Ideas como que la mujer es el sexo débil, 
que su emotividad es una muestra de esa debilidad, que su papel es el de 
compañera del hombre, o ya más hostilmente, que no saben lo que quieren, 
que son unas histéricas, que su lugar es cuidar a los hijos, etcétera; sin olvidar 
expresiones como las de “vestida así va provocando”, “se lo está buscando”, 
“en el fondo todas las mujeres son unas putas” o “en el fondo te gusta” serán 
frases que cualquier lector habrá escuchado más de una vez en una sociedad 
como la nuestra y entenderá el signifi cado subyacente que conllevan.  
Y junto a estos mensajes, muchas pequeñas conductas diarias, casi im-
perceptibles, que se dan por naturales, pero que esconden actitudes de do-
minancia hacia la mujer y de permanencia de privilegios en el hombre. Un 
buen ejemplo de estas actitudes y conductas podemos verlos recogidas en los 
“micromachismos”, término planteado por Luis Bonino (1991) para referirse 
a todas esas pequeñas conductas cotidianas que, de forma más o menos cons-
ciente, conllevan pequeños abusos de poder del hombre hacia la mujer; “cua-
sinormalizados”, según los propios términos de este autor (Bonino, 2013). 
Aunque aún lejos de la violencia propia de las narrativas que encontramos 
en las relaciones de maltrato, podemos observar ya en parte la dinámica de 
eso que Sara Cob (2013, p.35) defi ne como narrativas violentas, en las que 
los opresores crean un estado de excepción para controlar la “violencia” de 
los excluidos: estos no pueden ya ni siquiera relatar su narrativa porque han 
quedado mudos, deslegitimados desde el inicio. 
De acuerdo con Bonino, los cambios en las políticas contra los mensajes/
cultura que promueven actos graves de violencia hacia las mujeres ya se están 
llevando a cabo desde hace décadas; pero quizás no podamos ser tan optimis-
tas respecto a los cambios en los discursos respecto a los micromachismos, 
que, insistamos, siguen manteniendo la discriminación y la relación desigual 
entre los géneros. La deslegitimación de estos discursos es necesaria para que 
las conductas que sostienen tales narrativas puedan ir desapareciendo.
4. Microsistema y ontosistema: características y dinámica relacional. 
La evolución del maltrato: cómo se va gestando la “tela de araña”
La dinámica de una relación de maltrato es muy peculiar. Requiere, como ya 
hemos visto, de un contexto cultural y social determinado que fomente o, cuan-
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do menos autorice, la desigualdad y la discriminación de la mujer. Por ello, 
en muchas ocasiones la persona que ejerce el maltrato ha nacido y se ha desa-
rrollado en un ambiente familiar conservador, en el que los roles de hombre y 
mujer muestran claras diferencias , a menudo presentes tanto en las reglas ex-
plícitas como en las implícitas de la familia que determinan el funcionamiento 
familiar. Pero, como ya vimos al abordar los micromachismos, muchas de estas 
prácticas discriminatorias son encubiertas e incluso negadas por sus miembros 
si se les expusiera que tales prácticas existen. Responden a lo que Jackson se 
refi rió como las reglas secretas de la familia (recogido en Ríos, 1984). 
Mucho se ha dicho sobre las características de la mujer que sufre maltra-
to. Muy arraigada en nuestra sociedad se encuentra la idea de que la mujer 
víctima del maltrato tiene unas características determinadas; básicamente, 
que es una mujer “débil” o que tiene una personalidad de tipo dependiente. 
Podemos entender el valor de este mito que, como veremos, es erróneo, por 
el papel tranquilizador que esta idea puede aportar a muchas mujeres. La 
sensación de control que genera esta idea frente a la angustia de pensar que 
en el espacio que debería ser más protector y seguro se encuentra el peligro 
puede estar reforzando este mito. Personalmente he oído demasiadas veces 
a muchas mujeres decir aquello de “esto no me puede pasar a mí”, “yo no lo 
permitiría”, “a mí no me toca nadie”, “a la primera torta le dejo para siempre”. 
El problema de estos discursos es que plantea que son mujeres “débiles” las 
que pueden ser víctimas de un maltratador, pero nos aleja de la realidad y 
coloca a las posibles víctimas en situación de desprotección. Recuerdo en la 
intervención clínica llevada a cabo con una mujer que había sufrido maltrato 
por parte de una de sus parejas su sorpresa al descubrir los términos de esa 
relación, y señalaba, como muestra de esa sorpresa, que durante ese mismo 
periodo en que ella padecía la situación de maltrato sin ser consciente de ello, 
hablaba y recomendaba a un par de amigas suyas que se separaran de sus 
parejas, a las que sí veía como maltratadores. E insistía en que jamás pensó 
que eso le podía pasar a ella porque, efectivamente, era una mujer de lo que 
coloquialmente llamamos carácter fuerte, que transmitía seguridad, fuerza y 
capacidad de frenar a un hombre que intentara sobrepasarse. Sin embargo, 
la relación de maltrato, con su progresivo y lento avance en el dominio de 
la víctima, día a día más desposeída de su fuerza y seguridad, va restándole 
capacidad de defenderse.  
Pero ya no sólo por el carácter preventivo de no ser consciente de que, por 
desgracia, algo así le puede pasar a cualquier mujer, este mensaje es terrible-
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mente dañino por lo que supone, sutilmente, de responsabilizar a la víctima 
“por permitirlo”. Parte de este error se produce por la falta de comprensión 
de lo que supone realmente una relación de maltrato: cómo el maltratador 
va tejiendo una “tela de araña” en la que caerá su presa, si se me permite la 
metáfora; primero más sutilmente, pero poco a poco de forma más evidente, 
más coercitiva y fi nalmente más violenta. 
Ya por fi n parece superada la época en que cada referencia a las relacio-
nes de maltrato se vinculaba con la imagen de muestras de violencia física 
en mujeres, incluso en campañas ministeriales cuyo fi n era luchar contra el 
maltrato. Aunque bienintencionadas y posiblemente oportunas como prime-
ra llamada de atención para generar un impacto social, el problema de ello es 
que no facilitaba la comprensión del fenómeno del maltrato ni ayudaba tanto 
como deseaba a alertar a sus víctimas de encontrarse en una relación así. Sin 
pretender reducir la importancia de este fenómeno, totalmente inaceptable, 
si nos parece importante alertar de que la fase de violencia física es muy tar-
día en la evolución de la relación de maltrato y no siempre es la más dañina.
Ninguna relación de maltrato comienza con una agresión. La evolución es 
sutil. Puede comenzar con micromachismos casi imperceptibles referentes a 
la forma de vestir de la mujer: “tápate que eso es sólo para mí”, “ciérrate otro 
botón que te queda mal tan abierto”, “no ves que se fi jan todos”, “es hortera 
ir tan escotada”. Ésta, dando un voto de confi anza y desde la creencia –erró-
nea– de que tales comentarios los hace por su bien, puede llegar a sentirse 
hasta halagada: recordemos que entre los mitos del amor citados está el que 
los celos es una muestra de auténtico amor y que cuánto más celos, más amor. 
Lo que son prácticas tempranas de control pasan desapercibidas, y, sin em-
bargo, aparecen muy al inicio de la relación. No ocurriría así si las prácticas 
micromachistas ya mencionadas no formaran parte habitual de las vivencias 
de muchos varones y muchas mujeres desde los inicios de su sociabilidad. De 
ahí, especialmente en los casos de maltratadores dependientes, la evolución 
a otras prácticas de control va a la par del miedo cada vez más intenso de él a 
perderla si no pone freno a su pareja.
Pueden pasar incluso años antes de que aparezca, pero cuando lo hace, la 
víctima ha sufrido, lenta y progresivamente, una cantidad tal de violencia psi-
cológica, entre otras posibles, que cuando aparece la violencia física, aunque 
chocante, es aceptada como un daño más. De hecho, no son pocas las mujeres 
que han sufrido maltrato que aseguran que más de una vez preferían recibir 
violencia física, porque al menos en esos episodios el “machaque” psicológico 
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era menor y los episodios eran más breves; y, sobre todo, porque el daño psi-
cológico puede “doler” mucho más que el daño físico.
- Violencia psicológica vs. violencia física
La violencia psicológica es inherente a la violencia física, pero su aparición 
es muy anterior en la evolución de la relación de maltrato a la física (Walker, 
1979). Cuando ya están ambas presentes, la psicológica puede aparecer inde-
pendientemente de las agresiones o ser un anticipo y aviso de la llegada inmi-
nente de una agresión física. No es la primera menos dañina que la segunda 
ni puede entenderse la aceptación de la violencia física si no ha habido pre-
viamente esa violencia psicológica que vaminando las defensas de la víctima. 
Su fi n es lograr el control de su pareja, a través de colocarla en una situación 
cada vez mayor de vulnerabilidad, sumisión y dependencia. 
Siguiendo a Quinteros y Carbajosa (2008), entre las manifestaciones de la 
violencia psicológica que podemos encontrar en las relaciones de maltrato a 
lo largo del proceso de agravamiento progresivo de la violencia, están:
Abuso verbal: el maltratador rebaja a su pareja constantemente con co-
mentarios despectivos, trivializa sus aportaciones, le corrige incluso en pre-
sencia de terceras personas, tratándola como una inferior, le ridiculiza en ta-
les contextos, le descalifi ca, emite juicios constantes sobre todo lo que hace, le 
humilla de diferentes maneras, le insulta y critica a menudo, muestra despre-
cio, utiliza juegos mentales e ironías para confundirle, le denigra intelectual-
mente. Evidentemente, esto no ocurre de golpe, sino que al principio, estos 
comentarios se lanzan con el supuesto fi n de “enseñarte” o “para que no hagas 
el ridículo”. La mujer se debate entre darle un voto de confi anza y aceptar que 
efectivamente su pareja lo hace para protegerla, o ponerle límites por el daño 
que tales comentarios le ocasionan. Si se decanta por la primera opción de 
confi anza, estos comentarios irán progresivamente a más. 
Control abusivo de la vida de su pareja: el maltratador va progresivamente 
aumentando la vigilancia de los actos y movimientos de su pareja: a quién ve, 
dónde está; control de contraseñas de emails, de móviles, etc.; control de lo 
que escribe en las redes sociales o qué escriben otros de ella; escucha de sus 
conversaciones y demás invasiones de su privacidad. Por un lado, le trans-
mite que si muestra oposición a ese control es porque tiene algo que ocultar. 
Si la víctima, para demostrar que no es así, le facilita ese control, habrá en-
trado en un círculo vicioso de más y más control que nunca deja satisfecho al 
maltratador. Esto es especialmente frecuente en los “pittbul”, cuyo miedo al 
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abandono le hace celotípico y controlador; y si llega a admitir sus celos, los 
justifi cará con el mensaje de que sus celos es una muestra del mucho amor 
que le tiene, a la par que empezará a responsabilizar a su víctima de que son 
sus conductas alocadas y poco consideradas las que justifi can sus celos, y que 
“no lo harías si me quisieras”. De nuevo, la víctima queda entrampada en un 
círculo vicioso que irá a más si, con el fi n de que él supere sus dudas y celos, 
le otorga ese control sobre su vida.
Abuso económico y control de la dinámica familiar: en la misma línea que 
el punto anterior, el control abusivo de fi nanzas persigue cortar las salidas a 
la víctima y mantenerla dependiente de sí. El maltratador puede llegar hasta 
el punto de solicitar todos los recibos de las compras realizadas, dar un pre-
supuesto muy limitado o directamente asumir él esta tarea para que ella no 
tenga acceso al dinero; otorgar recompensas o castigos monetarios, lo que le 
coloca en situación de poder y superioridad; impedirle trabajar aunque sea 
necesario para el mantenimiento familiar, para difi cultar su autonomía y li-
bertad; tomar decisiones importantes sin consultarle. Ésta cada vez se siente 
menos capaz de realizar tales tareas que ha ido confi ando a su pareja, desde 
el convencimiento de que él lo hace por su bien, como él le ha podido afi rmar 
en varias ocasiones: “ya me ocupo yo, que tú eres muy inútil para las cuentas”. 
Aislamiento: es muy frecuente que el maltratador entre en confl ictos con 
las personas próximas de la víctima e incluso que se muestre agresivo con és-
tas en los encuentros sociales y familiares; lo que lleva a la ruptura de muchas 
relaciones de la víctima. Igualmente insta a su pareja, desde el victimismo 
(“tu familia no me quiere”) y el descrédito de los otros (“te mereces personas 
mejores”; “fíjate cómo te tratan”), a que ella rompa relaciones con su red so-
cial. De nuevo los celos le llevan a rechazar que ella genere nuevas relaciones 
y muestra impedimentos para que no se produzcan. También es frecuente 
que el maltratador fomente el cambio de domicilio, incluso a otras provin-
cias o países, donde la víctima no tenga red social de contacto. Todo esto 
va dejando progresivamente a la víctima aislada y sin apoyos, lo que le deja 
en situación de mayor peligro/vulnerabilidad/indefensión. Por otro lado, la 
red social que sí ha llegado a alertar a ella, acaban rechazándola igualmente 
cuando una y otra vez, ella le defi ende y justifi ca (consecuencia del proceso de 
“enganche” que abordaremos más adelante). A su vez, el temor de ella a pedir 
ayuda, a no ser entendida en su dualidad emocional, o el miedo al rechazo de 
esa ayuda por la culpa de haber desaparecido, disminuye sus posibilidades de 
retomar el contacto con los que podrían ser sus “salvadores”.
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Tras estas primeras etapas, en las que la víctima ha ido cediendo lenta y 
progresivamente el control de su vida a la otra persona, casi sin darse cuenta; 
que ha ido aceptando lo que inicialmente son consejos y que poco a poco se 
han transformado en reproches y, aún más, en auténticas agresiones verba-
les; que se ha ido quedando aislada y dependiente de su pareja tanto para 
relacionarse como en lo profesional y económico; etcétera, las vías de presión 
y denigración a la víctima van a ser cada vez mayores. Y empiezan a parecer 
otras formas más intensas de violencia psicológica, que le van generando ma-
yor indefensión, mayor daño a su autoestima y confi anza, y la van preparando 
para la aceptación de la violencia física. 
Por ejemplo, aumenta la intimidación y las amenazas. El maltratador cada 
vez más asusta ya sólo con la mirada, con sus gestos amenazantes o con gri-
tos, arrojando o destrozando objetos u otros daños a la propiedad. Aparecen 
amenazas de abandono, de muerte, de suicidio, de ejercer daño a ella, a sí 
mismo o a sus hijos, etc. En la misma línea de los hijos, uso de éstos para 
generar aún más miedo: presiones a partir de los hijos, amenazas de hacerle 
daño, amenazas de “quedarse con los niños”, generándole miedo a perderlos 
en caso de separación, o de llevárselos al margen de las decisiones judiciales, 
etc. Y son frecuentes los cambios bruscos, impredecibles y desconcertantes 
de ánimo del maltratador, que descolocan a la víctima, incapaz de encontrar 
la razón de este cambio. Éste se irrita con facilidad por cosas nimias, man-
teniendo a la víctima en estado de alerta constante. Quinteros y Carbajosa 
(2008) hacen referencia a estas conductas como abuso emocional. 
A la par que la violencia física, y otras con inicio anterior a la misma, son 
frecuentes en muchos casos los abusos sexuales: el maltratador primero ani-
ma a su pareja, para poco a poco ir forzando cada vez más la realización de 
prácticas sexuales y humillaciones sexuales que no son del agrado de ésta, sin 
la mínima consideración a sus reticencias (en los primeros momentos) y cla-
ras muestras del desagrado que pueden ocasionarles (según las incitaciones 
se van volviendo más agresivas e impuestas), y que en no pocos casos inclu-
yen el sexo no consentido y la violación de la víctima.
Por último, después de un periodo más o menos largo en el que la mujer 
ha ido quedado sometida a su pareja, con la autoestima bastante deteriorada, 
aislada de su red social y totalmente controlada, manipulada y humillada por 
su pareja, aparece la violencia física. Ya está totalmente formada la “tela de 
araña” en la que la víctima ha quedado atrapada. Esta “tela de araña” es la 
que explica, junto a factores que abordaremos a continuación, porqué cuando 
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aparece la violencia física, ésta es aceptada con resignación, casi hasta con 
vivencia de “merecimiento”.
No podemos fi nalizar este recorrido por la dinámica de la relación de mal-
trato sin mencionar la Teoría del Ciclo de la Violencia Conyugal, desarrolla-
da por Lenore Walker (1979) (ver gráfi co 2). En ella, podemos ver cómo se 
producen tres fases que se reiteran: una primera fase, en la que la tensión 
va subiendo pero no hay violencia, o cuando menos, no hay violencia física, 
pero sí la víctima ya va padeciendo muchas de las conductas violentas propias 
del maltrato psicológico que ya hemos mencionado. Tras la acumulación de 
la tensión, ésta explota en forma de violencia directa hacia la víctima. Tras 
ello, llega un periodo de calma, la luna de miel, que se inicia con las disculpas 
del maltratador, aunque no carentes de autojustifi caciones, como veremos 
a continuación. Este periodo de “luna de miel” es cada vez más corto, como 
corta va siendo cada vez más la fase de acumulación de tensión, por lo que los 
ciclos son cada vez más breves: la violencia física es más frecuente y a veces 
más intensa y dura según se repiten estos episodios. 
Gráfi co 2: Ciclo de la violencia en las relaciones de maltrato. Fuente: Elabora-
ción propia a partir de Walker, 1979.
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- Aspectos cognitivos en el maltratador en su des-atribución de responsa-
bilidad
Hasta el momento hemos presentado cómo se va produciendo el progre-
sivo agravamiento de la violencia en la relación de maltrato, pero debemos 
atender una pregunta que posiblemente todos nos hacemos. ¿Hasta qué pun-
to es consciente el maltratador de cómo va creando esa “tela de araña” hacia 
su víctima y cómo es posible que no se sienta afectado hasta el punto de inhi-
birse por el daño que está ocasionando a aquella que dice que ama? Eviden-
temente es consciente del daño que ocasiona, pero su capacidad de restarse 
responsabilidad de sus actos es clave para entender este proceso. 
El maltratador va ejerciendo sus prácticas de control desde el convenci-
miento de que “es lo que tiene que hacer”. En los muchos que existen rasgos 
paranoides, mirarán con desconfi anza cualquier aproximación de sus parejas 
a otros hombres, sean compañeros de trabajo o familiares y amigos, y los 
celos estarán presentes prácticamente desde el inicio en forma de “consejos” 
supuestamente bienintencionados a sus parejas (“te lo digo por tu bien”) para 
que se “recaten” en su forma de vestir o para que desconfíen de esos compa-
ñeros en los que ellos siempre ven intenciones sensualizadoras. Éstas y otras 
conductas celotípicas irán llevando a ese aumento de las conductas de con-
trol de la vida de sus parejas. En los que presentan rasgos más fríos emocio-
nalmente, la falta de empatía, el distanciamiento afectivo y la egolatría en 
las relaciones personales conlleva devaluación y menosprecio de los demás, 
buscarán parejas que los idolatren y no aceptarán límites a sus caprichos. En 
unos y en otros, la tendencia es a imponerse a sus parejas, con el agravamien-
to de que cuanto más se humillan y ceden éstas para calmar el ambiente, más 
les confi rman en su visión de que ellas valen poco. En cierta forma, la propia 
estrategia de la víctima para calmar la agresividad del maltratador funciona 
en sentido inverso: las deshumaniza de cara a ellos, lo que les permite nuevas 
agresiones. 
Pero entender el proceso psicológico del maltratador requiere que volva-
mos al concepto de narrativa previamente abordado. Frente al confl icto, la na-
rrativa de poder típica del maltratador va cerrándose cada vez más en la idea 
de que él no es responsable de los hechos y que su pareja se merece sus res-
puestas violentas. El maltratador difícilmente reconoce sus propios errores y 
recurre con frecuencia a la teoría de la provocación externa (Dutton y Golant, 
1997): se presentan como víctimas y hacen a ellas las responsables totales de 
sus propias conductas violentas. A la tendencia humana a pretender tener 
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razón y a salvar nuestra propia imagen a través de la des-responsabilización 
en los actos que cometemos y que “nos dejan en mal lugar”, las autojustifi -
caciones del maltratador, dada la gravedad de sus actos, requiere un mayor 
esfuerzo para legitimarse. Y así, se va produciendo un paso escalonado ge-
neralizado que parte de la negación de responsabilidad y la autojustifi cación 
a la atribución negativa de intenciones a sus parejas (“tirar balones fuera”), 
que pronto llegan a la acusación y la culpabilización a ella (“me provocas”), 
otorgándoles la responsabilidad total de lo que sucede en su relación. Estas 
narrativas de poder se ven reconfortadas por mensajes como “sacas los peor 
de mí”, “te lo estás buscando”, “me estás cabreando” o “me fuerzas a actuar 
así”, que refuerzan la legitimidad buscada en el uso de la violencia. Es algo así 
como plantear que no le queda otro remedio que ser violento. Y en este negar 
la responsabilidad y atribuírsela a ella, llegan a hacer dudar a la víctima de su 
cordura (gaslighting), negando hechos que hayan ocurrido y atribuyéndoselo 
a que se lo está inventando. Frente a las resistencias de ella a sus presiones e 
intentos de control, él la acusará. De nuevo colocándose por encima de ella, 
asumirá el poder de castigarla y de darle órdenes indiscutibles.
Siguiendo el esquema de la dinámica del confl icto (ver gráfi ca 3) que abor-
damos en otro espacio (Madrid Liras, 2014), podemos entender el proceso 
cognitivo del maltratador: parte de su propio ensimismamiento (no ver a la 
otra; no empatizar con ella; ver sólo las necesidades individuales) caracterís-
tico de las primeras fases del confl icto, pero que en este caso prácticamente 
forma parte de la personalidad de éste (tanto los maltratadores dependientes 
como en especial los psicopáticos muestran una tendencia a no ver al otro y a 
atender exclusivamente sus propias necesidades). El estilo confrontativo, en 
el que demonizamos al otro (en este caso a la pareja) formaría parte de esa 
creciente construcción de narrativas en las que se des-responsabilizan y van 
creando una imagen diabólica de ella como responsable de sus propias con-
ductas. Ahí el objetivo de dominarla por la vía impositiva (“para yo ganar, tú 
debes perder”; es decir, “mi interés está en los objetivos propios aún a costa 
de los tuyos”) supone el aumento de tácticas duras y coercitivas como las ya 
señaladas en el proceso de evolución del maltrato. Pero no hay mejor ejemplo 
de la fase de destrucción en la dinámica del confl icto que justo algunos de 
estos casos de maltrato, en los que la persona, al ver que tras tanta violencia, 
empieza a perder a su pareja, puede llegar a la obsesión con ésta, ya demoni-
zada del todo en su narrativa. Y concluye que la única opción ya viable es el 
órdago fi nal (“da igual lo que yo pueda perder con tal de que tú no ganes”; en 
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este caso, que ella no gane/recupere lo que, entre otras cosas, ha perdido en 
su relación con éste: su propia libertad, su humanidad y su autoestima). El 
orgullo herido, el pavor del abandono y la narrativa demonizadora de ella le 
llevarán al máximo daño que puede ocasionar. Ya sólo hay motivación des-
tructiva: acabar con ella y con aquello que para ella es más importante y va-
lioso (sus y mis hijos). Las consecuencias no importan. Es “la solución única” 
del maltratador, fuera ya de toda racionalidad. 
Gráfi co 3: Dinámica del confl icto. Fuente: Madrid Liras, 2014.
- Factores que infl uyen en la permanencia de la víctima en la relación de 
maltrato y en que ésta no denuncie a su pareja
Excesivamente frecuente encontramos en la sociedad un cierto discurso/
narrativa de juicio hacia la víctima por este “permanecer” en esta situación. 
Consideramos, por ello, oportuno, abordar los factores, tanto sociales como 
psicológicos, que infl uyen en la permanencia de la víctima. 
Pese al aumento considerable en la visibilidad de este drama social y en 
la lucha contra la violencia de género (a través de campañas publicitarias, 
SANTIAGO MADRID LIRAS
150
políticas ministeriales, leyes, debates públicos y acciones de colectivos, aso-
ciaciones y personas), aún son muchas las mujeres que no sólo no denuncian 
a sus parejas y exparejas, sino que permanecen en silencio en la relación de 
maltrato. Esto se debe a múltiples factores, entre los cuales podemos señalar 
los siguientes:
Narrativas sociales, creencias, mitos y mensajes sociales y religiosos: los 
mensajes de que “la mujer debe aguantar”, “que es por el bien de los hijos”, 
“que va a cambiar”, etc., como ejemplos que refl ejan la idea que ya ha sido 
abordado previamente. 
Paralización como consecuencia de los miedos que su pareja/expareja le 
ha generado y percepción de ausencia de vías de escape del maltrato (inde-
fensión aprendida). En este sentido, debemos señalar el interesante estudio 
sobre vínculos paradójicos en las relaciones de maltrato realizado por An-
drés Montero Gómez (2001), y que plantean la existencia de un Síndrome 
de Adaptación Paradójica a la Violencia de Género (un tipo de “Síndrome de 
Estocolmo” en las relaciones de maltrato).
Temores vinculados con el signifi cado de la propia separación, que nueva-
mente tienen base en los mensajes asumidos socialmente, y que en los casos 
de maltrato multiplican su fuerza inmovilizadora. Veamos algunos de ellos: a 
equivocarse en la decisión y no poder dar marcha atrás; al futuro económico; 
a no saber desenvolverse; a la vivencia de fracaso tras una experiencia tan 
traumática; a fracasar sentimentalmente de nuevo; a la soledad; al posible 
rechazo social y familiar por decidir cortar; a la culpabilidad generada por ser 
la toma la decisión de la ruptura.
Presencia de hijos y temores asociados a ello: a los temores habituales que 
toda pareja puede tener respecto a cómo la separación puede afectar a sus 
hijos -como los planteados por Serrat y Larrazábal (2008)-, en los casos de 
maltrato se suman otros temores muy asociados al daño y a las amenazas re-
cibidos; por ejemplo, a ocasionar un daño irreparable a los hijos (pero igual-
mente a la familia y/o a la expareja); que la pareja, cumpliendo sus amenazas, 
pueda hacerse con la custodia de los menores y perder el contacto con ellos o 
tener menor acceso a ellos; miedo al rechazo de los hijos y la culpabilización 
de éstos, a que se pongan del lado de su padre; preocupación por las conse-
cuencias de que éste pueda ser encarcelado, en caso de denunciar; y miedo a 
la pérdida de la fi gura paterna, entro otros. 
Carencia de recursos alternativos: hasta hace pocos años, para muchas 
mujeres de ciertas generaciones, educadas en la idea de que su papel era 
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“ocuparse de la casa y de los hijos”, la separación les colocaba en situación de 
desprotección económica; pero las nuevas generaciones se encuentran que, 
pese a los mensajes de “independencia económica” de la mujer frente al va-
rón, las circunstancias sociales reales son mucho más duras, tema que la cri-
sis económica no ha hecho sino difi cultar más aún. 
Carencia de apoyos externos: debido al aislamiento social al que los mal-
tratadores las han sometido y a la justifi cación que éstas le han dado frente 
a las críticas de los próximos a sus parejas, muchas mujeres han perdido el 
apoyo de sus familiares y amigos. El círculo social y familiar ha quedado muy 
mermado. A veces, aún habiéndolos, ellas no se abren ni solicitan ese apoyo 
ni se sienten legitimadas para ello después de tanto excusarles, por miedo y 
vergüenza.
Entre los factores psicológicos que ocasionan ese “enganche” en las perso-
nas que lo sufren, destacamos los siguientes: 
Estado hiperalerta por la búsqueda infructuosa de predictores de la vio-
lencia. Frente a las reacciones aleatorias del maltratador, la víctima intenta 
encontrar predictores de los episodios agresivos para evitarlos. En ese sen-
tido, está “hiperalerta” a toda señal mínima desde que él entra en el hogar 
(como me mira, como cierra la puerta, como me saluda…), por si tales señales 
pueden avisarle del peligro. Ese estado “hiperalerta” supone colocar su siste-
ma de reacción al peligro en estado constante de activación, lo que es lo mis-
mo que decir que está en permanente estado de ansiedad. Esto es especial-
mente frecuente durante la fase de acumulación de tensión (Walker, 1979). 
La consecuencia de ello es el agotamiento, la bajada de las defensas físicas y 
los episodios de ataques de pánico. 
Síntomas psicosomáticos. Pueden producirse, igualmente, reacciones de 
tipo psicosomático. Recuerdo un episodio relatado por una víctima, que no 
tenía sentido para ella en el momento en que lo vivía y sí cuando pudo fi nal-
mente entender que su relación había sido de maltrato. Explicaba, al princi-
pio confusa, que en esa época tenía difi cultades para caminar, que las piernas 
se le ponían muy tensas e incluso paralizadas, y que no podía dar en algunas 
ocasiones ni un paso durante muchos minutos. Le pregunté que en qué oca-
siones le ocurría y respondió aún sin entender su signifi cado que al salir del 
trabajo. “¿Y a dónde te dirigías?”, pregunté. “A casa”, respondió. Quedó en si-
lencio y entendió: sus piernas parecían querer protegerla de una relación que 
ella conscientemente no entendía entonces como una relación de maltrato. 
Sus piernas le frenaban de volver al lugar donde se ejercía tal violencia. 
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Indefensión aprendida. Dado que muchos episodios violentos (fase de 
explosión de Walker) son muy rápidos e impredecibles, la mujer no puede 
realmente anticiparlos, por más que lo intente. Por lo que acaba generan-
do con el tiempo indefensión aprendida (Seligman, 1975), consistente en 
el abandono de la defensa ante la percepción de que nada de lo que haga 
puede impedir la agresión, y en muchos casos ésta evoluciona a un tras-
torno de depresión mayor, y en no pocas ocasiones hasta el suicidio de la 
víctima.
Autoinculpación. En su necesidad entender y dar coherencia a lo que está 
viviendo, la víctima busca activamente razones de la agresión. La confi anza 
en el otro lleva a buscar el error en sí misma. Es frecuente que ésta termine 
creyendo muchos de los mensajes recibidos por su agresor, tales como que es 
culpable de la violencia que padece, consecuencia de las constantes acusacio-
nes a ella y autojustifi caciones (“es que me provocas”), o que es una persona 
inútil e incapaz de sobrevivir sin su agresor (“¿a dónde vas a ir sin mí!”), o 
incluso que, “por ser la responsable, se merece lo que le pasa”.
Bajada de autoestima y autodescrédito. Los múltiples mensajes peyora-
tivos y rechazos recibidos, llega al convencimiento de que fi nalmente él tiene 
razón al afi rmar rotundamente una y otra vez que el problema está en ella. 
Así, va asumiendo como propios esos mensajes que la invalidan como ser 
humano y como mujer, que la deshukmanizan. La bajada de la autoestima 
le incapacita cada vez más para creerse con recursos personales no sólo para 
dejar a su pareja, sino para incluso vivir sin ella. Además, hace suyos esos 
descréditos: “no se merece nada salvo lo que le ocurre”. 
Exceso de empatía y compasión. Por otro lado, recordemos que la “fase 
de luna de miel” supone que en la relación también existen momentos de 
ternura, vergüenza y reconocimiento, y adoración del maltratador a la vícti-
ma. Esto tiene un importante efecto psicológico en ella, ya que, por un lado, 
al verle tan debilitado, refuerza la idea de que él necesita su ayuda (“sólo tú 
puedes ayudarme”); empatiza con él y se suma a las justifi caciones respecto a 
los episodios agresivos. Además, el mensaje tan reiterado socialmente de que 
el auténtico amor supone sufrimiento y los episodios de reencuentro amoroso 
en esa fase de luna de miel pueden parecer tan “románticos”, que la víctima 
puede acabar creyendo que esa violencia forma parte de una auténtica rela-
ción amorosa. El amor es no sólo la compensación a la violencia; es que es 
incluso la razón de la violencia (“me quiere tanto que por miedo a perderme 
me trata así”). 
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Refuerzo intermitente. A su vez, se produce lo que en la teoría del aprendi-
zaje se llama “refuerzo intermitente”, consistente en la recepción de refuerzos 
y castigos pero sin ningún patrón aparente o predecible de cuándo se va a 
producir un refuerzo positivo (momentos de encantamiento de él a ella) o un 
castigo (episodios agresivos); por decirlo gráfi camente, cuando toca “caricia” 
y cuando “tortazo”. Este reforzamiento intermitente ha demostrado ser aún 
más persistente, con una mayor capacidad de condicionamiento y una enor-
me difi cultad de descondicionamiento o extinción. Es decir, produce muchí-
simo enganche emocional al dispensador de tales refuerzos, en este caso, el 
maltratador. 
Apego: Siguiendo el modelo de apego de Bowlby (1996), la persona tiene 
un impulso a acudir a su fi gura de protección –que en los adultos a menudo 
es la pareja- cuando se siente en peligro. Sin embargo, en las relaciones de 
maltrato la violencia se produce justo en el “espacio seguro”, su hogar, y por 
parte de la “fi gura de protección” y apoyo, la pareja. Supone, por tanto, la 
ruptura de ese espacio de seguridad. Es, pues, una situación paradójica, al 
buscar protección en el peligro: paradójicamente, es la pareja el peligro, por 
lo que regresamos al lugar donde se nos ejerce el daño, lo que genera doble 
vulnerabilidad. Igualmente, cuando fi nalmente ella da el paso de separarse 
de su maltratador, al afrontar la soledad y la nueva amenaza que supone un 
mundo en el que no se siente capaz de desenvolverse, consecuencia del mis-
mo maltrato, vuelve a sentir el mismo impulso de acudir justo a la persona 
signifi cativa, que es, justo, de la que se ha separado y que era la que generaba 
la amenaza; lo que agrava la angustia y las dudas sobre si retornar o no con 
el maltratador. 
Idealización del otro y de la relación. Tal idealización se mantiene pese a 
la separación, y el propio malestar que se vive en el proceso hace que reapa-
rezcan pensamientos boicoteadores frecuentes, como los señalados por Se-
rrat y Larrazábal (2008): pensamiento en los que se idealiza la relación que 
se tiene/tenía (“nunca encontraré a alguien como él”; “estoy incompleta sin 
él”; “nos llevábamos como anillo al dedo”; “ahora veo la cantidad de cosas 
maravillosas que tenía”; “la relación no era tan mala”…). Tengamos en cuenta 
que todo esto es consecuencia de la vivencia de poca valía a la que la mujer ha 
llegado como resultado de la labor de él de ir minando día a día su autoesti-




5. Conclusiones: ¿es posible mediar en casos de violencia en la pareja?
Como podemos ver, son muchos los elementos que entran en juego para 
que una mujer acabe atrapada y enganchada a una relación de maltrato. Si 
ha sido educada en la sumisión, el riesgo es mayor; pero fl aco favor hacemos 
si la acusamos por haber permanecido en una relación así. Debido a todo lo 
expuesto, no sólo rechazamos la idea de que la violencia de género ocurre a 
mujeres dependientes, sino que incluso podemos afi rmar que la relación, la 
forma en que el maltratador va lenta y progresivamente anulando a su víc-
tima y haciéndola dependiente de él, es la razón de que muchas mujeres, ya 
minimizadas y anuladas por años de relación infravalorante, puedan volver a 
mostrar actitudes sumisas frente a nuevas parejas. Nos recuerda a la historia 
bien conocida de porqué el elefante adulto, atado a un pequeño poste del que 
con facilidad podría liberarse, se mantiene atado a él. La razón es que durante 
años, cuando aún era una cría de elefante, aprendió a dejar de luchar contra el 
poste, entonces sí más fuerte que él, y ya adulto ni lo intenta. Puede resultar 
controvertida esta visión, pero efectivamente consideramos que la relación 
de maltrato es la “domesticación” de un hombre, que se cree con derechos 
de poder hacerlo, a una mujer que lentamente va aceptando, aún sin darse 
cuenta de ello, que le pongan los arneses y le marquen el camino no sólo 
de lo que tiene que hacer, sino también de lo que tiene que pensar y sentir. 
Es la anulación de un ser humano por otro ser humano, que se ampara en 
una supuesta superioridad respecto al primero. La dependencia, pues, es un 
post, no un pre; y, por tanto, no se le puede reprochar a la víctima. Todo ello 
no es óbice para reconocer que en muchos casos, varones especialmente do-
minantes van a buscar mujeres especialmente empáticas (más que sumisas) 
o mujeres socialmente educadas en la sumisión, porque son más fáciles de 
“domar”; pero no puede darse por válida tal afi rmación que, como hemos se-
ñalado previamente, dejaría en desprotección a tantas otras por no entender 
“el trabajo fi no” con el que el maltratador va anulándolas hasta ese momento 
en que una agresión física es recibida “como lo más normal”, casi con sumisa 
vivencia de merecimiento.
Como hemos abordado a lo largo de este capítulo, esas relaciones de mal-
trato, sin embargo, deben distinguirse de aquellas donde se produce violencia 
circunstancialmente o ésta no responde a los intentos de subordinación de la 
mujer al hombre, sino a luchas de poder mutuas entre los miembros de la pa-
reja o a crisis mal gestionadas por ambos. Hay violencia de pareja en parejas 
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donde no hay maltrato y en tales casos la mediación puede resultar altamente 
recomendable (Vall y Rius, 2011; Lobo y Samper, 2011), ya que su propuesta 
parte justamente de la toma de conciencia de lo inadecuado del uso de la vio-
lencia y de la apuesta por vías alternativas a ésta. Pero la ley marca, como ya 
hemos señalado al inicio del capítulo, la imposibilidad de mediar en casos de 
violencia de género por el desequilibrio establecido en la pareja. 
Sin embargo, depositar la confi anza exclusivamente en la respuesta judi-
cial ordinaria puede conducir en ocasiones a la no respuesta; por ejemplo, si 
la víctima, como consecuencia de los procesos que aquí abordaremos, decide 
no denunciar o no prestar declaración (art. 416 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, sobre la dispensa de declarar contra la pareja), como ya alertaba el 
Fiscal Delegado de Violencia sobre la Mujer en la Fiscalía Provincial de Cór-
doba, Borja Jiménez Muñoz (2011). Tampoco podemos obviar que, al margen 
del proceso penal, la víctima aún tiene pendiente asuntos por abordar de gran 
importancia, como ocurre cuando hay menores de por medio. El maltratador 
tendrá acceso y derechos sobre sus hijos, lo cual es una vía de acceso a su víc-
tima. ¿Hay respuestas reales efi caces para que estas víctimas puedan abordar 
estos asuntos si se la protege “penalmente”, pero no “civilmente”? Obviamen-
te la respuesta no es fácil. 
Quizás la solución parta de superar ciertas limitaciones de la mediación, 
como el principio de neutralidad (Mayer, 2008; Cobb, 1997, 2013; Munuera 
y Garrido, 2015), para poder llevar a cabo una intervención desde los MARC 
más en profundidad que ayude a equilibrar lo que está desequilibrado. Tienen 
estas relaciones de maltrato unas características propias donde el equilibrio 
entre las partes está lejos de ser ajustado en una mediación en la que se impo-
ne, quizás excesivamente, un criterio de neutralidad e imparcialidad, que, de 
seguirse, impediría atender lo que debe ser una función de toda intervención 
donde el desequilibrio es tan manifi esto y donde el poder que una parte tiene 
sobre otra, impediría a ésta defender sus necesidades e intereses con fortaleza 
y libertad. Se requeriría un trabajo anterior a la mediación o una nueva forma 
de entender la mediación que superara la visión limitada actual de ésta; y que 
tendría como objetivo inicial fundamental ayudar a reequilibrar esta situa-
ción como paso anterior y necesario a cualquier posible encuentro o negocia-
ción entre las partes (Castillejo, Torrado y Alonso, 2011; Munuera y Blanco, 
2011). Se requiere una mediación que tenga presente en todo momento que 
su principio más importante es el de la equidad: el empleo de acciones del 
profesional para equilibrar un proceso en el que, como consecuencia de su 
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relación enferma, una parte es capaz y puede intentar imponerse sobre otra, 
que está supeditada y se siente poco revalorizada para defender sus criterios, 
intereses y necesidades. Sólo así podrán los MARC ofrecer una intervención 
garantista y protectora de cara a la víctima. 
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1. Introducción
Según el Informe Anual del Observatorio Estatal de Violencia sobre la 
Mujer correspondiente al año 2014 se produjeron 54 víctimas mortales por 
violencia de género y el número de mujeres fallecidas entre los años 2003 y 
2014 asciende a 7661. En el tiempo que ha transcurrido del presente año 2015 
la tendencia no ha cambiado mucho y parece que fi nalmente el número de 
mujeres fallecidas se va a acercar bastante a la media de estas terribles cifras. 
Año tras año y desde todos los sectores de nuestra sociedad se vienen re-
clamando medidas efectivas a fi n de poner freno a la imparable lacra de la 
violencia de género, pero hasta la fecha la adopción de las sucesivas reformas 
legales y la propia Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género se han mostrado clara-
mente insufi cientes. 
Las reformas introducidas por la citada Ley focalizaron la atención en la 
adopción de medidas de protección a las víctimas de violencia de género y en 
el endurecimiento de las sanciones a los infractores a fi n de intentar erradicar 
este tipo de comportamientos,  sin embargo, en la práctica, las medidas de 
protección a las víctimas no han surtido los efectos esperados y la progresiva 
criminalización y judicialización del problema no ha supuesto la ansiada re-
ducción del número de casos.
Tal y como señala PÉREZ GINÉS, “podemos constatar que con el endure-
cimiento de las penas no se ha logrado contener la alta tasa de criminalidad, 
ni se ha logrado reafi rmar algún sentimiento de mayor seguridad por parte 
del ciudadano, sólo se ha conseguido el resquebrajamiento de los pilares de 
la confi anza ciudadana en la justicia, y pasado al olvido la búsqueda de posi-
bles alternativas a la aplicación. Además de que se ha producido una extrema 
1  Vid. VIII Informe Anual del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer. 





politización de la política penal, la impaciencia de la sociedad ante el delito 
ha aumentado, como también la disposición de los políticos a aumentar la 
penalización como prueba de la predisposición a combatirlo2.
En el mismo sentido, OUBIÑA BARBOLLA apunta refi riéndose a los da-
tos estadísticos en esta materia que “pueden hacerse una y mil lecturas, pero 
indudablemente una de las primeras es que el endurecimiento de las penas 
a los maltratadores y otras medidas previstas en la Ley Orgánica de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género no han tenido un efecto 
disuasorio. Al menos visiblemente, de hecho, podría hasta incluso haber ocu-
rrido a la inversa”3.
Lamentablemente, las medidas penales adoptadas hasta el momento no 
han demostrado ser lo sufi cientemente disuasorias y, en ocasiones, producen 
en el agresor el efecto contrario al pretendido, generando en el mismo un 
sentimiento de mayor animadversión y venganza hacia la víctima y hacia el 
propio sistema. Las meras medidas preventivas o represivas no son sufi cien-
tes para poner fi n a los episodios de violencia que sufren las mujeres, siendo 
tristemente frecuentes los supuestos en que, a pesar de la adopción de dichas 
medidas, el infractor consigue eludirlas y repetir actos violentos contra su 
víctima que, en demasiadas ocasiones, acaban con fatales resultados.
Una de las cuestiones más controvertidas de la Ley 1/2004 ha sido la pro-
hibición absoluta de utilizar la mediación en temas de violencia de género, 
contenida en el art. 44.5 de la misma. No se entienden muy bien las razones 
que llevaron al legislador a realizar esta previsión, máxime cuando la media-
ción no se encontraba siquiera regulada en el ámbito del proceso penal de 
adultos, ni existían datos de algún proyecto piloto realizado que desaconseja-
sen su utilización.  
Los procedimientos judiciales no ofrecen en todo caso soluciones comple-
tas y adecuadas, es evidente que no siempre se consigue la pretendida paci-
fi cación del confl icto como realización del Derecho, es más, en determinadas 
ocasiones, las resoluciones judiciales lo que hacen es cronifi car o enquistar 
2  PÉREZ GINÉS, C.A., “La mediación penal en el ámbito de la violencia de género (o 
las órdenes de protección de difícil control y cumplimiento)”, en La Ley Penal, número 71, 
año VII, mayo 2010, p. 66. 
3  OUBIÑA BARBOLLA, S., “La distancia que les separa, la distancia que nos sep-
ara: mediación en casos de violencia doméstica en España y en otros sistemas”, en GAR-
CIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación Penal 
(Posibilidades y Límites en un Entorno de Reforma del Proceso Penal Español), Thomson 
Reuters Aranzadi, Navarra, 2012, pág. 184.
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aún más el problema subyacente que ha dado lugar al proceso y originar nue-
vas situaciones confl ictivas que, a su vez, acaban judicializándose. 
Hay confl ictos que, por su especial naturaleza, o por las circunstancias 
concurrentes en los mismos, precisan de otro tipo de intervenciones de carác-
ter multidisciplinar que ofrecen una mejor solución, por lo que se hace pre-
cisa la implementación de nuevos mecanismos de solución de confl ictos que 
vengan a complementar a los ya conocidos y que garanticen a los ciudadanos 
un mejor acceso a la Justicia y al Derecho que demanda la nueva sociedad4. 
Tal y como señalan LOBO GUERRA y SAMPER LIZARDI, “resulta paradójico 
que precisamente en aquellos contextos donde es necesaria una intervención 
más completa, como es el caso de las familias con problemática de violencia, 
se limiten los recursos a utilizar”5.
No se pretende caer en el presente trabajo en el simplismo de asegurar que 
la mediación es posible y positiva para todos los supuestos, y mucho menos 
aún para todos los casos de violencia de género, pero sí abrir una refl exión 
sobre la posibilidad de plantear su adecuación cuando concurran los presu-
puestos que hagan viable, e incluso aconsejable, su utilización.
En los asuntos de violencia de género, por su especial y compleja idiosin-
crasia, donde concurre un importante factor previo, cual es la relación víctima-
agresor, la intervención judicial, normalmente, no surte los efectos deseados.
No hay que olvidar, como señala OUBIÑA BARBOLLA, que “la violencia de 
género encierra un confl icto jurídico y humano complejo en la medida en que 
se produce un hecho delictivo que lesiona un bien jurídico que todos hemos 
entendido digno de protección y que por eso se tipifi ca en el Código Penal. Sin 
embargo, la violencia de género también incluye un confl icto personal entre 
dos personas que mantienen o han mantenido una relación afectiva de mayor 
o menor duración; es más en muchas ocasiones esa relación continúa a pesar 
de la violencia”6. 
4  En este sentido, véase SOLETO MUÑOZ, H., “La Mediación en la Unión Europea”, 
en Mediación y solución de confl ictos. Habilidades para una necesidad emergente, SO-
LETO MUÑOZ, H. y OTERO PARGA, M. (Coord.), Tecnos, Madrid, 2007, p. 186.
5  LOBO GUERRA, M. y SAMPER LIZARDI, F., “¿Es posible la mediación en aquellos 
casos en los que ha existido violencia de género?”, en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y 
SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación Penal…, op. cit., pág. 164.
6  OUBIÑA BARBOLLA, S. “La distancia que les separa, la distancia que nos sep-
ara: mediación en casos de violencia doméstica en España y en otros sistemas”, en GAR-
CIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación Penal…, 
op. cit., pp. 184-185. 
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Es una obviedad que las aristas del confl icto exceden con mucho las cues-
tiones meramente jurídicas, sin embargo en el proceso judicial sólo se van a 
tratar las cuestiones de carácter jurídico, pero no se va a hacer un abordaje de 
la relación interpersonal7. 
El tratamiento de las cuestiones de violencia de género en el proceso judi-
cial se centra en los hechos enjuiciados, olvidando que las personas involu-
cradas en este tipo de violencia padecen un daño moral, familiar y personal 
difícil de dimensionar en términos estrictamente jurídicos, por lo que se hace 
precisa la necesidad de afrontarlo desde una perspectiva multidisciplinar que 
pueda ofrecer una solución de conjunto y ahí es donde los instrumentos de 
justicia restaurativa, como por ejemplo la mediación, aparecen como el com-
plemento que puede aportar dicha solución8.
7  Tal y como señalan RÍOS MARTÍN ET AL, “el desencuentro violento no se canaliza 
positivamente con medidas cautelares de alejamiento, o de carácter civil, o con la con-
dena a la pena de prisión. Estas medidas legales tienen, sin duda, un efecto preventivo y 
de reproche, son necesarias, pero lo que subyace en los confl ictos violentos en el ámbito 
doméstico es un deterioro relacional, cuya posible solución apunta justamente a un pro-
ceso que tienda a restablecer la comunicación para que se adopten las medidas civiles 
oportunas”. RÍOS MARTÍN, J., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., BIBIANO GUILLÉN, A., SE-
GOVIA BERNABÉ, J.L., La mediación penal y penitenciaria. Experiencias de diálogo 
en el sistema penal para la reducción de la violencia y el sufrimiento humano, Colex, 
Madrid, 2008, p. 107. 
Por su parte, ZAFRA ESPINOSA DE LOS MONTEROS apunta que “para que la media-
ción penal cumpla su fi nalidad práctica en las partes y en la sociedad, es necesario que ésta 
se realice desde el trabajo conjunto de varias disciplinas. Es decir, cuando se comete un 
ilícito penal es indudable que el tema jurídico es importante, pero no es el único”. ZAFRA 
ESPINOSA DE LOS MONTEROS, R., “La mediación penal: una alternativa a la resocial-
ización”, en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la 
Mediación Penal…, op. cit., p. 114.
8  En algunos países, se han venido utilizando programas de mediación como método 
de gestión de confl ictos en asuntos de violencia de género, eso sí, no en todos los casos 
y siempre adoptando una serie de medidas excepcionales que garanticen la protección 
y seguridad de la víctima. En otros, se han desarrollado programas, no ya de mediación 
propiamente dichos, sino de facilitación o de intervención familiar, orientados a comple-
mentar y mejorar la posible solución a los confl ictos de violencia doméstica y de género. 
En defi nitiva, existe la sensación general de que la vía judicial no es sufi ciente para abordar 
adecuadamente la complejidad de este tipo de confl ictos, de que se precisan otro tipo de 
actuaciones o mecanismos que vengan a complementar dicha vía. Véase en este sentido, 
OUBIÑA BARBOLLA, S., “La distancia que les separa, la distancia que nos separa: me-
diación en casos de violencia doméstica en España y en otros sistemas”, en GARCIANDÍA 
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Sin embargo, en nuestro país, desde diversos sectores se apunta que los 
benefi cios de la justicia restaurativa y, en concreto, de la mediación no se pue-
den predicar respecto de los casos de violencia de género, porque se entiende 
que existe la amenaza constante de un riesgo para la salud física y psicológica 
de la propia víctima que se podría ver agravado de someter a ésta a un proce-
so de mediación en el que haya de encontrarse con su agresor.9.
Se pone, pues, el acento en el posible riesgo que existiría para la víctima en 
el caso de un encuentro o de una confrontación directa con su agresor, por lo 
que se desaconseja tajantemente la utilización de la mediación, sin embargo 
en lo que no se ha reparado es que en la mediación no existe la necesidad de 
GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación Penal…, op. cit., pp. 
200-201.
En nuestro país se han realizado experiencias de mediación en casos de violencia de gé-
nero cuando el expediente judicial ha sido archivado por cualquier caso. Tal y como ponen 
de manifi esto VALL RIUS y GUILLAMAT RUBIO, “la aplicación de la mediación en estos 
casos de denuncia de violencia de género, una vez han sido archivados por la autoridad 
judicial, ha demostrado ser un recurso de gran utilidad, ya que posibilita una respuesta 
positiva a las  partes, evitando la sensación de vacío y de frustración que supone para la 
mujer el archivo de una demanda de justicia que para ella era necesaria e importante, y a 
la vez abre un canal de comunicación con la persona inicialmente acusada, ofreciéndole la 
oportunidad de colaborar conjuntamente en la búsqueda común de soluciones consensua-
das al confl icto subyacente que generó el episodio o la situación denunciada. La opción de 
la mediación supone un recurso que les permitirá trabajar el confl icto de fondo que persis-
te desde otra óptica no confl ictualizadora, sino constructiva, y la posibilidad de encontrar 
la respuesta más adecuada a su realidad que, en ocasiones, no es más que la necesidad de 
plantear y formalizar su ruptura, transitando hacia una separación o divorcio que la me-
diación puede facilitar y ayudar a encauzar de forma pacífi ca y consensuada”. VALL RIUS, 
A. y GUILLAMAT RUBIO, A., “Mediación y violencia de género, una respuesta útil en los 
casos de archivo de la causa penal”, Revista de Mediación, año 4, nº 7, mayo 2011, p. 22.
9  Precisamente, uno de los mayores recelos que suscita el uso de la mediación en los 
asuntos de violencia de género es, tal y como pone de manifi esto ESQUINAS VALVERDE, 
“que la mediación, en caso de ser efectuada en sustitución de las acostumbradas medidas 
penales y cautelares, incrementaría el peligro concreto para la víctima en cuanto a nuevas 
acciones violentas por parte de su perseguidor, ya que los mismos encuentros de concilia-
ción y procesos de acercamiento entre las partes, lógicamente, no constituyen protección 
alguna contra las agresiones. Más aún, según se indica, la confrontación del autor durante 
las sesiones con sus actos pasados podría aumentar su nivel de agresividad y, de ese modo, 
incluso, exponer a la afectada a un riesgo mayor que el que habría existido en caso de 
no interponerse tal procedimiento de mediación”. ESQUINAS VALVERDE, P., Mediación 
entre víctima y agresor en la violencia de género, Tirant lo Blanch, Valencia, 2008, p. 58.
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enfrentar directamente a víctima y agresor, sino que se puede trabajar por 
separado con ambas partes y, además, cabe la posibilidad de utilizar mecanis-
mos y herramientas que sirvan precisamente para paliar dichos riesgos, ha-
ciendo que las partes puedan comunicarse directamente sin tener que coinci-
dir necesariamente en un mismo espacio físico.
En este sentido, los llamados ODR (Online Dispute Resolution) podrían 
ayudar a superar dichas suspicacias y a paliar algunas de las principales críti-
cas que se vienen realizando a la referida posibilidad de introducir elementos 
de justicia restaurativa en asuntos de violencia de género, cuales son la pro-
tección de la seguridad de la víctima o la posible manipulación del proceso 
por parte del agresor. 
2. ¿Puede resultar adecuada la justicia restaurativa en los casos de 
violencia de género?
Es la primera pregunta que habría que hacerse y desde mi punto de vista 
entiendo que sí, si bien no puede generalizar porque obviamente tal aseve-
ración no es válida para todos los casos de violencia de género y en aquellos 
donde efectivamente pueda serlo habrán de adoptarse las debidas cautelas y 
todas las medidas necesarias para la adecuada protección de la víctima.
Tradicionalmente, el Derecho penal se ha caracterizado por su carácter 
retributivo10, primando el castigo al infractor sobre la satisfacción de los inte-
reses y necesidades de las víctimas. 
Con relación a éstas últimas se han dejado de lado cuestiones importantes 
como la reparación o resarcimiento del daño, la recuperación del sentimiento 
de seguridad perdido tras la comisión del delito, o la llamada “victimización 
secundaria” derivada de su paso por el proceso judicial al que han de hacer 
frente11.
10  Como señala PERULERO GARCÍA, “la confi guración actual del Derecho penal es 
de corte marcadamente retributive y su objetivo principal es la repression o castigo del 
delincuentes, lo que ha fomentado un progresivo incremento punitivo, tanto en la am-
pliación de conductas perseguibles como en la gravedad de las penas a imponer”. PE-
RULERO GARCÍA, D., “Hacia un modelo de justicia restaurativa: la mediación penal”, 
en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación 
Penal…, op. cit., p. 70.
11  Tal y como ponen de manifi esto CASTILLEJO MANZANARES ET AL, “en el sis-
tema judicial español, la victimización secundaria surge por el modo en que la víctima 
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Tal y como señala SOLETO MUÑOZ, “en la mayoría de los sistemas pena-
les, la víctima tiene derecho a una reparación económica, y muchas veces se 
permite su participación en el proceso, sin embargo dista mucho de tener el 
protagonismo que emocionalmente precisaría”12. Por lo que respecta a la re-
paración o resarcimiento del daño, en la práctica, las víctimas, normalmente, 
están más interesadas en expresar su situación, sus sentimientos, su deseos y, 
en defi nitiva, en la solución defi nitiva del confl icto planteado, que en el mero 
castigo al infractor o en una simple reparación económica. Sin embargo el 
sistema legal diseñado centra su atención precisamente en la sanción, en la 
represión, obviando que dicha respuesta no colma las necesidades de la vícti-
ma y, en pocas ocasiones, resuelve defi nitivamente el confl icto13.  
En cuanto a la recuperación del sentimiento de seguridad, el proceso penal 
parece olvidar que la mera adopción de medidas de carácter preventivo, en 
este sentido, no es sufi ciente y que se precisaría otro tipo de intervención más 
participa en el seno del proceso. En todo momento desconoce su papel en el curso de los 
acontecimientos; generalmente, posee una total falta de información acerca de los me-
canismos procesales; ostenta un papel marginal en el desenlace de su causa; la víctima ha 
de acreditar la veracidad de su relato; debe cumplir con el estereotipo para ser considerada 
una víctima legítima; etc. De este modo, la dilación en los tiempos y la propia estructura 
del proceso interfi eren decisivamente en la evolución de la integración del acontecimiento 
traumático”. CASTILLEJO MANZANARES, R., TORRADO TARRÍO, C. y ALONSO SAL-
GADO, C., “Mediación en violencia de género”, Revista de Mediación, año 4, nº 7, mayo 
2011, p. 40.
12  SOLETO MUÑOZ, H. “La justicia restaurativa como elemento complementario a la 
justicia tradicional”, en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), 
Sobre la Mediación Penal…, op. cit., p. 47.
13  A este respecto, ESQUINAS VALVERDE señala que “se entiende que en casos 
de grave afectación a la dignidad y la integridad moral y psíquica del perjudicado, como 
son los de violencia de género, la forma de compensar ese daño habrá de manifestar 
también una intensa dimensión psicológica capaz de contrarrestar, siquiera en grado 
mínimo, dicho perjuicio igualmente afectivo. Por consiguiente, no parece sufi ciente la 
indemnización económica y material, sino que también podría ser recomendable, en 
principio, como forma de resarcimiento, que el maltratador se sometiera a escuchar el 
relato de su víctima, recibiera el reproche generalizado de la comunidad asistente a las 
reuniones, reconociera públicamente su responsabilidad y, eventualmente, accediera a 
participar en una terapia para superar sus tendencias violentas. Y de esta forma combin-
ada quedaría compensado más adecuadamente el desvalor de acción y de resultado pro-
pio de la conducta de maltrato”. ESQUINAS VALVERDE, P., Mediación entre víctima y 
agresor en…, op. cit., p. 14.
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orientada, precisamente, a la atención de la propia víctima. Las órdenes de 
alejamiento se incumplen frecuentemente, las pulseras electrónicas de con-
trol de los agresores fallan en ocasiones, no se acaba de dar con la tecla exacta 
que garantice a la víctima su seguridad y tranquilidad, lo que obviamente 
genera en las mismas una situación de angustia permanente no resuelta, ni 
mucho menos, por la mera incoación del proceso. 
Por último, respecto de la llamada “victimización secundaria”, en general, 
los procesos penales seguidos por delitos de violencia de género suelen su-
poner una experiencia bastante traumática para la propia víctima que ha de 
hacer frente no sólo a las consecuencias del delito sufrido, sino además a las 
derivadas del propio proceso, siendo frecuente en la práctica que las mujeres 
incluso se nieguen a prestar declaración ante el temor y la desprotección que 
sienten por parte del sistema de justicia14. 
Lo fundamental en los supuestos de violencia de género habría de ser, 
pues, la atención a la víctima y el especial cuidado en la atención de sus inte-
reses y necesidades, sin embargo el proceso judicial, por sí mismo, se muestra 
incapaz para poder atender debidamente dichos intereses y necesidades. La 
víctima es quien ha sufrido física, psíquica y materialmente los efectos del 
delito y, por tanto, ha de hacérsele justicia, pero en la más amplia concepción 
de la misma y para ello ha de concedérsele un espacio que le ayude a poder 
reparar el impacto emocional del delito, donde pueda expresarse, poner de 
manifi esto sus puntos de vista y sus sentimientos, y sienta que éstos son efec-
tivamente tenidos en cuenta. Obviamente, el proceso penal en este momento, 
tal y como está concebido y pese a los esfuerzos legislativos realizados en este 
sentido en los últimos tiempos, no ofrece a la víctima dicho marco reparador 
y de confi anza.
La reciente Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del de-
lito15 incluye diversas referencias a la posibilidad que tienen las víctimas de 
acudir a servicios de justicia restaurativa o reparadora. Así, por ejemplo, en 
el Preámbulo de dicha norma se señala que “la actuación de estos servicios se 
concibe orientada a la reparación material y moral de la víctima, y tiene como 
presupuesto el consentimiento libre e informado de la víctima y el previo re-
14  Para JIMÉNEZ MUÑOZ “el silencio de la víctima es, en muchas ocasiones, el muro 
contra el que se golpea todo el sistema generado para luchar contra la violencia sobre la 
mujer”, JIMÉNEZ MUÑOZ, B., “El silencio de la víctima: guía para no perderse”, Revista 
de Mediación, año 4, nº 7, 2011, p. 26.
15  BOE núm. 101, de 28 de abril de 2015.
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conocimiento de los hechos esenciales por parte del autor. En todo caso, la 
posible actuación de los servicios de justicia restaurativa quedará excluida 
cuando ello pueda conllevar algún riesgo para la seguridad de la víctima o 
pueda ser causa de cualquier otro perjuicio”16.
Resulta paradójico que se regule como derecho de la víctima la utilización 
de servicios de justicia reparadora y restaurativa, cuando ésta no se encuentra 
regulada legalmente, ni dichos servicios vienen siendo prestados y fi nancia-
dos desde la Administración de Justicia. En cualquier caso, tarde o tempra-
no, la justicia restaurativa encontrará amparo legal en el ámbito del derecho 
16  Igualmente, en el art. 3 de la citada Ley, cuando se refi ere a los derechos de las 
víctimas se señala en el apartado 1 que “Toda víctima tiene derecho a protección, informa-
ción, apoyo, asistencia y atención, así como a la participación activa en el proceso penal y 
a recibir un trato respetuoso, profesional, individualizado y no discriminatorio desde su 
primer contacto con las autoridades o funcionarios, durante la actuación de los servicios 
de asistencia y apoyo a las víctimas y de justicia restaurativa…”.
En el art. 5, que establece el derecho a la información de la víctima desde el primer 
contacto con las autoridades competentes, se señala que “toda víctima tiene derecho a 
recibir, sin retrasos innecesarios, información adaptada a sus circunstancias y condiciones 
personales y a la naturaleza del delito cometido y de los daños y perjuicios sufridos, sobre 
los siguientes extremos: (…) k) Servicios de justicia restaurativa disponibles en los casos 
en que sea legalmente posible”.
Y, en al art. 15, que lleva por rúbrica Servicios de justicia restaurativa, se establece 
que “1. Las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos 
que reglamentariamente se determinen, con la fi nalidad de obtener una adecuada repa-
ración material y moral de los perjuicios derivados del delito, cuando se cumplan los si-
guientes requisitos: a) el infractor haya reconocido los hechos esenciales de los que deri-
va sus responsabilidad; b) la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber 
recibido información exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados 
y los procedimientos existentes para hacer efectivo su cumplimiento; c) el infractor haya 
prestado su consentimiento; d) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para 
la seguridad de la víctima, ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos 
perjuicios materiales o morales para la víctima; y e) no esté prohibida por la ley para el 
delito cometido.
2. Lo debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confi den-
ciales y no podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los mediadores 
y otros profesionales que participen en el procedimiento de mediación estarán sujetos a 
secreto profesional con relación a los hechos y manifestaciones de que hubieren tenido 
conocimiento en el ejercicio de su función.
3. La víctima y el infractor podrán revocar su consentimiento para participar en el 
procedimiento de mediación en cualquier momento”.
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penal de adultos, puesto que ya lo tiene desde hace años en el de los menores 
infractores, y lo ideal sería que desde la Administración se realicen los esfuer-
zos que sean necesarios para dotar de medios y recursos a los servicios que 
lleven a cabo dicha labor para su lograr su debida efectividad.
Por otro lado, con relación al agresor, el actual procedimiento penal gene-
ra, además del sufrimiento personal que supone, en su caso, la privación de 
libertad, la interiorización de actitudes manipuladoras y pautas de descon-
fi anza, un nulo aprendizaje de actitudes empáticas y de respeto a los bienes 
jurídicos protegidos por el Derecho penal, así como la ausencia de responsa-
bilización respecto de la conducta infractora. Estas consecuencias se acom-
pañan además de un intenso deterioro de las facultades físicas y psicológicas, 
que difi cultan los procesos de reinserción social e incrementan las posibilida-
des de reiteración delictiva17.
Según los fi nes del proceso penal, concebido como instrumento efi caz de 
política social, éste ha de tender, en primer lugar, a prestar a la víctima la 
mayor asistencia y reparación posible y, en segundo lugar, a posibilitar la 
rehabilitación del delincuente y su reintegración social en condiciones que 
eviten la comisión de nuevos delitos. Sin embargo, nuestro modelo actual de 
Derecho penal sigue descansando en esa idea de justicia retributiva, donde la 
víctima es ajena al proceso y sus intereses son representados ofi cialmente por 
el Ministerio Fiscal, donde el incremento punitivo y la ampliación de los de-
litos han sido el modo clásico de intentar satisfacer las demandas sociales de 
mayor seguridad y donde se consideran como fi nes de la pena la reinserción y 
resocialización del infractor, fi nes que no se cumplen realmente18.
Todo ello hace que el proceso judicial se presente como una vía que indu-
17  Vid. CASTILLEJO MANZANARES, R., “Mediación en violencia de género, una 
solución o un problema”, en GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO, N. (Dir.), Mediación: un 
método de ? confl ictos, Colex, Madrid, 2010, pp. 197-198.
18  Para URBANO CASTRILLO, “este modelo está moralmente quebrado, no se 
revela como justo, no previene ni protege, no intimida ni disuade, no rehabilita, no re-
integra ni resocializa, no reeduca ni educa, pocas veces atiende las necesidades de delin-
cuentes y víctimas. Todas aquellas utilitarias ambiciones del sistema punitivo han sido 
prácticamente abandonadas, bajo el atractivo de un propósito de infl ingir el daño al 
ofensor. De este modo resulta que los mecanismos de defensa social se limitan, real-
mente, a difundir miedo y a intimidar antes que a ocuparse de evitar la reincidencia y de 
pacifi car, verdaderamente, la situación producida por el delito”URBANO CASTRILLO, 
EDUARDO DE, “La Justicia Restaurativa penal”, en La Ley Penal, número 73, Año VII, 
julio-agosto 2010, p. 7.  
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dablemente puede ser mejorada o complementada con la adopción de otros 
recursos que intenten paliar en cierta medidas las defi ciencias apuntadas19. 
La justicia restaurativa tiene como objetivo romper la dicotomía víctima-
agresor, intentando variar los papeles predeterminados que se asignan a los 
mismos en el curso del proceso judicial. En este sentido, se permite al infrac-
tor restaurar en la medida de lo posible las consecuencias de sus actos y a las 
víctimas la posibilidad de participar en dicha reparación. Pero, para ello el 
infractor ha de tener la voluntad de reparar los daños ocasionados y respon-
sabilizarse por su conducta, porque sólo de esta forma se conseguirá evitar 
que la misma se reitere en el futuro20.
Entre las ventajas que ofrece la justicia restaurativa, se podría destacar 
que el proceso a seguir va a permitir a todas las partes expresar sus emocio-
nes y opiniones sobre las consecuencias de los hechos y sobre la forma en que 
pueden participar en la posible solución de los mismos. Este potencial para 
hacer frente a las necesidades psicológicas de los involucrados en episodios 
de violencia de género, probablemente ayude a disminuir la intensidad de la 
ansiedad y de los sentimientos negativos que las partes suelen experimentar 
al enfrentarse a un proceso judicial. De hecho, la justicia restaurativa permite 
a las partes expresar una serie de emociones o de sentimientos que podrían 
19  A este respecto, destaca LAMARCA PÉREZ que “al menos entre cierto sector de 
la doctrina, suele ser un lugar común denunciar que el sistema penal, globalmente con-
siderado, resulta no sólo inefi caz, sino dudosamente legítimo. Inefi caz, porque se mues-
tra impotente no ya para eliminar el delito, sino incluso para reducirlo; e ilegítimo por 
cuanto, para la solución de un confl icto, se limita a imponer un mal, la pena; a todo ello se 
viene añadiendo que tampoco se ofrece a la víctima satisfacción o una auténtica defensa 
de sus intereses. Partiendo de estas consideraciones, no puede entonces resultar extraño 
que también en el ámbito penal haya irrumpido con inusitada fuerza en los últimos años 
la propuesta de la mediación como alternativa a la solución judicial de los confl ictos”. LA-
MARCA PÉREZ, C., “Una alternativa a la solución judicial de los confl ictos: la mediación 
penal”, en La Ley Penal, número 44, Año IV, Diciembre 2007, p. 5.
20  En este sentido, PÉREZ GINÉS señala que “la actual política criminal se muestra 
contraria al efecto resocializador y preventivo de las penas, y por lo tanto no contribuye a 
conseguir que el castigado, en muchas ocasiones, entienda la razón de una pena impuesta 
por unos hechos lejanos y ajenos a su realidad actual”. PÉREZ GINÉS, C.A., “La mediación 
penal en el ámbito de…”, op. cit., p. 66.
Igualmente, ESQUINAS VALVERDE sostiene que “en defi nitiva, si se dan cuenta de que, 
razonablemente, podrían haber elegido otra conducta distinta, los agresores sentirán que la 
Justicia se halla legitimada para sancionarles y estarán más dispuestos a corregir su actitud”. 
ESQUINAS VALVERDE, P., Mediación entre víctima y agresor en…, op. cit., p. 27.
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no ser relevantes a efectos legales, pero que a lo mejor sí son muy importantes 
para las propias partes a fi n de dar una solución al confl icto. 
Otra de las ventajas que puede ofrecer la justicia restaurativa en este ám-
bito, es que puede proporcionar a la víctima una sensación de control sobre 
su propio daño, facilitando la reparación en lugar del simple castigo del in-
fractor. La restauración de la sensación de control en la toma de decisiones 
propias y personales, sin duda, va a facilitar la recuperación del equilibrio 
emocional de la propia víctima21.
Se ofrece un lugar preferente a la víctima, a quien se da un tratamiento 
especial e individualizado, y los instrumentos de justicia restaurativa habrían 
de confi gurarse, como ha hecho la Ley que regula el Estatuto de la víctima, 
como un derecho de ésta, como un recurso al que puede acceder volunta-
riamente, sin que en ningún caso pueda ser forzada a acudir si éste no es su 
expreso deseo.
En algunos países, como Estados Unidos, Alemania o Inglaterra,  se vie-
nen utilizando instrumentos de justicia restaurativa, como la mediación, a fi n 
de que las partes puedan alcanzar acuerdos en lo que concierne a los aspec-
tos civiles derivados de la situación de ruptura provocada por la violencia de 
género y, además, han comenzado a estudiar la posibilidad de introducir la 
misma para intentar buscar soluciones más completas a estos casos de vio-
lencia de género también por lo que respecta a las cuestiones penales. Se han 
iniciado programas piloto, cuyo principal fi n es que a través de la mediación 
de un profesional debidamente formado, víctima e infractor consigan comu-
nicarse (no tiene en ningún caso porque ser cara a cara o en persona), a fi n de 
buscar una solución22.
21  Para RÍOS MARTÍN, “la mayoría de los hechos delictivos no pueden ser justifi ca-
dos, pero una buena parte de ellos pueden ser comprendidos. Solamente desde la comp-
rensión del comportamiento del otro, la persona víctima puede llegar a calmar su odio y 
recuperar la serenidad”. RÍOS MARTÍN, J.C., “La mediación, instrumento de diálogo para 
la reducción de la violencia legal y penitenciaria”, en La Ley Penal, número 44, Año IV, 
Diciembre 2007, p. 25.
22  ESQUINAS VALVERDE señala como fi nes de estos programas de justicia restau-
rativa “1º detener la acción agresiva; 2º prestar apoyo y respaldo a las mujeres afectadas 
y conceder credibilidad a su punto de vista; 3º conseguir que los agresores se responsabi-
licen  y tomen conciencia del delito cometido y del daño causado; 4º enviar un mensaje 
a la comunidad acerca de la seriedad de la infracción y la adopción de respuestas frente 
a la misma; 5º y, en menor medida, puesto que resulta más discutido por las personas 
implicadas y político-criminalmente más controvertido, restaurar las relaciones sociales 
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Como comenté anteriormente, en la actualidad la única referencia expresa 
a la mediación en el ámbito del Derecho penal de adultos se hace precisa-
mente para prohibir la misma. Así, en el art. 44.5 de la LO 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Gé-
nero, se establece que “En todos estos casos está vedada la mediación”. Se 
ha optado por prohibir indistintamente la mediación en cualquier supuesto 
de violencia de género, independientemente de la gran cantidad de posibles 
supuestos que comprende dicha violencia y de su gravedad, así como de las 
circunstancias concurrentes en cada caso, lo cual no tiene mucha lógica, ya 
que como señala CASTILLEJO MANZANARES, “en determinados hechos ti-
pifi cados como de violencia de género cabría un tratamiento distinto, menos 
criminalizado, más centrado en el problema como una cuestión de pareja. 
Y en este marco, la mediación persigue el tratamiento integral del confl icto 
como instrumento auxiliar de la justicia, con una metodología adaptada a dar 
una mejor y más apta respuesta a determinados litigios en los que las par-
tes implicadas requieren mantener una relación posterior a la resolución del 
confl icto en ellas surgido”23.
En nuestro país, sin embargo, la mera posibilidad de introducir la justicia 
restaurativa y, en particular, la mediación como instrumento de ésta en este 
tipo de procesos ha generado numerosas críticas provenientes de diversos 
sectores que provocaron su expresa prohibición en la Ley Orgánica 1/2004 
de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, así como la 
posibilidad de replantear su inclusión con posterioridad a la entrada en vigor 
de dicha Ley. 
Dichas críticas planteaban que la simple posibilidad de hacer un cara a 
cara entre víctima e infractor podría resultar muy perjudicial para la víctima, 
imposibilitando cualquier tipo de comunicación y, menos aún, una solución 
acordada24.  
y familiares deterioradas por el delito”. ESQUINAS VALVERDE, P., Mediación entre víc-
tima y agresor en…, op. cit., p. 24.
23  CASTILLEJO MANZANARES, R., “Mediación en violencia de género, una solu-
ción o un problema”, en GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO, N. (Dir.), Mediación: un mé-
todo de…, op. cit. p. 202.
24  Comparto en este sentido las refl exiones de MADRID LIRAS cuando señala que 
“¿es que si nos cuestionamos que mediar pueda ayudar a éstas nos convertimos en defen-
sores del maltrato?, ¿por qué absurda razón se llega a la idea de que estás a favor de la ley 
y de las mujeres maltratadas o estás en contra de ambas?, ¿quién decidió que ambas van 
sumadas?, ¿quién se apoderó del camino único para ayudar a quienes sufren? Colocar a 
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Frente a estas críticas, han surgido opiniones diversas, algunas que refren-
dan y apoyan la postura adoptada por la Ley, otras que la matizan y otras que, 
directamente, apuestan por la supresión de la prohibición legal.
Así, hay quien opina, siguiendo la posición adoptada por el legislador, que 
en ningún caso ha de permitirse la mediación en este tipo de asuntos y que, 
además, dicha prohibición ha de extenderse tanto al ámbito penal como al 
civil25. 
Otros autores entienden que sí sería conveniente cuando la violencia es 
aislada y esporádica, teniendo su origen en situaciones puntuales de crisis 
familiar26. 
los críticos con esta ley en el bando de los tradicionales que priorizan a la familia frente a 
la mujer es puro dogmatismo”. MADRID LIRAS, S., “Debatir sobre mediación en violencia 
de pareja”, Revista de Mediación, año 4, nº 7, mayo 2011, p. 3.
25  En esta línea, autores como DEL POZO PÉREZ, sostienen argumentos un tanto 
categóricos y excesivos: “en materia de violencia de género no existe arrepentimiento del 
autor, simplemente es una estrategia, forma parte de una de las fases del ciclo de la violen-
cia (…). El presunto maltratador de género no se arrepiente por el daño originado a la mu-
jer, sino por las nefastas consecuencias que puede tener para él este comportamiento” (p. 
292), “no hay maltrato esporádico” (p. 294), “desigualdad entre las partes en confl icto con 
la consiguiente falta de equidad, es evidente que este argumento justifi caría por sí mismo 
la prohibición de mediación en violencia de género, sin necesidad de añadir ningún otro” 
(p. 299), “el poder y la dominación de una parte tenderá a prevalecer en el sustrato de la 
mediación, con lo cual los posibles acuerdos que se alcanzasen serían producto unilateral, 
una vez más, de la imposición del más fuerte, del presunto agresor que tiene sometida a 
la víctima, que la controla, que se impone a la fuerza” (p. 301), “falta de voluntad por con-
sentimiento viciado de la víctima. Inexistencia de voluntariedad. Considero que la víctima 
de violencia de género podría encontrarse en una situación personal límite que la llevaría 
a carecer de voluntad, capacidad de decisión e incluso se podría considerar su consen-
timiento viciado” (p. 303), “la mediación favorece el ciclo de la violencia de género con la 
contribución a potenciar la luna de miel” (p. 320), “vedar la mediación en este contexto 
es lo más acertado para tratar de erradicar este preocupante y creciente fenómeno, a un 
presunto autor que considera inferior a su víctima, que no se arrepiente, que no sabe pedir 
perdón, que anula su voluntad y que incluso puede aprovecharse de esta alternativa de 
solución para prolongar el ciclo de la violencia no puede permitírsele, en ningún caso, 
este método alternativo de canalización del confl icto, la solución única debe ser por tanto 
el proceso, sin otras alternativas” (p. 324). Vid. DEL POZO PÉREZ, M., “¿Es adecuada la 
prohibición de mediación del art. 44.5 de la Ley Orgánica 1/2004?”, en MARTÍN DIZ, F. 
(Coord.), La mediación en materia de familia y Derecho penal: estudios y análisis, Anda-
vira Editora, Santiago de Compostela, 2011.
26  CASANOVAS ET AL “sugieren que se tendría que distinguir entre casos de violen-
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Otros, por su parte, que sólo sería oportuna para las cuestiones civiles, 
pero en ningún caso en el ámbito penal. 
Otros, que abogan por la supresión de la prohibición y defi enden el uso de 
la mediación incluso en el ámbito penal27.
Mi opinión personal es que no se puede generalizar, ni frivolizar con un 
tema tan delicado. Cada episodio de violencia de género es único, no hay dos 
confl ictos idénticos, las partes son distintas y las circunstancias personales y 
de toda índole que han podido llevar a esa situación también lo son, por tanto 
habrá que analizar caso por caso para determinar la oportunidad y viabilidad 
de la Justicia Restaurativa en cada asunto concreto. Tal y como señala SO-
LETO MUÑOZ, “cada confl icto tiene sus propias características, las especia-
lidades, el contexto, las razones, las partes, las emociones y el fondo. Por lo 
tanto, cuando se trata de resolver un confl icto tal vez lo primero que debería 
estudiarse serían estos factores, con el fi n de decidir cuál es ls mejor forma de 
resolución”28. 
cia puntual y de violencia habitual y hacer posible la mediación en episodios de violencia 
puntual, subrayando la necesidad de asegurar todas las garantías para la víctima y siempre 
que sirva para mejorar la situación y prevenir futuras situaciones confl ictivas, o también 
para cambiar la situación por una de separación razonable y civilizada”. CASANOVAS, P., 
MAGRE, J. y LAUROBA, M.E., Libro Blanco de la mediación en Cataluña, Generalitat de 
Catalunya, Departament de Justicia, Barcelona, 2011, p. 1119.
27  Por ejemplo, para RÍOS MARTÍN “esta norma prohibitiva debe ser suprimida, 
pues la limitación que impone no tiene justifi cación, siempre que la mediación se desar-
rolle correctamente teniendo en cuenta la asimetría y desigualdad de poder que pueden 
existir en la relación de poder entre víctima y persona acusada”. RÍOS MARTÍN, J.C., La 
mediación penal y penitenciaria…, op. cit. p. 107.
28  SOLETO MUÑOZ, H., GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. 
(Dirs.), Sobre la Mediación Penal…, op. cit., p. 45.
A este respecto, MADRID LIRAS apunta que “meter en un cajón de sastre pocas veces 
le ha servido a la ciencia para avanzar. Necesitamos el matiz, la diferencia y la excepción 
para entender la globalidad, casi nunca tan global”. MADRID LIRAS, S., “Debatir sobre 
mediación en violencia…”, op. cit., p. 3.
En el mismo sentido, LOBO GUERRA y SAMPER LIZARDI señalan que “no todas 
las parejas donde ha existido violencia son susceptibles de acudir a la mediación como 
método de resolución de confl ictos. Para poder determiner si su participación es o no vi-
able, es fundamental conocer en profundidad el complejo fenómeno de la violencia en 
pareja”. LOBO GUERRA, M. y SAMPER LIZARDI, F., “¿Es posible la mediación en aquel-
los casos en los que ha existido violencia de género?”, en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. 
y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación Penal…, op. cit., p. 165.
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No entiendo conveniente la idea de establecer un catálogo cerrado en el 
que consten qué asuntos habrían de ser derivados a mediación y cuáles no, y, 
por supuesto, no todos los asuntos de violencia de género son susceptibles de 
ser mediados. Es más, posiblemente en muchos de ellos no sea aconsejable 
ni tan siquiera intentarlo. Habrá que atenderse a las circunstancias concretas 
del caso en cuestión y, en particular, a la situación emocional de la víctima y 
la posible desigualdad o desequilibrio en las posiciones de las partes29. 
No hay que olvidar que la mediación es un proceso de carácter voluntario, 
por lo que las partes sólo acudirán al mismo cuando se encuentren plenamen-
te convencidas de que dicho proceso puede aportarles algún tipo de benefi cio. 
En ningún caso, se puede forzar a las partes a iniciar un proceso de mediación 
contra su voluntad, pero en estos supuestos todavía menos por las especia-
les circunstancias que concurren en ellos. La víctima ha de aceptar iniciar el 
proceso sólo cuando haya recibido la ayuda psicológica previa que le permita 
enfrentarse a su agresor en condiciones de absoluta igualdad, si no es así no 
ha de hacerlo en ningún caso.
Por su parte, los mediadores, como profesionales debidamente especiali-
zados, también tienen la posibilidad de determinar qué supuestos pueden ser 
mediados y cuáles de ellos no. Si el mediador entiende que existe cualquier 
tipo de riesgo, por mínimo que sea, para la salud física o emocional de la 
víctima, en ningún caso ha de permitir que el proceso de mediación siquiera 
comience30.
Privar a la mujer víctima de violencia de género de la posibilidad de utili-
29  En este sentido, MADRID LIRAS refi ere que “en todo caso habrá que dilucidar de 
qué tipo de violencia en la pareja se trata: si episódica y circunstancial o fruto de una rel-
ación de maltrato en busca del debilitamiento sistemático de la pareja y de la muestra de 
permanente mayor poder sobre el otro. Todas las muestras de violencias son reprochables 
y deben ser castigadas y frenadas, pero la forma de afrontar un caso u otro, requieren de 
intervenciones muy ajustadas que ataquen la raíz del problema en cada caso”. MADRID 
LIRAS, S., “Debatir sobre mediación en violencia…”, op. cit., p. 3.
30  Para MUNUERA GÓMEZ y BLANCO LARRIEUX, “se ha de respetar la situación 
personal de cada mediador frente a la violencia doméstica. Se debe evaluar si este tipo de 
intervención es apropiado o no según el caso, igual que se realiza en cualquier solicitud de 
mediación; y si lo es, establecer un protocolo, es decir medidas especiales para comenzar 
el proceso de mediación, con un diseño especial del centro de mediación (centro con dos 
puertas, dos salas de espera, etc.)”. MUNUERA GÓMEZ, M.P. y BLANCO LARRIEUX, 
M.E., “Una mirada hacia mediar o no mediar en casos de violencia: Sara Cobb”, Revista de 
Mediación, año 4, nº 7, mayo 2011, p. 37.
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zar un mecanismo como la mediación que, en determinadas ocasiones, pue-
de reportarle resultados más satisfactorios que los que puede obtener en el 
proceso judicial coarta evidentemente la autonomía de la mujer y el recono-
cimiento a su capacidad de adoptar sus propias decisiones libre y volunta-
riamente en materias que afectan a cuestiones muy personales como pueden 
ser los desacuerdos que afectan al establecimiento de las relaciones paterno-
fi liales tras la ruptura o la contribución de cada cónyuge al levantamiento de 
las cargas económicas31.
31  LOBO GUERRA y SAMPER LIZARDI señalan que “la prohibición de mediar que 
la ley establece para los casos de violencia de género incurre en un excesivo paternalismo 
sobre la mujer, ya que se impide su participación directa en la toma de decisiones sobre 
cuestiones civiles donde ella es la principal afectada, dando por hecho su incapacidad para 
participar en el proceso de mediación, sin que tal incapacidad resulte acreditada.
Es cierto que muchas mujeres, tras sufrir una situación de maltrato, y como conse-
cuencia del mismo, pueden presentar un daño psíquico, permanente o transitorio, que les 
impida participar en el proceso de mediación. Pero, la gravedad de las consecuencias del 
maltrato depende, entre otros factores, de la severidad del mismo y de la vulnerabilidad de 
la víctima, evidenciando una amplio abanico de posibles consecuencias en función de cada 
caso concreto. Además, tras una adecuada intervención psicológica, estas mujeres pueden 
recuperar la seguridad y establecer el control de sus vidas, abordar las secuelas producidas 
por la violencia, reforzar su autoestima, recuperar su identidad personal…, pues tales son 
algunos de los objetivos de estos programas de intervención, y estar dotadas, por tanto, 
de las habilidades necesarias para hacer frente a un proceso de separación. Pero la pro-
hibición de la ley les priva de este derecho”. LOBO GUERRA, M. y SAMPER LIZARDI, F., 
“¿Es posible la mediación en aquellos casos en los que ha existido violencia de género?”, 
en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.), Sobre la Mediación 
Penal…, op. cit., p. 172.
En el mismo sentido CASTILLEJO MANZANARES ET AL refi eren que “la mediación 
penal favorece el empoderamiento y autonomía de la mujer, proporcionándole herram-
ientas que le faculten para prevenir estados futuros análogos, al tiempo que hace frente a 
su situación actual. La mujer deja de ser mostrada como el ser dependiente e incapaz que 
subyace de la legislación vigente en violencia de género, para convertirse en un ser auton-
omo capaz de abordar y gestionar su propia realidad”. CASTILLEJO MANZANARES, R., 
TORRADO TARRÍO, C. y ALONSO SALGADO, C., “Mediación en violencia de …”, op. cit., 
p. 43.
Por su parte, MADRID LIRAS apunta que “solo empoderando a las víctimas conseg-
uiremos que dejen de verse como tales y alcen su voz frente al agresor para marcar lo que sí 
están dispuestas y lo que no, lo que sí quieren y lo que no. Y si sentimos o sientan que en el 
espacio de mediación no se está logrando, siempre tendremos la posibilidad y la obligación 
de frenarla y de acudir a nuestro legítimo derecho a juicio. No es la mediación solución a 
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3. La utilidad de los ODR en los casos de violencia de género
Como he apuntado con anterioridad, uno de los mayores recelos que susci-
ta la utilización de instrumentos de justicia restaurativa, como la mediación, 
en el ámbito de los confl ictos de violencia de género es el potencial peligro 
que puede suponer para la víctima la confrontación con su agresor. Aunque 
los encuentros personales suponen probablemente la mayor expresión de las 
relaciones humanas y suelen ser preferibles cuando utilizamos cualquier me-
canismo alternativo de solución de confl ictos, hay algunas situaciones en las 
que dichas reuniones no son convenientes, ni factibles y una de estas situa-
ciones se da cuando pueda existir cualquier tipo de amenaza o violencia del 
agresor a la víctima, no teniendo por qué ser esta violencia meramente física, 
sino también verbal o psicológica32. 
A fi n de intentar paliar dichos recelos, la utilización de medios tecnológi-
cos se presenta como una posible vía para introducir elementos de justicia 
restaurativa en la gestión de los confl ictos de violencia de género, toda vez 
que se evitaría la presencia física de las personas involucradas en el desarro-
llo del proceso33. Si bien se pierden algunos de los elementos que se resaltan 
como positivos de la justicia restaurativa, como la humanización del proceso, 
al menos se abre la posibilidad de la comunicación entre víctima e infractor, 
lo cual es imposible en el marco del proceso judicial.
En los últimos años la utilización de las comunicaciones electrónicas ha 
todo ni puede con todo. Pero ayuda”.  MADRID LIRAS, S., “Debatir sobre mediación en 
violencia…”, op. cit., p. 4.
32  Para CAMARERO GONZÁLEZ, “la violencia de carácter psicológico es, quizás, la 
más sutil y cruel de las violencias. En la mayoría de los casos de maltrato existe una vio-
lencia psíquica que puede ejercerse, y de hecho se ejerce de forma previa y que tiene una 
importancia capital en la génesis y desencadenamiento de situaciones límite. En los malos 
tratos psicológicos el agresor busca la intimidación, la humillación, la inseguridad perso-
nal, la desintegración, la desestructuración, el poder, dominio y control del otro”. CAMA-
RERO GONZÁLEZ, G.J., “Violencia doméstica. Una introducción desde la criminología”, 
en Revista del Ministerio Fiscal, número 13, Ministerio de Justicia, Madrid, 2005. p. 192.
33  Tal y como señala GONZÁLEZ CAMPO, “ el uso de los medios electrónicos no debe 
contemplarse como la mera utilización de aplicaciones informáticas o medios telemáticos. 
Antes al contrario, se trata, en realidad, de utilizer la actual tecnología para un mejor ser-
vicios”. GONZÁLEZ CAMPO, F.A., “Mediación electrónica y proceso: régimen jurídico y 
oportunidades a la vista de la Ley 18/2011 y Ley 5/2012”, en LAUROBA LACASA, M.E. y 
ORTUÑO MUÑOZ, P., Mediación es Justicia. El impacto de la Ley 5/2012, de mediación 
civil y mercantil, Huygens Editorial, Barcelona, 2014, p. 317.
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sufrido una avance espectacular en todos los ámbitos y sectores de nuestra 
sociedad, lo que ha supuesto un evidente cambio en la forma de relacionar-
nos. Como pone de manifi esto SANZ PARRILLA, “estamos sumidos en la de-
nominada Sociedad de la Información, que ha sido defi nida como una comu-
nidad que utiliza extensivamente y de forma optimizada las oportunidades 
que ofrecen las tecnologías de la información y las comunicaciones”34. 
Los ODR abren la posibilidad de realizar encuentros restaurativos a dis-
tancia, sin la presencia física de las partes, donde el tercero neutral se va a 
comunicar con éstas a través de medios tecnológicos. Estos encuentros pue-
den ser realizados a través de cualquier medio: mensajes de correo electróni-
co, sesiones de chat, plataformas digitales ad hoc, llamadas telefónicas o vi-
deoconferencias en las que se pueden llevar a cabo, por ejemplo, tradicionales 
sesiones de mediación con las partes sin la necesidad de reunir a las mismas 
en un mismo espacio físico. 
Para el buen funcionamiento de un sistema ODR se requiere que el mismo 
sea accesible, tanto para las partes como para el neutral. El tercero neutral 
habrá de estar familiarizado con el uso de los recursos electrónicos que vaya 
a utilizar y habrá de comprobar que las partes, igualmente, no tienen pro-
blemas con el manejo de dicha tecnología y que pueden disponer de ella sin 
ningún tipo de límite o restricción. Además, es importante que los medios 
utilizados ofrezcan la adecuada garantía de confi anza y seguridad.
Los ODR, en principio, fueron concebidos para ser utilizados en procedi-
mientos o disputas de carácter civil o mercantil, y, de hecho, en este campo es 
dónde gozan de mayor predicación, pero sus ventajas y características pue-
den ser también perfectamente aplicadas en el ámbito penal y dentro de éste, 
por qué no, en los asuntos de violencia de género.
Se han realizado experiencias de mediación online en el ámbito familiar, 
por ejemplo cuando las partes en disputa se encontraban en distintos luga-
res geográfi cos o cuando por las especiales circunstancias concurrentes en el 
caso a mediar, se hacía más recomendable no reunir a las partes en un mismo 
espacio físico. Sin embargo, no existen experiencias previas o programas que 
hayan utilizado dicho método para confl ictos de violencia de género.
Al igual que sucede con la mediación convencional, la utilización de me-
dios tecnológicos no sirve para todo tipo de asuntos, por tanto hay que velar 
34  SANZ PARRILLA, M., “El uso de medios electrónicos en la mediación”, en SO-
LETO MUÑOZ, H. (Dir.), Mediación y resolución de confl ictos: técnicas y ámbitos, Tec-
nos, Madrid, 2011, p. 437.
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por que la aplicación de los mismos sea conveniente y adecuada a cada asun-
to. No tiene sentido aplicar dichos medios indiscriminadamente con carácter 
general a todo tipo de caso, sino que habrá de realizarse una correcta valora-
ción y selección de los asuntos que habrán de gestionados a través de esta vía, 
por lo que se presenta como imprescindible la garantía de calidad y experien-
cia de la institución o personas encargadas de prestar dichos servicios.
Como pone de manifi esto SANZ PARRILLA, “para el correcto funciona-
miento de los sistemas de mediación online se necesita un adecuado soporte 
tecnológico. Si bien es posible realizar una lista de elementos que deben con-
currir en estos sistemas, debemos tener en cuenta siempre tres propiedades 
técnicas: a) Simplicidad: debe tratarse de un proceso fácil de entender y de 
seguir para las partes; b) Adaptabilidad: debe estar diseñado según las ne-
cesidades de las partes; c) Interoperabilidad: debe conectar con el resto de 
sistemas de los usuarios, partes, mediadores, etc.”35.  
La utilización de mecanismos tecnológicos en los métodos alternativos de 
solución de confl ictos implica una serie de variaciones respecto de su apli-
cación convencional, fundamentalmente en lo que se refi ere a los aspectos 
espaciales y temporales, por lo que la comunicación en determinadas ocasio-
nes podrá sincrónica, es decir establecida de manera simultánea entre emisor 
y receptor, en un mismo tiempo, a través de escritorios compartidos, men-
sajería instantánea, chats, videoconferencias o telefonía IP, y en otras será 
asincrónica, realizada en tiempos diferentes, por lo que el receptor no tendrá 
conocimiento en tiempo real de la comunicación efectuada por el emisor, lle-
vándose cabo a través principalmente de correos electrónicos, aunque existen 
otras formas como los foros, los mensajes realizados a través de postings o en 
pizarras electrónicas que se hacen visibles para el tercero neutral y las partes 
a través de un procedimiento de validación. No hay, en principio mayores im-
pedimentos que los que pueda plantear la conexión a internet. Nada impide 
tampoco que las partes puedan utilizar el teléfono en un momento determi-
nado para intentar dialogar sobre las cuestiones que estimen oportunas.
Ambos tipos de comunicación, sincrónica y asincrónica tienen sus ven-
tajas y sus inconvenientes, por lo que habrá de determinarse cuál de ellas es 
más adecuada36.
35  Ibíd., p. 449.
36  A este respecto, señala SUQUET CAPDEVILA que “hoy en día no puede afi rmarse 
que un tipo de comunicación sea más benefi cioso que otro, ya que pueden darse elementos 
contradictorios. Por ejemplo, el email como tecnología asincrónica permite que las partes 
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En principio, por su complejidad y por la relación entre las partes, podría 
parecer más conveniente que, en la mayoría de los casos, la comunicación 
en los asuntos de violencia de género sea asincrónica, ya que va a permitir 
a las partes mayor tiempo de refl exión a la hora de elaborar sus mensajes y 
respuestas, y además al tercero neutral también le va facilitar guiar adecuada-
mente el proceso, ya que va poder fi ltrar la información y utilizar las técnicas 
y reformulaciones oportunas en orden a que los mensajes lleguen de forma 
indicada a los respectivos receptores.
Sin embargo, en otras ocasiones, cuando las víctimas sientan la necesi-
dad de expresar sus sentimientos o emociones verbalmente a su agresor, la 
capacidad de avance de la tecnología, específi camente de la videoconferen-
cia, puede hacer factible que se produzcan encuentros restaurativos de forma 
muy similar a las mediaciones convencionales donde las partes se encuentran 
físicamente con el tercero neutral. De esta forma, se permite que la víctima 
pueda expresarse perfectamente sin la presión o el miedo que podría sentir 
de encontrarse en el mismo espacio físico que su agresor.
Si el neutral y las partes lo consideran oportuno, llegado el momento, po-
dría incluso plantearse la posibilidad de utilizar un sistema híbrido que com-
bine sesiones online y reuniones personales, pero, insisto, siempre y cuando 
el tercero neutral y las partes consideren que es el momento adecuado y que 
se encuentran debidamente preparados para ello. 
no contesten apresuradamente y de forma acalorada. Quizás por ello la parte puede refl ex-
ionar y contestar en una manera más positiva el mensaje de la otra parte. Ahora bien, en el 
mismo tipo de comunicación por email una misma parte puede expresar su enfado a través 
de un mensaje con letras capitales y arruinar una posible solución al confl icto. De hecho, 
esto es extensible a otras formas de comunicación a través de la red, ya que a pesar de que 
la información desarrollada a través de un ordenador puede ser vista como impersonal, la 
cultura de la comunicación online sugiere la existencia de sus propias formas de expresar 
emociones (como la misma escritura de emails con letras capitales, los emoticonos u otros 
caracteres especiales).
Los métodos de comunicación sincrónicos, como la videoconferencia o la audioconferen-
cia, presentan una serie de difi cultades que hace que todavía no sean mecanismos frecuente-
mente utilizados en los servicios de ODR. En efecto, además de que es necesario un software 
determinado para poder establecer esta comunicación, las conferencias de video consumen 
la mayor parte de la banda ancha. Ello motiva que la comunicación en la mayor parte de las 
ocasiones no sea tan sencilla y ágil como debería ser y en la práctica la videoconferencia no 
sea todavía muy usual en la práctica de los proveedores de ODR”. SUQUET CAPDEVILA, J., 
“Online Dispute Resolution (ODR): una visión jurídica del estado del arte tecnológico”, en 
Revista Vasca de Derecho Procesal y Arbitraje, Tomo XXIII, 2010, pp. 68-69.
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La mediación convencional, normalmente, se suele realizar a través de 
sesiones conjuntas personales del mediador con las partes, a fi n de que és-
tas puedan negociar cara a cara sobre todas aquellas cuestiones que tengan 
por conveniente. En estas sesiones el mediador despliega todas sus técnicas y 
hace uso de las herramientas de comunicación necesarias para intentar ayu-
dar a las partes a conseguir un acuerdo. Esto, sin duda, se hace más complica-
do cuando la mediación se realiza online, ya que el elemento personal o el en-
cuentro físico entre mediador y partes desaparece, por lo que el mediador no 
podrá hacer uso de determinadas herramientas, habiendo además de adaptar 
su lenguaje y demás técnicas a las peculiaridades de la comunicación virtual.
La confi anza de las partes en el tercero neutral, se confi gura como un ele-
mento muy importante en la mediación, más aún, si cabe, cuando nos refe-
rimos a temas penales, aunque su trasfondo sea de carácter familiar como 
sucede en los casos de violencia de género. En este sentido, y a fi n de no elimi-
nar totalmente el elemento personal podría ser aconsejable que, en aquellos 
casos en los que fuere posible, el neutral tuviese una primera entrevista con 
cada una de las partes por separado a fi n de presentarse personalmente a las 
mismas y conseguir al menos de inicio que dicho contacto personal cree el 
necesario vínculo de confi anza que las partes han de tener en el mediador37.
Al igual que en la forma de trabajo convencional, es importante que las 
partes tengan la garantía de la absoluta confi dencialidad de las informacio-
nes y comunicaciones que compartan durante el proceso online, porque va a 
ser la única forma de facilitar que éstas consigan abrirse y sincerarse con el 
neutral, sin ocultar ningún tipo de información que pueda resultar relevante 
para la resolución del confl icto. Por tanto, el tercero neutral o la institución 
encargada de prestar el servicio habrán de garantizar tanto la confi denciali-
37  En el mismo sentido, FEMENIA sostiene que “sin un buen rapport entre el me-
diador y las partes, es muy difícil hacer el proceso de mediación. Esto es una difi cultad al 
planear usar sólo ODR para hacer la mediación familiar. En las reuniones presenciales, 
hay un montón de información sensorial que ayuda a establecer confi anza en el proceso. 
Aún, una conferencia telefónica puede aportar más de esta confi anza, por eso se dice que 
idealmente hay que comenzar con una reunión cara a cara para clarifi car el proceso, esta-
blecer la confi anza y verifi car las condiciones para un diálogo efectivo entre los tres lados, 
para luego continuar online. La llamada telefónica tiene que estar disponible a lo largo del 
proceso para agregar más de esta textura de confi anza en la interacción, especialmente si 
aparecen obstáculos al progreso de la mediación”. Vid. FEMENIA, N., “Mediación familiar 




dad, como la seguridad de las informaciones y mensajes transmitidos online, 
debiendo asegurarse además de que los mensajes han sido transmitidos y 
recibidos correctamente por emisor y destinatario. Esto incluye también los 
posibles archivos agregados, faxes, chats, así como cualquier otro tipo de ar-
chivo o medio de la red utilizado como parte de la comunicación electrónica.
Uno de los problemas o de los mayores peligros que presentan los ODR 
es la eventual violabilidad de las comunicaciones, si bien, en este sentido, se 
ha avanzado bastante y, hoy por hoy, es muy alto el número de operaciones 
y transacciones electrónicas que se realizan cada día de forma segura, ha-
biéndose creado al efecto mecanismos, como la fi rma electrónica, que actúan 
efi cientemente y que pueden dotar de dicha garantía de seguridad a las comu-
nicaciones realizadas durante su utilización. 
3.1 Ventajas que pueden ofrecer los ODR en el ámbito de la Justicia Res-
taurativa y, en concreto, en los casos de violencia de género
Como he venido argumentando, la Justicia Restaurativa se presenta como 
una alternativa más acorde para dar soluciones a determinados confl ictos que 
el proceso penal clásico y, en este sentido, la utilización de medios técnicos 
puede confi gurarse como un foro más accesible y seguro para dar cabida a la 
utilización de instrumentos de justicia restaurativa, como la mediación, en 
los confl ictos de violencia de género.
La utilización de los recursos tecnológicos aplicables a la justicia restau-
rativa puede ampliar las opciones de reparación para las víctimas de violen-
cia de género, además de proporcionar a todos los implicados las ventajas 
inherentes a los fi nes y principios de dicha justicia restaurativa, teniendo la 
posibilidad de expresarse a fi n de intentar alcanzar un acuerdo conforme a los 
intereses y necesidades de los mismos.
Las víctimas quieren un entorno seguro para poder expresarse libremente, 
pero también desean precisamente eso, es decir, poder expresarse y tener la 
oportunidad de poder contar al agresor su versión de los hechos y, en este 
sentido, los ODR les ofrecen al menos dicha oportunidad. Las mujeres agre-
didas no se van a ver obligadas a ocultar sus emociones, como si estuviesen 
físicamente en una reunión con el tercero neutral y el agresor. En muchas 
ocasiones, el hecho de encontrarse físicamente con otras personas en una 
misma sala o espacio físico va a provocar la necesidad de reprimir la ira en 
sus expresiones o en el tono de las palabras, a fi n de guardar las formas, sin 
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embargo a través de la utilización de instrumentos tecnológicos las víctimas 
van a ser libres para expresar dicha ira sin la presencia de otras partes. Sin la 
presión añadida de tener que ser colaborativas en aras de buscar una solución 
satisfactoria para todas las partes implicadas, las víctimas en su intimidad 
pueden verse más fortalecidas para hacer valer con mayor decisión sus pro-
pios intereses, haciendo frente a sus agresores, sin tener que preocuparse de 
perder las formas en un momento determinado.
Por su parte, los agresores en ocasiones también pueden sentir la necesi-
dad de expresar una serie de sentimientos o de emociones, como el arrepen-
timiento, que encontrándose presente en una reunión con otras personas a 
lo mejor esconden, pero que sin embargo podrían expresar más libremente a 
través de la utilización de los ODR.
Otra de las ventajas de los ODR es que son mucho más rápidos, toda vez 
que la comunicación es inmediata por lo que se agilizan todas las actuaciones 
que haya que realizar. Se reducen además los costes económicos ya que se 
evitan los desplazamientos de las partes o del neutral, pudiendo realizarse las 
comunicaciones incluso desde el propio domicilio.
Por otra parte, los ODR potencian aún más la fl exibilidad del proceso ele-
gido, ya que se pueden realizar las comunicaciones en cualquier tiempo, no 
hay sujeción a horarios predeterminados, por lo que se puede diseñar un pro-
cedimiento en el que las partes pueden organizar su tiempo como deseen, 
según sus conveniencias y su necesidad de refl exión38.
Es fundamental que en el proceso las partes puedan comunicarse en ab-
soluta igualdad de condiciones y que sus posiciones estén debidamente equi-
libradas. En este sentido, uno de los objetivos precisamente de la mediación 
es equilibrar las posiciones de las partes en el proceso a fi n de que no exista 
ninguna desigualdad de fuerzas. Pero puede haber situaciones en las que el 
mediador no se de cuenta que el agresor está tratando de coaccionar o intimi-
dar a la víctima, porque por ejemplo esté utilizando gestos, palabras o expre-
siones que sólo la víctima conoce y que ésta puede percibir como amenazan-
tes. En este caso también, la separación física de las partes puede eliminar o 
anular la capacidad del agresor de poder manipular con sus movimientos o 
actitudes la libertad e independencia de la víctima.
Por otro lado, probablemente, la ausencia de los abogados en las sesiones 
convencionales puede provocar que se reduzca la capacidad de la víctima de 
38  Vid. SANZ PARRILLA, M., “El uso de medios electrónicos en la mediación”, en 
SOLETO MUÑOZ, H. (Dir.), Mediación y resolución de…, op. cit., pp.. 441-442.
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defender adecuadamente sus propios derechos e intereses, máxime cuando 
existe una situación de temor de la víctima hacia su agresor que puede pro-
vocar que ésta pueda renunciar a derechos que, de haber estado presente su 
letrado, no habría llevado a cabo. En este sentido, también, los ODR pueden 
contribuir a paliar dicho riesgo, toda vez que las partes no han de adoptar 
decisiones precipitadas que pueden ser fruto de la situación de tensión del 
momento, sino que van a disponer un mayor período de refl exión en el que 
van a poder hacer las consultas pertinentes a sus abogados a fi n de determi-
nar que es lo más conveniente.
En cierta medida también puede salvaguardar la propia neutralidad del 
tercero que al no tener presentes a las partes, puede eliminar cualquier tipo 
de estereotipo o posible prejuicio que el mismo pudiese tener sobre por 
ejemplo la presencia física o aspecto que las partes puedan tener. Igual-
mente, el tono de la voz o el lenguaje no verbal o corporal de éstas no podrá 
ser malinterpretado por el neutral al no tener contacto personal directo con 
las mismas. 
Precisamente, una de las limitaciones que se han venido señalando de la 
utilización de los ODR es la imposibilidad de las partes y del tercero neutral 
de observar la comunicación no verbal. Si bien es cierto que el lenguaje cor-
poral o la comunicación no verbal supone un factor muy importante en las 
reuniones convencionales, toda vez que puede proporcionar gran cantidad de 
información acerca del estado de ánimo de las partes o de sus emociones a lo 
largo del desarrollo de las sesiones, su ausencia en los ODR también puede te-
ner sus connotaciones positivas, toda vez que, dada la especial naturaleza de 
los confl ictos de violencia de género, el hecho de no reunir en un mismo espa-
cio físico a víctima y agresor va a facilitar que éstos se sientan más cómodos, 
menos coartados a la hora de poder expresar libremente sus sentimientos y 
emociones, por lo que dicho lenguaje corporal ya no va a ser tan relevante o 
no va a proporcionar demasiada información al neutral.
Además, los espacios de tiempo que transcurren en la transmisión de men-
sajes online entre el tercero neutral y las partes pueden facilitar la refl exión, el 
análisis de los mismos e incluso la retractación de alguno de ellos. Las partes 
van a tener la oportunidad de pensar más pausadamente sus diferencias y 
de responder a los mensajes de la otra parte o del neutral una vez pensada y 
buscada la respuesta adecuada.
Por último, otra de las ventajas que ofrecen los ODR es la posibilidad de 
contar con el tercero neutral que elijan las partes, incluso aunque éste no se 
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encuentre en el mismo espacio geográfi co que ellas, pudiendo incluso encon-
trarse en países diferentes, sin que por ello el coste del proceso tenga por qué 
ser necesariamente mayor.
3.2 El papel del neutral en los ODR
El papel que ha desarrollar el tercero neutral en los ODR es fundamental 
porque ha de combinar las técnicas y estrategias propias del método elegi-
do con los instrumentos tecnológicos adecuados a cada situación. El neutral 
debe propiciar el marco adecuado para conseguir gestionar los sentimientos 
contrarios de las partes y presentar adecuadamente las ventajas que puede 
suponer para las mismas el proceso y ello ha de hacerlo sin tener presentes a 
las mismas.
La fi gura del neutral online también es crucial en orden a detectar posibles 
movimientos del agresor encaminados a intentar manipular o coaccionar de 
cualquier modo a la víctima a través de los mensajes o de la utilización del 
lenguaje que esté realizando a través de la red, por lo que deberán recibir for-
mación adecuada con el fi n de conocer y poder manejar este lenguaje virtual 
y evitar que pueda producirse vulneración alguna de la situación de equilibrio 
entre las partes.
En este sentido, los ODR facilitan al neutral su intervención en orden a 
prevenir los posibles intentos del agresor de manipular a la víctima, toda vez 
que va a poder restringir los canales de comunicación entre ambos si lo consi-
dera necesario, haciendo que determinados mensajes del agresor no lleguen a 
la víctima, o bien lleguen debidamente fi ltrados por el mismo a fi n de que no 
puedan tener efectos nocivos sobre ésta o sobre el propio proceso. 
El neutral puede trabajar refl exivamente en la reformulación de los men-
sajes a fi n de que lleguen de forma adecuada y puedan ser correctamente en-
tendidos por sus destinatarios. También va a tener más tiempo de reacción a 
la hora de seleccionar su estrategia o las técnicas a utilizar en función de cómo 
vayan desarrollándose las comunicaciones entre las partes. Puede trabajar 
con las partes el lenguaje a utilizar, intentar adecuarlo al buen fi n del proceso, 
también puede permitir a éstas la posibilidad de discutir acerca de cualquier 
tema y hablar con más libertad en un determinado momento. 
Es importante que el neutral compruebe que las partes están debidamente 
familiarizadas con todos los recursos tecnológicos que vayan a ser empleados 
durante el proceso y si hay alguna de ellas que desconoce o no controla ade-
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cuadamente alguno de estos recursos, habrá de recibir la formación adecuada 
al respecto, a fi n de que no exista la más mínima desigualdad en tal sentido. 
Hoy en día, los imparables avances tecnológicos abren un campo ilimitado 
de posibilidades a los neutrales que quieran formarse en este ámbito. 
El tercero neutral ha de tener formación específi ca en violencia de género39 
y ha de encontrarse perfectamente familiarizado con los recursos tecnológi-
cos que vaya a emplear, pues en todo caso habrá de adaptar a ellos las técnicas 
y herramientas que vaya a utilizar durante el proceso. 
Por tanto, deberá estar habituado al lenguaje electrónico, habiendo de es-
tar al tanto de las normas de protocolo y cortesía utilizadas en este tipo de 
comunicación. Así, es importante extremar el cuidado en el lenguaje escrito, 
habiendo de cuidar la ortografía, evitar reenvíos y contestaciones en un mis-
mo mensaje a fi n de que no se puedan fi ltrar informaciones o comentarios 
que no deberían haber llegado a una de las partes, ha de evitar también el 
uso de mayúsculas fuera de los casos establecidos gramaticalmente, ya que el 
uso de las mismas en el lenguaje electrónico viene asociado a mensajes agre-
sivos, por lo que podrían causar una sensación incómoda en el receptor; la 
tipografía y los colores utilizados deben ser adecuados, intentando transmitir 
mediante el lenguaje escrito la misma sensación de tranquilidad que ha de 
generar el neutral en una sesión convencional.
Además, el neutral ha de ser capaz de diseñar el procedimiento electró-
nico a seguir, teniendo en cuenta las necesidades de las partes, habiendo de 
asegurarse de que las mismas tengan las mismas oportunidades durante su 
desarrollo, garantizando, en defi nitiva, la plena igualdad entre éstas40.
En cuanto a la imparcialidad del neutral, al celebrarse las sesiones a distan-
39  Para CÁRDENAS, “lo primero que debe saber el mediador o mediadora es que hay 
que distinguir entre casos de violencia y casos con violencia (…) Es bueno que el mediador 
o la mediadora, sea un hombre o una mujer con experiencia en familia y específi camente 
en violencia. Si no la tiene, necesita ayuda de alguien experimentado. Ésta es la primera 
condición para encarar una mediación en estos casos”.  CÁRDENAS, E.J., La mediación 
en confl ictos familiares, Lumen, Buenos Aires, 1999, pp. 212-213.
Igualmente, CASTILLEJO MANZANARES ET AL señalan “la absoluta necesidad de 
que las y los mediadores se especialicen en este campo y estén sometidos permanente-
mente a un continuo reciclaje de conocimientos, prácticas, etc.”. CASTILLEJO MAN-
ZANARES, R., TORRADO TARRÍO, C. y ALONSO SALGADO, C., “Mediación en violencia 
de …”, op. cit., p. 44.
40  Vid. SANZ PARRILLA, M., “El uso de medios electrónicos en la mediación”, en 
SOLETO MUÑOZ, H. (Dir.), Mediación y resolución de…, op. cit., pp. 447-448.
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cia va a resultar más complicado que las partes lleguen a percibirla adecuada-
mente, por lo que éste habrá de cuidarse de que ambas se sientan igualmente 
atendidas en todo momento. Así, habrá de contestar con la misma rapidez a 
las comunicaciones de las dos partes, habrá de mantenerlas informadas con-
tinuamente del desarrollo del proceso y remitirles igualmente resúmenes de 
toda la actividad desplegada, haciéndoles sentir que dicho esquema de comu-
nicación garantiza que sus intereses están debidamente salvaguardados. 
En principio, todas las fases del proceso elegido podrían ser desarrolladas 
de forma electrónica, desde la sesión informativa a la fi rma del acuerdo. El 
neutral habrá de indicar a las partes qué medios electrónicos van a ser utili-
zados a lo largo del proceso, éstos podrán ser simplemente correos electró-
nicos, pero como ya he comentado también se podrán utilizar otros, como la 
videoconferencia, que pueden aportar un plus en un momento determinado. 
También habrá de asegurarse de que las partes conocen perfectamente el uso 
de dichos medios, a fi n de garantizar que no se puedan producir eventuales 
desigualdades por tal circunstancia.
4. Conclusiones
Que la violencia de género en nuestro país es un fenómeno preocupante es 
un hecho evidente y también lo es que las reformas legales realizadas hasta 
la fecha no han surtido los efectos esperados, por lo que se hace necesario 
implementar nuevos recursos que vengan a intentar mejorar, en la medida de 
lo posible, la situación actual.
En el ámbito de la violencia de género, se ha de ofrecer a las víctimas la 
posibilidad de optar por mecanismos, no ya alternativos al proceso judicial, 
sino complementarios a éste, que les permitan, como ejercicio de su propia 
capacidad de autodeterminación, satisfacer intereses y necesidades que en el 
procedimiento judicial no pueden conseguir. Ahora bien, para ello ha de te-
nerse en cuenta principalmente la voluntariedad, así como la idoneidad de tal 
opción, habiendo de ser valorada ésta última por profesionales debidamente 
cualifi cados y especializados en la materia. 
Una de las mayores ventajas que pueden ofrecer los ODR es que a través 
de ellos los programas de Justicia Restaurativa podrían ser accesibles para las 
víctimas de violencia de género que voluntariamente quisieran acudir a los 
mismos, suprimiendo el principal temor que suscita su utilización, cual es la 
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confrontación directa de la víctima con su agresor y las posibles consecuen-
cias negativas que podrían derivarse para ésta. La eliminación física y real 
del peligro que podría suponer el encuentro entre agresor y víctima quedaría 
salvaguardada mediante el uso de los ODR e implicaría poder introducir ele-
mentos de justicia restaurativa donde hasta la fecha sólo existen elementos 
de justicia retributiva. 
Uno de los problemas que nos podemos encontrar en la actualidad, más 
que la utilización de los ODR en sí, es que hay pocos programas y pocos ser-
vicios de justicia restaurativa en nuestro país y que tanto las víctimas, como 
el resto de personas y operadores jurídicos implicados en los procesos de vio-
lencia de género desconocen la existencia de los mismos, por lo que se hace 
necesario trabajar activamente en este sentido. 
Obviamente, si además de promocionar la justicia restaurativa, se facili-
ta su implementación con la dotación de recursos que permitan su utiliza-
ción con medios tecnológicos, será mucho más fácil su difusión y el acceso a 
la misma para un mayor número de personas que podrán hacer uso de ella 
aunque en la localidad donde residan no dispongan de programas de justicia 
restaurativa, ya sea con carácter institucionalizado o experimental. No todo 
el mundo tiene acceso a Internet en sus hogares, pero sí cada vez más perso-
nas pueden disponer de él de alguna forma, bien sea a través de instituciones 
públicas, como bibliotecas, centros sociales u otros servicios municipales, o 
privadas, por lo que los ODR se presentan como un recurso accesible y seguro 
que podría permitir abrir el camino para la introducción de métodos comple-
mentarios de gestión de confl ictos y de elementos de justicia restaurativa en 
los asuntos de violencia de género.
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